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En la Personería Municipal de Pereira, fueron presentados por parte de 
ciudadanos en el año 2011, derechos de petición en diversos sentidos, así, con 
ocasión de ello, cuáles fueron las causas que originaron el Derecho de Petición en 
la entidad de control en el primer semestre de 2011. 
 
 
1.1. DEFINICIÒN DEL TEMA 
 
 
QUE: Derecho de Petición en interés particular 
DONDE: Personería Municipal de Pereira 
CUANDO: Primer Semestre de 2011 
TITULO: Derecho de Petición en interés particular en la Personería Municipal de 


















2. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
 
Identificar las causas que originaron el Derecho de Petición en interés particular en 






• Alto número de presentación de Derechos de petición 
• Ausencia de contestación de los Derechos de Petición 
• Desconocimiento de los términos de contestación  
• Desconocimiento de derechos y deberes por parte de las autoridades 







• Congestión Administrativa de la entidad de control 
• Inadecuada confección de los Derechos de Petición 
• Inefectividad del mecanismo constitucional de petición 
• Ineficiencia en el ejercicio de la función pública 






2.3. ARTICULACIÒN DE LAS CAUSAS Y SINTOMAS DEL PROBLEMA 
 
 
El Derecho de Petición, considerado como la garantía constitucional que el 
ciudadano tiene para desarrollar canales de comunicación con el estado, en 
cabeza de sus autoridades a nivel nacional, departamental, distrital o municipal, y 
en casos excepcionales ante particulares, viene gozando de un alto nivel de 
relevancia y sostenibilidad mediante el desarrollo legal y jurisprudencial, lo que 
conlleva a que investigaciones como la que se desarrolla se encuentren 
orientadas a reiterar y resaltar su importancia, mucho más si se tiene en cuenta el 
aumento en su utilización por parte de los ciudadanos, quienes a pesar de 
desconocer su estructura, su naturaleza y forma de elaboración, buscan la 
participación ante las autoridades, lo que ha generado a su vez el incremento 
exagerado de la congestión administrativa tanto en las entidades que recepcionan, 
como en aquellas que son competentes en el ejercicio del control y que ha 
permitido encontrar ausencia de contestación, desconocimiento de los términos 
legalmente establecidos, así como expedición y elaboración de respuestas que no 
se encuentran acorde con el núcleo esencial que la normatividad legal vigente y la 
jurisprudencia le han definido, causando la inefectividad del mecanismo 
constitucional, ineficiencia en el ejercicio de la función administrativa y la amenaza 
del derecho constitucional fundamental, lo que ha llevado a que sea importante 
analizar el ámbito de intervención de una entidad de control como la Personería 
Municipal de Pereira, para efectos de conocer las causas por las cuales los 









2.4. FORMULACIÒN DEL PROBLEMA 
 
¿Cuáles fueron las causas que originaron el Derecho de Petición en interés 




2.5. SISTEMATIZACIÒN DEL PROBLEMA 
 
 
• Cuál es el fundamento del Derecho de Petición. 
• Cuál es el núcleo esencial del Derecho de Petición. 
• Cuáles son las funciones y competencias de la Personería Municipal de 
Pereira, en materia de Derechos de Petición. 























2.6. OBJETIVOS DE LA INVESTIGACION 
 
 
2.6.1. OBJETIVO GENERAL 
 
 
Identificar cuáles fueron las causas que originaron el Derecho de Petición en 
interés particular en la Personería Municipal de Pereira en el primer semestre del 
año 2011.  
 
 
2.6.2. OBJETIVOS ESPECIFICOS 
 
 
• Determinar el fundamento del Derecho de Petición. 
• Individualizar el núcleo esencial del Derecho de Petición. 
• Socializar las funciones y competencias de la Personería Municipal de 
Pereira, en materia de Derecho de Petición. 


















Con ocasión de la problemática expuesta, de la cual se delimitaron sus causas y 
síntomas, puede constatarse la importancia de investigar un instrumento 
constitucional de protección como lo es el derecho de petición, que además de ser 
un derecho de naturaleza fundamental constituye el mecanismo a través del cual 
el ciudadano puede comunicarse con el estado, siendo este el punto donde radica 
la importancia de considerar el derecho de petición como un instrumento 
constitucional y fundamental, cuyo desarrollo y continua utilización ha conllevado a 
la intervención y participación de entidades que con el ejercicio de su competencia 
a la luz de los principios de la función administrativa y los principios del ejercicio de 
la competencia, puede coadyuvar en su uso adecuado, así como en el ejercicio 
eficiente en la gestión por parte del estado, de esta manera, y para el caso que 
ocupa en la investigación, interviene la Personería Municipal de Pereira, como una 
entidad que hace parte del Ministerio Público, a quien corresponde la guarda y 
promoción de los derechos humanos, la protección del interés público y la 
vigilancia de la conducta oficial de quienes desempeñan funciones públicas según 
la Constitución Nacional, siendo ella la autoridad ante quien comparecen todos los 
ciudadanos y habitantes de la ciudad de Pereira, en aras de buscar la protección 
de sus derechos y el correcto ejercicio de ellos ante la Administración Municipal, lo 
que permite al verificarse cuáles fueron las causas que originaron el derecho de 
petición en interés particular en la entidad de control, coadyuvar en la aplicabilidad 









4. DESARROLLLO TEÓRICO 
 
 
4.1. FUNDAMENTOS DEL DERECHO DE PETICIÓN 
 
a). Fundamento Constitucional 
 
Téngase en cuenta que el instrumento constitucional de petición, en su origen y 
aspectos históricos sobrepasa los límites del desarrollo del estado colombiano y el 
otorgamiento de la Constitución Política de 1991, ya que doctrinariamente cuenta 
con antecedentes que datan desde centenares de años atrás, cuando su 
aplicabilidad y ejercicio no gozaba de la libertad y exigencia que hoy se protege en 
un estado social de derecho como el colombiano, de lo cual es preciso exponer 
que: “la consagración de este derecho en nuestro Estado, viene desde hace más 
de 180 años, cuando aparece por primera vez en la Constitución de Cúcuta en 
1821 en donde se manifestó en su artículo 157: La libertad que tienen los 
ciudadanos de reclamar sus derechos ante los depositarios de la autoridad 
pública, con la moderación y el respeto debidos, en ningún tiempo será impedida 
ni limitada. En la Constitución de 1886 se recogió en su artículo 45 que rezaba: 
Toda persona tiene derecho de presentar peticiones respetuosas a las 
autoridades, ya sea por motivos de interés general, ya de interés particular, y el de 
obtener pronta resolución.”1 
 
Igualmente, una vez desarrollado el proceso constituyente de 1991,  que dio lugar 
a la expedición de una nueva Constitución, y sobre la cual la Honorable Corte 
Constitucional, en sus albores, expreso: “La Asamblea Nacional Constituyente que 
expidió la nueva Constitución Política de Colombia fue un poder comisionado del 
pueblo soberano. Su fuerza jurídica era fáctica, pues provino de un hecho político 
                                                 
1
  El Derecho Fundamental de Petición. Andrés Atahualpa Pérez 
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fundacional, más no jurídico. Ella actuó no por orden de la Constitución de 1886 y 
sus reformas, sino por fuera de ella, contra ella, por disposición directa del pueblo 
en un periodo de anormalidad constitucional. En este sentido la comprensión del 
proceso colombiano de reforma se encuentra en el concepto de anormalidad 
constitucional; y este concepto solo puede ser definido políticamente por ser acto 
fundacional, pues se refiere a un presupuesto del derecho que todavía no es 
jurídico. Cuando una Constitución es reemplazada por otra que termina siendo 
eficaz no tiene sentido cuestionar su validez. En este caso las condiciones de lo 
verdadero y lo falso, de lo valido y lo inválido, de lo legal y lo ilegal, son otras. Por 
lo tanto, carece de razonabilidad todo análisis que suponga una continuidad lógico 
– jurídica”2, se dio inicio a un nuevo estado, caracterizado por la eficacia y 
aplicabilidad de sus derechos, donde la Constitución generó una cantidad de 
herramientas diseñadas para dotar a los ciudadanos de mecanismos de 
protección efectivos a la luz de los principios de la función administrativa, que 
permitieran la resolución de los conflictos y la intervención y participación de la 
comunidad. 
 
Así, la Constitución Política de 1991, consagró en su artículo 23, el Derecho de 
Petición, en los siguientes términos: “Toda persona tiene derecho a presentar 
peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o 
particular y a obtener pronta resolución. El legislador podrá reglamentar su 
ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos 
fundamentales”, siendo este un derecho que obtuvo continuidad desde la vigencia 
de la Constitución de 1886, el cual debía interpretarse y aplicarse con base en dos 
nuevos criterios, el primero caracterizado por ya encontrarse vigente el estado 
social de derecho, donde obtenía prevalencia el ciudadano, y el segundo el hecho 
de encontrarse de manera innovadora la posibilidad de utilizarlo ante 
organizaciones privadas en caso expresamente taxativos, así: “El derecho de 
                                                 
2
  Corte Constitucional. Auto 003 de Marzo de 1992. Citado de Constitución Política de 
Colombia. Temas Fundamentales. Segunda Edición. Octubre 1993. Jorge Mario Eastman.  
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petición, consagrado en el artículo 23 de la Carta Política, conserva -en términos 
generales- la misma fórmula contemplada en el artículo 45 de la Constitución de 
1886. El constituyente de 1991 quiso mantener esa tradición democrática que les 
permitía a los ciudadanos contar con mecanismos ágiles y expeditos para recurrir 
a la administración pública. Sin embargo, hoy en día este derecho fundamental se 
ha convertido en algo más que eso: ha pasado a ser un instrumento que garantiza 
a los particulares obtener una información de las autoridades, conocer la razón de 
sus decisiones e inclusive contar con un sustento jurídico que les permita fiscalizar 
sus actos.”3 
De esta manera, el derecho de petición goza de un sustento constitucional, que le 
asigna la calidad de fundamental, ya que reúne los requisitos esenciales para ser 
calificado como tal, para lo cual es pertinente exponer  que “para que un derecho 
tenga la calidad de fundamental debe reunir unos requisitos esenciales. Para la 
identificación de un derecho de tal naturaleza existen unos criterios que ponen en 
evidencia los requisitos señalados y, de contera, el derecho fundamental mismo: 
1) Conexión directa con los principios constitucionales; 2) Eficacia directa y 3) 
Contenido esencial.”4; adicional a ello es un derecho determinante para la 
efectividad de los mecanismos de la democracia participativa, “cuya efectividad 
resulta indispensable para el logro de los fines esenciales del Estado, 
particularmente el servicio de la comunidad, la promoción de la prosperidad 
general, la garantía de los principios, derechos y deberes consagrados en la 
Constitución y la participación de todos en las decisiones que los afectan, así 
como para asegurar que las autoridades cumplan las funciones para las cuales 
han sido instituidas"5; al igual  que a través de su desarrollo se garantiza la 
protección y aplicabilidad de otros derechos constitucionales como el de 
información, a la participación política y a la libertad de expresión.  
                                                 
3
  Corte Constitucional Sentencia T – 124 de 1993 1992. M.P. Vladimiro Naranjo Mesa 
4
  Corte Constitucional Sentencia T – 406 de 1992. M.P. Ciro Angarita Barón 
5
  Corte Constitucional Sentencia T – 426 de 1992. M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz 
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Gozando este instrumento de una protección de igual nivel en materia 
constitucional, a través de mecanismos directos y eficaces como la Acción de 
Tutela, lo que coadyuva a reiterar y resaltar su importancia, no solo para el 
ciudadano sino para el ejercicio transparente y eficiente de la Administración 
Pública, en todos sus órdenes y niveles.  
 
b). Fundamento Legal 
 
Sobre el particular, debe establecerse que el origen histórico del derecho de 
petición cuenta con suficiente soporte constitucional, ciñéndose la intervención de 
la Ley a un aspecto secundario, encargada de desarrollar y estructurar el 
instrumento constitucional para darle aplicabilidad y sobre el cual es pertinente 
exponer que en Colombia, cuenta actualmente con un tránsito legislativo que pasa 
de la existencia del Decreto 01 de 02 de Enero de 1984 “Por el cual se reforma el 
Código Contencioso Administrativo”, a la Ley 1437 de 18 de Enero de 2011 “Por 
medio de la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo”, y los cuales se pasan a describir: 
 
c). Fundamentación Jurídica 
 
- Constitución Política de Colombia.  
- Código Contencioso Administrativo.  
- Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.  
- Ley 136 de 1994 “Por la cual se dictan normas tendientes a modernizar la 
organización y el funcionamiento de los municipios”. Modificada por la Ley 177 de 
1994, derogada a su vez por el artículo 96 de la Ley 617 de 2000. 
- Ley 1551 de 2012 “Por la cual se dictan normas para modernizar la organización 





Código Contencioso Administrativo.  
 
“ARTICULO 5o. PETICIONES ESCRITAS Y VERBALES: Toda persona podrá 
hacer peticiones respetuosas a las autoridades, verbalmente o por escrito, a 
través de cualquier medio.  
Las escritas deberán contener, por lo menos:  
1. La designación de la autoridad a la que se dirigen.  
2. Los nombres y apellidos completos del solicitante y de su representante o 
apoderado, si es el caso, con indicación del documento de identidad y de la 
dirección.  
3. El objeto de la petición.  
4. Las razones en que se apoya.  
5. La relación de documentos que se acompañan.  
6. La firma del peticionario, cuando fuere el caso.  
Si quien presenta una petición verbal afirma no saber o no poder escribir y pide 
constancia de haberla presentado, el funcionario la expedirá en forma sucinta.  
Las autoridades podrán exigir, en forma general, que ciertas peticiones se 
presenten por escrito. Para algunos de estos casos podrán elaborar formularios 
para que los diligencien los interesados, en todo lo que les sea aplicable, y añadan 
las informaciones o aclaraciones pertinentes.  
 
A la petición escrita se podrá acompañar una copia que, autenticada por el 
funcionario respectivo, con anotación de la fecha de su presentación y del número 
y clase de los documentos anexos, tendrá el mismo valor legal del original y se 
devolverá al interesado. Esta autenticación no causará derecho alguno a cargo del 
peticionario.” 
 
Siendo esta una normatividad, que fue derogada por la Ley 1437 de 2011, y cuya 




Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo: 
 
“Articulo 5. Derechos de las personas ante las autoridades. En sus relaciones con 
las autoridades toda persona tiene derecho a:  
 
1. Presentar peticiones en cualquiera de sus modalidades, verbalmente, o por 
escrito, o por cualquier otro medio idóneo y sin necesidad de apoderado, así como 
a obtener información y orientación acerca de los requisitos que las disposiciones 
vigentes exijan para tal efecto.  
 
Las anteriores actuaciones podrán ser adelantadas o promovidas por cualquier 
medio tecnológico o electrónico disponible en la entidad, aún por fuera de las 
horas de atención al público.” 
 
“Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante autoridades. 
Toda persona tiene derecho de presentar peticiones respetuosas a las 
autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés 
general o particular, y a obtener pronta resolución.  
 
Toda actuación que inicie cualquier persona ante las autoridades implica el 
ejercicio del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución 
Política, sin que sea necesario invocarlo. Mediante él, entre otras actuaciones, se 
podrá solicitar el reconocimiento de un derecho o que se resuelva una situación 
jurídica, que se le preste un servicio, pedir información, consultar, examinar y 
requerir copias de documentos, formular consultas, quejas, denuncias y reclamos 
e interponer recursos.  
 
El ejercicio del derecho de petición es gratuito y puede realizarse sin necesidad de 




Norma que en sus artículos 13 a 33 fue declarada inexequible por parte de la 
Corte Constitucional6, dejando como salvedad que los efectos de la citada 
declaración quedaban diferidos hasta el 31 de Diciembre de 2014, como fecha 
límite en que el Congreso de la República, debe expedir la correspondiente ley 
estatutaria, por tratarse de la regulación de derechos de naturaleza fundamental. 
 
Es así, como a nivel legal se desarrolla el artículo 23 de la Constitución Política de 
Colombia, estructurándose el objeto, las modalidades, los términos para resolver, 
los requisitos para la presentación, su contenido, y como caso novedoso la 
posibilidad de utilizarlo ante organizaciones e instituciones privadas, de acuerdo a 
lo establecido en la Ley 1437 de 2011, constituyendo lo anterior el fundamento 
legal del instrumento constitucional que permite su aplicabilidad en el mundo 
jurídico y que otorga a los ciudadanos su manual de desarrollo y al estado sus 
lineamientos de cumplimiento y protección. 
 
Sin embargo, a pesar de lo anterior, ni el Código Contencioso Administrativo 
(Decreto 01 de 1984), ni el Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo (Ley 1437 de 2011), describen clara y precisamente 
una definición del Derecho Fundamental de Petición, por lo cual, debe acudirse a 
las exposiciones realizadas por los tratadistas a través de la doctrina, y a los 
conceptos emitidos en la jurisprudencia constitucional de la Corte Constitucional. 
 
 
4.2. MARCO TEORICO 
 
PRIMERA VISIÒN. ASPECTOS: 
 
http://personeriapereira.gov.co/quienes-somos/personerias-delegadas/Personerìa  
                                                 
6
  Corte Constitucional Sentencia C – 818 de 2011. M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub 
18 
 
“Las personerías son entidades hechas para defender los intereses de la 
comunidad mediante el control de la administración local (de las entidades y 
funcionarios públicos) y la vigilancia del cumplimiento de las leyes y normas que 
garantizan los derechos, libertades y deberes del individuo y de la sociedad en el 
municipio y en los demás ámbitos regionales y nacional. En las ciudades con 
mayor número de habitantes su estructura se especializa en cuanto a funciones y 
a los campos que atiende el Personero, lo cual implica la existencia de unas 
Personerías delegadas encargadas de asuntos penales, policivos, de vigilancia 
administrativa (control sobre entidades y funcionarios públicos), los derechos de 
petición e información, y la defensa de los derechos humanos.” 
 
SEGUNDA VISION. ASPECTOS: 
 
Corte Constitucional Sentencia T – 124 de 1993 1992. M.P. Vladimiro Naranjo 
Mesa. “El derecho de petición, consagrado en el artículo 23 de la Carta Política, 
conserva -en términos generales- la misma fórmula contemplada en el artículo 45 
de la Constitución de 1886. El constituyente de 1991 quiso mantener esa tradición 
democrática que le permitía a los ciudadanos contar con mecanismos ágiles y 
expeditos para recurrir a la administración pública. Sin embargo, hoy en día este 
derecho fundamental se ha convertido en algo más que eso: ha pasado a ser un 
instrumento que garantiza a los particulares obtener una información de las 
autoridades, conocer la razón de sus decisiones e inclusive contar con un sustento 
jurídico que les permita fiscalizar sus actos.” 
 
 
TERCERA VISION. ASPECTOS: 
 
Corte Constitucional Sentencia T – 426 de 1992. M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. 
“En repetidas oportunidades esta Corte ha precisado que el contenido esencial del 
derecho de petición comprende los siguientes elementos: la posibilidad cierta y 
19 
 
efectiva de elevar, en términos respetuosos, solicitudes ante las autoridades, sin 
que éstas se nieguen a recibirlas o se abstengan de tramitarlas; la respuesta 
oportuna, es decir, dentro de los términos establecidos en el ordenamiento 
jurídico; la respuesta de fondo o contestación material, lo que supone que la 
autoridad entre en la materia propia de la solicitud, sobre la base de su 
competencia, refiriéndose de manera completa a todos los asuntos planteados 
(plena correspondencia entre la petición y la respuesta), excluyendo fórmulas 
evasivas o elusivas; y la pronta comunicación de lo decidido al peticionario, con 
independencia de que su sentido sea positivo o negativo.” 
 
 
CUARTA VISION. ASPECTOS: 
 
El Personero Municipal y la Protección de los Derechos Humanos y de la 
Población Civil. Programa Presidencial de Derechos Humanos y DIH. Presidencia 
de la República Vicepresidencia. Bogotá, Enero de 2009. “la importancia del 
Ministerio Público para el fortalecimiento y la legitimidad del Sistema Democrático 
Colombiano, hace relación a su cabal funcionamiento como instancia y 
mecanismo de control para vigilar y disciplinar el correcto ejercicio del poder y de 
la función pública. Los organismos de control, son depositarios de una especie de 
corresponsabilidad político – jurídica, para el correcto funcionamiento del Estado, 
en virtud de la vigilancia que les corresponde ejercer. En materia de legitimidad y 
gobernabilidad también es importante anotar, que la Gestión diligente, oportuna y 
eficaz de las instancias y organismos de Control, generan en la sociedad una 
mayor confianza y credibilidad, en la forma como las autoridades y las 
instituciones públicas dirigen los destinos colectivos.” 
 
 
QUINTA VISIÒN. ASPECTOS: 
 
 “Velar por la Promoción, Protección y Defensa de los Derechos 
Humanos según lo establecido en la Constitución Política, la ley y las 
20 
 
normas del Derecho Internacional Humanitario. Vigilar y controlar la 
gestión que cumplen las autoridades administrativas de carácter local 
y los funcionarios del orden Municipal ejercitando los Principios y 
valores Institucionales para mediar y ser garantes en las peticiones 
de la población vulnerada del Municipio de Pereira, fomentando la 
cultura de participación ciudadana.”7 
 
 
4.3. ARTICULACION DE LOS ASPECTOS TEÓRICOS 
 
El derecho fundamental de petición, consagrado en el artículo 23 de la 
Constitución Nacional, en su esencia y contenido, fue tomado como un 
mecanismo que permitiera al ciudadano un acceso ágil y expedito ante la 
autoridad o administración pública, siendo esta un concepción utilitarista que ha 
sido modificada en términos positivos y que ha permitido lograr su concepción bajo 
fines y propósitos superiores, siendo ya el derecho de petición, además de un 
instrumento constitucional y legal, un arma eficiente para la exigencia, promoción y 
protección de los derechos, la cual cuenta con un ámbito de protección amplia 
constituido por la presencia de un núcleo esencial que lo desarrolla, términos 
perentorios para su trámite, la presencia de la acción de tutela, y la existencia de 
autoridades de control a quienes se ha encargado su protección, siendo ellas 
entidades que tienen la posibilidad de exigir ante las autoridades públicas su 
cumplimiento mediante la adopción de medidas preventivas, correctivas o 
sancionatorias. 
 
Sobre esta postura, nacen a la vida jurídica las Personerías Municipales, 
constituidas como entidades hechas para defender los intereses de la comunidad, 
a nivel individual o colectivo, cuya razón de ser se encuentra justificada en su 
grado de origen constitucional, que le otorga la potestad para exigir de las 
autoridades públicas el cumplimiento, respeto y garantía de los derechos, así 
como la existencia de los deberes, siendo una de las pocas autoridades en el país 





que actúa en calidad de agente del Ministerio Público, veedora ciudadana y 
defensora de los derechos humanos, y que tiene la posibilidad de brindar al 
ciudadano un acceso efectivo los programas y al ejercicio de la competencia 
conforme a los principios que la orientan. 
 
De esta manera, las Personerías Municipales, son autoridades pertinentes en el 
ejercicio de la gestión pública destinada a la protección del derecho fundamental 
de petición en interés particular de los ciudadanos, buscando de las autoridades, 
sea en el nivel central o descentralizado la protección y promoción de su núcleo 
esencial, mediante la existencia de una respuesta oportuna, pronta y de fondo, 
que le permita al ciudadano tener claridad notoria e informada de los asuntos 

























5. CAPITULO I 
DEFINICIÓN Y CARACTERÍSTICAS 
 
 
Téngase en cuenta en primer lugar que el Derecho de Petición, no encuentra 
como tal su definición en la normatividad constitucional y legal vigente, ya que 
pudo verificarse anteriormente que la Constitución Política de 1991, el Código 
Contencioso Administrativo y actualmente el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, hacen referencia a él y 
establecen su desarrollo, pero no aportan una definición precisa que permita 
identificarlo, calificarlo o caracterizarlo. 
 
De esta manera, es pertinente sustentar que el derecho de petición, se presenta 
como un derecho de raigambre constitucional, cuya regulación se desarrolla de 
manera legal mediante leyes estatutarias, cuya definición puede tener como bases 
la jurisprudencia constitucional como mecanismo auxiliar de interpretación, y la 
doctrina expuesta por los autores en aplicación del citado instrumento; siendo 
importante citar las siguientes definiciones: 
 
“El derecho de petición es el derecho que tiene el ciudadano activo 
de expresar sus opiniones al cuerpo legislativo, al rey o a los 
administradores públicos sobre asuntos de administración o de 
organización.”8 
“Este derecho, cuyo propósito es el de buscar un acercamiento entre 
el administrado y el Estado, otorgándole al ciudadano un instrumento 
idóneo con el cual acudir ante él en busca de una información o con 
el fin de que se produzca un pronunciamiento oportuno por parte del 
aparato estatal, es una garantía propia del sistema de gobierno 
democrático y una manifestación de la soberanía popular.”9 
                                                 
8
  El Derecho Fundamental de Petición. Pagina. 22. Universidad Javeriana.  CHAPLIER, 
citado por IBÁÑEZ GARCÍA, ISAAC.  
9
  Corte Constitucional Sentencia T – 567 de 1992. M.P. José Gregorio Hernández Galindo 
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“El derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Carta, es 
un derecho público subjetivo de la persona para acudir ante las 
autoridades, o las organizaciones privadas que establezca la ley, con 
miras a obtener pronta resolución a una solicitud o queja.”10 
“El derecho de petición tiene como titular a toda persona, nacional o 
extranjera. Por medio de él, se permite acudir ante las autoridades o 
ante las organizaciones privadas en los términos que defina la ley, 
con el fin de obtener una pronta resolución a las solicitudes que se 
hayan presentado”11 
 
“El derecho de petición, entonces, se define como aquel que permite 
a las personas presentar solicitudes respetuosas a las autoridades y 
obtener de ellas una respuesta oportuna y completa sobre el 
particular. Al respecto, debe entenderse que tal derecho no implica 
solamente la posibilidad de manifestar una inquietud ante la 
Administración sino que conlleva necesariamente el derecho a 
obtener y a exigir una respuesta clara y definitiva sobre esa 
inquietud. En consecuencia surge el deber correlativo de la 
Administración de contestar la petición del ciudadano dentro de un 
término razonable.”12 
 
“A juicio de ésta Corporación, a través del citado derecho, 
consagrado en el artículo 23 de la Carta Política, se otorga a los 
ciudadanos la facultad de formular solicitudes respetuosas a las 
autoridades públicas y frente a los particulares en los casos 
establecidos por la ley, y a obtener de éstos una resolución de fondo, 
clara, completa y precisa, en los términos previstos en el 
ordenamiento jurídico.”13 
 
Así, con base en las anteriores definiciones citadas, es procedente identificar en 
palabras de la Corte Constitucional, los rasgos distintivos que componen o 
estructuran el Derecho de Petición, los cuales han sido sustentados de manera 
reiterada y de los cuales cada uno es tan importante que sin su cumplimiento, 
puede verse amenazado y desfigurado el instrumento constitucional. De esta 
manera, se exponen los siguientes: 
                                                 
10
  Corte Constitucional Sentencia T – 426 de 1992. M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz 
11
  Corte Constitucional Sentencia T – 124 de 1993. M.P. Vladimiro Naranjo Mesa 
12
  Corte Constitucional Sentencia T – 395 de 1998. M.P. Alejandro Martínez Caballero 
13
  Corte Constitucional Sentencia T – 412 de 2006. M.P. Rodrigo Escobar Gil 
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“(i). se trata de un fundamental, el cual a su vez es determinante para 
la efectividad de otros derechos fundamentales tales como los 
derechos a la información, a la participación política y a la libertad de 
expresión;  
(ii). este derecho se ejerce mediante la presentación de solicitudes a 
las autoridades públicas y a los particulares; 
(iii). el núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución 
pronta y oportuna de la cuestión planteada por el peticionario;  
(iv) la petición debe ser resuelta de fondo, de manera clara, oportuna, 
precisa y congruente con lo solicitado;  
(v) la respuesta debe producirse dentro de un plazo razonable, el 
cual debe ser lo más corto posible;  
(vi) la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se 
concreta siempre en una respuesta escrita;  
(vii) por regla general están vinculadas por este derecho las 
entidades estatales, y en algunos casos a los particulares;  
(viii) el silencio administrativo negativo, entendido como un 
mecanismo para agotar la vía gubernativa y acceder a la vía judicial, 
no satisface el derecho fundamental de petición pues su objeto es 
distinto. Por el contrario, el silencio administrativo es la prueba 
incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición;  
(ix) el derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa;  
(x) la falta de competencia de la entidad ante quien se plantea, no la 
exonera del deber de responder;  
(xi) ante la presentación de una petición, la entidad pública debe 





                                                 
14
  Corte Constitucional Sentencia T – 511 de 2000. M.P. Humberto Sierra Porto 
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5.1. REQUISITOS DEL DERECHO DE PETICIÓN 
 
Sobre este particular, debe considerarse que la Constitución Nacional, califica el 
Derecho de Petición como un derecho, el cual para su ejercicio y aplicabilidad 
genera un sinnúmero de cargas que cuentan con una consagración legal, primero 
en el Código Contencioso Administrativo y actualmente en el Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, y que deben 
cumplirse de manera obligatoria so pena del rechazo en la admisión del 
instrumento constitucional y de la imposibilidad del nacimiento del derecho para su 
correspondiente exigencia legal. Deberes que se encuentran constituidos por el 
contenido de las peticiones como tal, las cuales deberán cumplir como mínimo los 
siguientes requisitos: 
 
1. La designación de la autoridad a la que se dirige.  
2. Los nombres y apellidos completos del solicitante y de su representante y o 
apoderado, si es el caso, con indicación de su documento de identidad y de la 
dirección donde recibirá correspondencia. El peticionario podrá agregar el número 
de fax o la dirección electrónica. Si el peticionario es una persona privada que 
deba estar inscrita en el registro mercantil, estará obligada a indicar su dirección 
electrónica.  
3. El objeto de la petición.  
4. Las razones en las que fundamenta su petición.  
5. La relación de los requisitos exigidos por la ley y de los documentos que desee 
presentar para iniciar el trámite.  
6. La firma del peticionario cuando fuere el caso.  
 
Siendo estos, requisitos obligatorios con miras a lograr la prosperidad del derecho 
de petición, en cuanto a su etapa de admisión, así como lograr en su etapa 
resolutiva una respuesta que satisfaga su núcleo esencial y el interés fundamental 
del peticionario, independientemente de que la respuesta sea positiva o negativa. 
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Requisitos que ante su ausencia, ocasionan la intervención de la entidad que 
recepciona, de orientar su actuar hacia la operancia de diversas situaciones, entre 
ellas: 
 
- Si la petición es incompleta, en el acto de recibo se indicara al peticionario lo 
faltante, para efectos de que este manifieste si desea completarla o radicarla en 
los términos en que se encuentre. 
 
- Si la petición es incompleta, pero la misma ya se encuentra radicada, dentro de 
un término de 10 días posteriores a su recepción requerirá al peticionario para que 
la complete en un término de un mes; en el evento que exista caso omiso del 
requerimiento se entenderá desistida  la petición. (Desistimiento Tácito) 
 
 
5.2. MODALIDADES DEL DERECHO DE PETICIÓN 
 
En materia de modalidades o formas que puede adquirir o en que puede consistir 
un derecho de petición, es procedente manifestar tal y como se hizo 
anteriormente, que la Constitución Política de 1991 e incluso el Código 
Contencioso Administrativo, no consagran una clasificación expresa en cuanto a 
las formas en que puede utilizarse el instrumento constitucional, ya que solo se 
hace referencia a la posibilidad de que el derecho citado pueda ser utilizado en 
interés general o en interés particular, para efectos de solicitar la acción u omisión 
de la entidad que recepciona, o para la obtención de información o documentos, o 
para consultar sobre un asunto determinado, sin que de manera directa y 
completa se especifique bajo que modalidades pueda utilizarse la petición como 
tal. De esta manera, lo referente a las modalidades que puede asumir un derecho 
de petición como tal, dependen de la naturaleza del asunto solicitado, así en la 




- En interés particular: el cual es empleado para efectos de realizar solicitudes 
individuales, en defensa o aplicación de un derecho subjetivo del ciudadano. 
 
- En interés general: el cual es empleado con el propósito de ejercer la 
representación y la defensa del bien común y el interés general, mediante la 
solicitud de un pronunciamiento sobre un asunto que interesa al conglomerado 
social. 
 
- Solicitud de Información: el cual es empleado en aplicación del principio de 
transparencia y publicidad, a través del cual el ciudadano tiene la potestad y 
facultad de conocer todos los asuntos que se encuentran bajo instrucción o 
competencia de las autoridades. Así, la información solicitada puede ser o no 
documental, puede reposar en archivos físicos o magnéticos. 
 
- Solicitud de Documentos: como una de las formas del derecho de petición en la 
modalidad de solicitud de información, es empleada respecto a aquella 
información que existe de manera documental, y sobre la cual puede solicitarle su 
reproducción y entrega. 
 
- Solicitud de Consultas: es empleado con el propósito de que una determinada 
autoridad expida un concepto sobre la interpretación del ordenamiento jurídico. 
 
Siendo las anteriores modalidades, conceptos genéricos que se no se encuentran 
definidos pero si descritos en la normatividad legal vigente y de los cuales se cita 
la manera como deben ser aplicados y bajo que lineamientos deben seguirse, 
siendo importante citar que también a nivel doctrinal e incluso jurisprudencial, las 
modalidades del derecho de petición han sido estudiadas de una manera mas 




“a. QUEJAS: Cuando ponen en conocimiento de las autoridades 
conductas irregulares a quienes se han atribuido o adjudicado la 
prestación de un servicio público. 
 
b. RECLAMOS: Cuando se le da a las autoridades noticia de la 
suspensión injustificada o de la prestación deficiente de un servicio 
público. 
 
c. MANIFESTACIONES: Cuando se hace llegar a las autoridades la 
opinión del peticionario sobre una materia sometida a actuación 
administrativa. 
 
d. PETICIÓN DE INFORMACIÓN: Cuando se formula a las 
autoridades para que éstas: - Den a conocer cómo han actuado en 
un caso concreto – Permitan el examen de documentos públicos que 
tienen en su poder. 
 
e. CONSULTAS: Cuando se presentan a las autoridades para que 
manifiesten su parecer sobre materias relacionadas con sus 
atribuciones.”15  
 
Así, es notoria y necesaria la importancia de determinar e identificar las 
modalidades bajo las cuales opera el derecho fundamental o instrumento 
constitucional de petición, ya que actualmente las entidades encargadas de su 
aplicación a través del desarrollo diario de la función administrativa han hecho a 
un lado las denominaciones expuestas, para concluir que la única categoría 
existente es un derecho de petición genérico sin especificaciones ni 
particularidades, cerrando la entrada a la aplicación distinta de términos y formas 
de respuesta, generando esto además de una vulneración directa del núcleo 
esencial que cobija el derecho fundamental de petición, un desconocimiento del 
mismo, lo que de manera inmediata genera una actuación irregular por parte de 
las entidades y una conducta reprochable y disciplinable por parte de las 




                                                 
15
  Línea Jurisprudencia de Derecho de Petición. Universidad Cooperativa de Colombia. 
Facultad de Derecho. Derecho Administrativo. San Juan de Pasto. 2007. 
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5.3. NUCLEO ESENCIAL DEL DERECHO DE PETICIÓN 
 
 
Como parte vital en la aplicación y concepción del derecho fundamental de 
petición, nace a la vida jurídica la obligatoriedad de la confección y expedición de 
su resolución, constituida como el elemento central, así como la finalidad concreta 
y especifica del instrumento constitucional, que debe diferenciarse del término 
simple de respuesta, teniendo esta aclaración un sustento constitucional originario 
y amplio, analizado desde los albores de la Constitución Política de 1991, en la 
Asamblea Nacional Constituyente, siendo preciso citar lo siguiente:  
 
“Expresión “obtener pronta resolución”: el primordial objetivo fue 
diferenciarla del término respuesta, pues esta tiene un carácter 
general que no necesariamente resuelve la inquietud. Por el contrario 
resolución hace referencia a la solución del inconveniente 
planteado”16, o en palabras de uno de los constituyentes: “Es que 
respuesta puede ser simplemente decir: recibimos su petición de tal 
fecha y queda radicada etc., eso es una respuesta, pero resolución 
quiere decir resolver sobre la petición (.). Es un término mucho más 
amplio y así lo ha entendido la jurisprudencia”17.  
 
Es así, como la resolución, se convierte en un elemento estructurante del derecho 
de petición, y constituye el fundamento del núcleo esencial, que se genera en 
razón de la naturaleza constitucional fundamental del derecho, y que puede 
definirse como el ámbito intangible del derecho cuyo respeto se impone a las 
autoridades y a los particulares, según la jurisprudencia constitucional de la Corte 
Constitucional, cuya determinación también ha sido establecida en los siguientes 
                                                 
16
  El Derecho Fundamental de Petición. Universidad Javeriana 
17
  Comisión Primera 23 de Abril de 1991. Asamblea Nacional Constituyente. Jaime Arias 
López. 
 Citado por  El Derecho Fundamental de Petición. Universidad Javeriana 
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términos ”Visto desde la perspectiva de los derechos subjetivos, el contenido 
esencial de un derecho fundamental consiste en aquellas facultades o 
posibilidades de actuación necesarias para que el derecho sea reconocible como 
pertinente al tipo descrito y sin las cuales dejaría de adscribirse a ese tipo, 
desnaturalizándose. Por otra parte, la jurisprudencia de intereses ha diseñado una 
fórmula según la cual el núcleo esencial del derecho fundamental es aquella parte 
de su contenido que es absolutamente necesaria para que los intereses 
jurídicamente protegibles, que dan vida al derecho, resulten real, concreta y 
efectivamente protegidos. De este modo, se rebasa o se desconoce el contenido 
esencial cuando el derecho queda sometido a limitaciones que lo hacen 
impracticable, lo dificultan más allá de lo razonable o lo despojan de la necesaria 
protección.”18 
 
De esta manera, concebido el derecho de petición, como un derecho de raigambre 
constitucional fundamental, debe contar en su estructura con un núcleo esencial 
que le da vida y que le permite adquirir los mecanismos necesarios y apropiados 
para ser real, concreta y efectivamente protegido, encontrándose constituido él, 
según la jurisprudencia constitucional, de la siguiente manera: “En repetidas 
oportunidades esta Corte ha precisado que el contenido esencial del derecho de 
petición comprende los siguientes elementos: la posibilidad cierta y efectiva de 
elevar, en términos respetuosos, solicitudes ante las autoridades, sin que éstas se 
nieguen a recibirlas o se abstengan de tramitarlas; la respuesta oportuna, es decir, 
dentro de los términos establecidos en el ordenamiento jurídico; la respuesta de 
fondo o contestación material, lo que supone que la autoridad entre en la materia 
propia de la solicitud, sobre la base de su competencia, refiriéndose de manera 
completa a todos los asuntos planteados (plena correspondencia entre la petición 
y la respuesta), excluyendo fórmulas evasivas o elusivas; y la pronta comunicación 
                                                 
18
  Corte Constitucional Sentencia T – 426 de 1992. M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz 
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de lo decidido al peticionario, con independencia de que su sentido sea positivo o 
negativo.”19 
 
Lo que permite resaltar que el derecho de petición, requiere obligatoriamente de 
una respuesta, que debe ser oportuna, de fondo o material y pronta, para efecto 
de que su núcleo esencial no se vea afectado y la calidad del derecho como tal no 
se vea desconocida, siendo vital tener en cuenta esto ya que fundamentos como 
el anterior, marcan el rumbo de partida de las continuas amenazas y 
vulneraciones que se viven de manera constante en las entidades públicas y 
privadas y que constituyen gran parte del accionar de las entidades de control y 
los despachos judiciales, y que requieren de investigaciones como la que aquí se 
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6. CAPITULO II 
LAS PERSONERÍAS MUNICIPALES 
 
 
6.1. ORIGEN Y DEFINICIÓN 
 
Como parte esencial de la nueva composición del estado, con ocasión de la 
expedición de la Constitución Política de 1991, adquirieron aplicabilidad jurídica y 
adecuada, conceptos constitucionales como el referente al estado social de 
derecho y la primacía social de los derechos, pero también se relevaron conceptos 
como el de la centralización política y la descentralización administrativa, 
catalogada en los siguientes términos: “Esta fórmula jurídico-política quiere decir 
que las funciones políticas quedan centralizadas, mientras que la función 
administrativa es objeto de descentralización. Dicho en otras palabras, el Estado 
se reserva el ejercicio de las funciones constitucional, legislativa y jurisdiccional, 
mientras que la función administrativa la comparte con las secciones o 
provincias“20, lo cual como efecto de su aplicación dio lugar a la presentación de 
dos niveles administrativos en Colombia, uno caracterizado por ser central y el 
otro por ser descentralizado, de lo cual se desprendieron figuras administrativas 
como la asignación específica de competencias, la descentralización, la 
desconcentración, la delegación, entre otras, que tendrían aplicabilidad y 
adecuación fáctica sobre una estructura orgánica presentada desde la misma 
constitución y caracterizada por la existencia de un estado organizado en forma de 
república unitaria, de donde se desprendieron estructuralmente las denominadas 
entidades territoriales, caracterizadas por ser personas jurídicas, de derecho 
público, que componen la división político-administrativa del estado, gozando de 
autonomía en la gestión de sus intereses, calificándose como tales según el 
                                                 
20
  Derecho Administrativo General y Colombiano. Octava Edición. Editorial Temis S.A. Santa 
Fe de Bogotá. 1995. Página 49. Libardo Rodríguez R. 
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artículo 286 de la Constitución Política, a los departamentos, los distritos, los 
municipios, los territorios indígenas, las regiones y las provincias. 
 
Así, dentro de la estructura territorial, tal y como se cita, se encuentra el municipio, 
definido según la Ley 136 de 1994, como “la entidad territorial fundamental de la 
división político administrativa del Estado, con autonomía política, fiscal y 
administrativa dentro de los límites que lo señalen la Constitución y la ley y cuya 
finalidad es el bienestar general y el mejoramiento de la calidad de vida de la 
población en su respectivo territorio”21; el cual, en razón de su naturaleza 
constitucional de entidad territorial, tiene la potestad de gobernarse por sus 
propias autoridades, ejercer las competencias que le correspondan, entre otras 
prerrogativas otorgas por el texto constitucional. 
 
Lo que conlleva a expresar que su composición en materia de autoridades locales, 
se encuentra constituida de una manera central por la Alcaldía Municipal, el 
Concejo y la Personería, y de una manera descentralizada por la empresas 
industriales y comerciales del estado, las empresas de servicios públicos, entre 
otras, interesándole a la presente investigación las Personerías Municipales, de 
las cuales es preciso exponer que su origen “como institución encargada de 
salvaguardar los intereses comunes de una comunidad, es bien incierto. Lo que sí 
es sabido, es que de manera embrionaria, y asumiendo diferentes facetas, se la 
encuentra casi desde el mismo momento en que la humanidad tuvo necesidad de 
organizarse en forma de Estado, es decir, desde cuando sintió la necesidad de 
estructurar la imposición de un aparato coercitivo que salvaguardara determinados 
intereses dentro de una sociedad dividida por sus condiciones de vida 
económica.”22, o sobre lo cual también se expresa que: “La figura del Personero 
surge en América Latina a través de la conquista Española; durante ese periodo 
                                                 
21
  Ley 136 de 1994 “Por la cual se dictan normas tendientes a modernizar la organización y 
el funcionamiento de los municipios”. Modificada por la Ley 177 de 1994, derogada a su vez por el 
artículo 96 de la Ley 617 de 2000. 
22
  Op cit. 
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se denominaba el Síndico Procurador, cuya misión era servir como vocero de los 
ciudadanos e investigar el comportamiento de los diferentes funcionarios públicos, 
pues se ha sabido que habían personas que tenían por tarea denunciar a los 
funcionarios que abusaban de sus cargos. Ya instalados en la época de la colonia, 
aparece la figura del personero, quien se desempeñaba o tenía carácter judicial y 
hacía parte integrante de la jerarquía de los procuradores. Fue entonces el 26 de 
junio de 1776, por orden emanada de la realeza, que se crea la figura del 
personero de manera formal para un periodo de un año.”23 
 
Encontrándose actualmente su consagración en la Constitución Política de 1991, 
tal y como se expondrá posteriormente, siendo ellas definidas como: 
 
“Las personerías municipales y distritales son las entidades 
encargadas de ejercer el control administrativo en el municipio y 
cuentan con autonomía presupuestal y administrativa. Como tales, 
ejercerán las funciones del Ministerio Público que les confiere la 
Constitución Política y la ley, así como las que les delegue la 
Procuraduría General de la Nación.”24 
 
“Es un ente del Ministerio Publico, representa a la comunidad ante la 
Administración Municipal, ejerce, vigila y hace control sobre su 
gestión, vela por la promoción y protección de los Derechos 
Humanos, vigila el debido proceso, la conservación del medio 
ambiente, el patrimonio público y la prestación eficiente de los 
servicios públicos, garantizando a la ciudadanía la defensa de sus 
derechos e intereses”25 
 
“Las personerías son entidades hechas para defender los intereses 
de la comunidad mediante el control de la administración local (de las 
entidades y funcionarios públicos) y la vigilancia del cumplimiento de 
las leyes y normas que garantizan los derechos, libertades y deberes 
del individuo y de la sociedad en el municipio y en los demás ámbitos 
                                                 
23
  Personería Municipal de Pereira. Plan Estratégico Plan de Acción. 2012 – 20156. Néstor 
Javier Arango Arias. 
24
  Ley 136 de 1994 “Por la cual se dictan normas tendientes a modernizar la organización y 
el funcionamiento de los municipios”. Modificada por la Ley 177 de 1994, derogada a su vez por el 
artículo 96 de la Ley 617 de 2000. 
 
25
  Personería Municipal Santiago de Cali. www.personeríacali.gov.co. 
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regionales y nacional. En las ciudades con mayor número de 
habitantes su estructura se especializa en cuanto a funciones y a los 
campos que atiende el Personero, lo cual implica la existencia de 
unas Personerías delegadas encargadas de asuntos penales, 
policivos, de vigilancia administrativa (control sobre entidades y 
funcionarios públicos), los derechos de petición e información, y la 
defensa de los derechos humanos.”26 
 
“Es un ente del Ministerio Público, representa a la comunidad ante la 
Administración Municipal, ejerce, vigila y hace controles sobre su 
gestión, vela por la promoción y protección de los derechos 
humanos, vigila el debido proceso, la conservación del medio 
ambiente, el patrimonio público y la prestación eficiente de los 
servicios públicos, garantizando a la ciudadanía la defensa de sus 
derechos.”27 
 
“Es un Organismo de Control; representa, orienta y asesora los 
ciudadanos en defensa de sus intereses y del Distrito Capital, se 
apersona de los problemas municipales y de la comunidad y asume 
el papel de Defensor de sus derechoS.”28 
 
“La Personería Municipal es un organismo de control y vigilancia que 
desempeña tres (3) funciones importantes: Como Agente del 
Ministerio Público, esto implica la garantía de que se cumpla el orden 
jurídico vigente y la prevalencia del bien común en el actuar de todos 
los servidores públicos de la ciudad, así como la defensa del debido 
proceso y del acceso a la justicia; como Veedor Ciudadano, 
monitoreando el diseño, ejecución y evaluación de las políticas 
públicas y en la Defensa, Promoción y Protección de los Derechos 
Humanos, con especial énfasis en las poblaciones vulnerables como 
los niños, niñas y adolescentes, las personas de la tercera edad, las 
víctimas, las minorías étnicas, las mujeres y las personas privadas de 
la libertad.”29 
 
De esta manera, es de notoria importancia la existencia de las Personerías 
Municipales, siendo preciso exponer que: “El personero se levanta hoy como una 
institución de amplio arraigo democrático, responsable del bienestar ciudadano y 
de la guarda de la Constitución y las leyes en procura de alcanzar una real y 
                                                 
26
  http://personeriapereira.gov.co/quienes-somos/personerias-delegadas/ 
27
  Personería Municipal de Villavicencio. www.personeríavillavicencio.gov.co. 
28
  www.sogamoso-boyaca.gov.co 
29
  Informe de Gestión 2012. Enero – Agosto. Personería Municipal de Pereira. 
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verdadera democracia local, en paz, con igualdad y con justicia social. La 
contribución del personero a la búsqueda de la paz y de la reconciliación, debe 
tener en cuenta que la paz no puede entenderse ni definirse como la ausencia de 
conflictos o de toda protesta, como la callada resignación de una masa de 
esclavos sujetos a oprobiosas condiciones. La paz que debe procurar el personero 
es la que se edifica sobre la justicia social y no sobre el orden establecido, que es 
injusto; es la que se deriva de un uso transparente y eficiente de los recursos 
públicos y del ejercicio ejemplarmente responsable de las funciones de los 
servidores públicos; es la que se desprende del ejercicio y cumplimiento de los 
deberes ciudadanos y del respeto de los derechos humanos. Las contribuciones 
que en esta materia puede liderar el personero, hacen que la entidad a su cargo 
sea una de las entidades llamadas a construir el país que todos queremos.”30 
 
 
6.2. FUNDAMENTO CONSTITUCIONAL 
 
Consideradas las Personerías Municipales, como parte integrante del Ministerio 
Público, de acuerdo a la estructura orgánica del estado colombiano, no era menos, 
que su consagración se hiciera a nivel constitucional, en afán de resaltar la 
importancia de su existencia en el control al ejercicio de la función administrativa, 
ya que como se expresa a continuación: “Al fijar la estructura que debe dar plena 
realización al Estado social de derecho y a la democracia constitucional en 
Colombia, al Artículo 113 de la Constitución política establece que junto a las 
ramas legislativa, ejecutiva y judicial del Poder Público, y de los órganos que las 
integran, existen otros autónomos e independientes, que dan cumplimiento a las 
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demás funciones del Estado, desarrollando funciones separadas y colaborando de 
manera armónica a la realización de sus fines.”31 
 
Adicionalmente, los artículos 117 y 118 de la Constitución Política de Colombia, se 
encargan de contemplar lo atinente al Ministerio Público, en los siguientes 
términos: 
 
“Articulo 117. El Ministerio Público y la Contraloría General de la 
República son órganos de control. “ 
 
“Articulo 118. El Ministerio Público será ejercido por el Procurador 
General de la Nación, por el Defensor del Pueblo, por los 
procuradores delegados y los agentes del ministerio público, ante las 
autoridades jurisdiccionales, por los personeros municipales y por los 
demás funcionarios que determine la ley. Al Ministerio Público 
corresponde la guarda y promoción de los derechos humanos, la 
protección del interés público y la vigilancia de la conducta oficial de 
quienes desempeñan funciones públicas” 
 
Lo que permite resolver en primera instancia que las Personerías Municipales, 
hacen parte integrante del Ministerio Público, pero gozan de una autonomía que 
las aparta del resto de los integrantes, y para lo cual se hace referencia a la 
Procuraduría General de la Nación y la Defensoría del Pueblo, coadyuvando igual 
que las citadas, y para lo cual se informa que “la importancia del Ministerio Público 
para el fortalecimiento y la legitimidad del Sistema Democrático Colombiano, hace 
relación a su cabal funcionamiento como instancia y mecanismo de control para 
vigilar y disciplinar el correcto ejercicio del poder y de la función pública. Los 
organismos de control, son depositarios de una especie de corresponsabilidad 
político – jurídica, para el correcto funcionamiento del Estado, en virtud de la 
vigilancia que les corresponde ejercer. En materia de legitimidad y gobernabilidad 
también es importante anotar, que la Gestión diligente, oportuna y eficaz de las 
instancias y organismos de Control, generan en la sociedad una mayor confianza 
                                                 
31
  El Personero Municipal y la Protección de los Derechos Humanos y de la Población Civil. 
Programa Presidencial de Derechos Humanos y DIH. Presidencia de la República Vicepresidencia. 
Bogotá, Enero de 2009. 
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y credibilidad, en la forma como las autoridades y las instituciones públicas dirigen 
los destinos colectivos.”32 
 
 
6.3. FUNDAMENTO LEGAL 
 
De esta manera, puede evidenciarse tal y como se hizo anteriormente, a pesar de 
que existen fundamentos constitucionales respecto de las Personerías 
Municipales, su consagración y caracterización tiene mayor amplitud a nivel legal, 
específicamente en lo que tiene que ver con el Personero Municipal, su posesión, 
las calidades para su elección, los salarios, las prestaciones, sus funciones, 
siendo así como la Ley 136 de 1994, en sus artículos 169 a 182 consagra: 
 
“Articulo 169. NATURALEZA DEL CARGO. Corresponde al 
personero municipal o distrital en cumplimiento de sus funciones de 
Ministerio Público la guarda y promoción de los derechos humanos, 
la protección del interés público y la vigilancia de la conducta de 
quienes desempeñan funciones públicas.  
 
Articulo 170. ELECCIÓN. <Artículo modificado por el artículo 35 de la 
Ley 1551 de 2012. El nuevo texto es el siguiente:>  
<Aparte tachado INEXEQUIBLE> Los Concejos Municipales o 
distritales según el caso, elegirán personeros para periodos 
institucionales de cuatro (4) años, dentro de los diez (10) primeros 
días del mes de enero del año en que inicia su periodo constitucional, 
previo concurso público de méritos que realizará la Procuraduría 
General de la Nación, de conformidad con la ley vigente. Los 
personeros así elegidos, iniciarán su periodo el primero de marzo 
siguiente a su elección y lo concluirán el último día del mes de 
febrero del cuarto año. 
<Inciso 2. INEXEQUIBLE>  
Para ser elegido personero municipal se requiere: En los municipios 
de categorías especial, primera y segunda títulos de abogado y de 
postgrado. En los municipios de tercera, cuarta y quinta categorías, 
título de abogado. En las demás categorías podrán participar en el 
concurso egresados de facultades de derecho, sin embargo, en la 
calificación del concurso se dará prelación al título de abogado. 
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  Ibídem. 
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<Incisos 4o. y 5o. INEXEQUIBLES> 
Para optar al título de abogado, los egresados de las facultades de 
Derecho, podrán prestar el servicio de práctica jurídica (judicatura) en 
las personerías municipales o distritales, previa designación que 
deberá hacer el respectivo decano. 
Igualmente, para optar al título profesional de carreras afines a la 
Administración Pública, se podrá realizar en las personerías 
municipales o distritales prácticas profesionales o laborales previa 
designación de su respectivo decano. 
 
Articulo 171. POSESIÓN. Los personeros tomarán posesión de su 
cargo ante el Concejo o en su defecto ante el juez civil o promiscuo 
municipal, primero o único del lugar.  
 
Articulo 173. CALIDADES. <Ver Notas del Editor> Para ser elegido 
personero en los municipios y distritos de las categoría especial, 
primera y segunda se requiere ser colombiano por nacimiento, 
ciudadano en ejercicio y ser abogado titulado.  
En los demás municipios se podrán elegir personeros quienes hayan 
terminado estudios de derecho.  
 
Articulo 174. INHABILIDADES. No podrá ser elegido personero 
quien:  
a) Esté incurso en las causales de inhabilidad establecidas para el 
alcalde municipal, en lo que le sea aplicable;  
b) Haya ocupado durante el año anterior, cargo o empleo público en 
la administración central o descentralizada del distrito o municipio;  
c) Haya sido condenado, en cualquier época, a pena privativa de la 
libertad excepto por delitos políticos o culposos; 
d) Haya sido sancionado disciplinariamente por faltas a la ética 
profesional en cualquier tiempo;  
e) Se halle en interdicción judicial;  
f) Sea pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo 
de afinidad o primero civil o tenga vínculos por matrimonio o unión 
permanente con los concejales que intervienen en su elección, con el 
alcalde o con el procurador departamental;  
g) Durante el año anterior a su elección, haya intervenido en la 
celebración de contratos con entidades públicas en interés propio o 
en el de terceros o haya celebrado por sí o por interpuesta persona 
contrato de cualquier naturaleza con entidades u organismos del 
sector central o descentralizado de cualquier nivel administrativo que 
deba ejecutarse o cumplirse en el respectivo municipio;  
h) Haya sido representante legal de entidades que administren 
tributos o contribuciones parafiscales en el municipio dentro de los 
tres meses anteriores a su elección.  
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ARTÍCULO 175. INCOMPATIBILIDADES. Además de las 
incompatibilidades y prohibiciones previstas para los alcaldes en la 
presente Ley en lo que corresponda a su investidura, los personeros 
no podrán:  
a) Ejercer otro cargo público o privado diferente;  
b) Ejercer su profesión, con excepción de la cátedra universitaria.  
PARÁGRAFO. Las incompatibilidades de que trata este artículo se 
entienden sin perjuicio de las actuaciones que deba cumplir el 
personero por razón del ejercicio de sus funciones.  
 
ARTÍCULO 176. FALTAS ABSOLUTAS Y TEMPORALES. Son faltas 
absolutas y temporales del personero las previstas en la presente 
Ley para el alcalde en lo que corresponda a la naturaleza de su 
investidura.  
ARTÍCULO 177. SALARIOS, PRESTACIONES Y SEGUROS. 
<Apartes tachados declarados INEXEQUIBLES> Los salarios y 
prestaciones de los personeros, como empleados de los municipios, 
se pagarán con cargo al presupuesto del municipio. La asignación 
mensual de los personeros, en los municipios y distritos de las 
categorías especial, primera y segunda será igual al cien por ciento 
(100%) del salario mensual aprobado por el Concejo para el alcalde. 
En los demás municipios será igual al setenta por ciento (70%) del 
salario mensual aprobado por el Concejo para el alcalde.  
Los personeros tendrán derecho a un seguro por muerte violenta, el 
cual debe ser contratado por el alcalde respectivo.  
 
ARTÍCULO 178. FUNCIONES. El Personero ejercerá en el municipio, 
bajo la dirección suprema del Procurador General de la Nación, las 
funciones del Ministerio Público, además de las que determine la 
Constitución, la Ley, los Acuerdos y las siguientes:  
1. Vigilar el cumplimiento de la Constitución, las leyes, las 
ordenanzas, las decisiones judiciales y los actos administrativos, 
promoviendo las acciones a que hubiere lugar, en especial las 
previstas en el artículo 87 de la Constitución.  
2. Defender los intereses de la sociedad.  
3. Vigilar el ejercicio eficiente y diligente de las funciones 
administrativas municipales.  
4. <Aparte tachado DEROGADO> Ejercer vigilancia de la conducta 
oficial de quienes desempeñan funciones públicas municipales; 
ejercer preferentemente la función disciplinaria respecto de los 
servidores públicos municipales; adelantar las investigaciones 
correspondientes acogiéndose a los procedimientos establecidos 
para tal fin por la Procuraduría General de la Nación, bajo la 
supervigilancia de los procuradores provinciales a los cuales deberán 
informar de las Investigaciones.  
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Las apelaciones contra las decisiones del personero en ejercicio de 
la función disciplinaria, serán competencia de los procuradores 
departamentales.  
5. Intervenir eventualmente y por delegación del Procurador General 
de la Nación en los procesos y ante las autoridades judiciales o 
administrativas cuando sea necesario en defensa del orden jurídico, 
del patrimonio público o de los derechos y garantías fundamentales.  
6. Intervenir en los procesos civiles y penales en la forma prevista por 
las respectivas disposiciones procedimentales.  
7. Intervenir en los procesos de policía, cuando lo considere 
conveniente o cuando lo solicite el contraventor o el perjudicado con 
la contravención.  
8. Velar por la efectividad del derecho de petición con arreglo a la ley.  
9. Rendir anualmente informe de su gestión al Concejo.  
10. Exigir a los funcionarios públicos municipales la información 
necesaria y oportuna para el cumplimiento de sus funciones, sin que 
pueda oponérsele reserva alguna, salvo la excepción prevista por la 
Constitución o la ley.  
11. Presentar al Concejo proyectos de acuerdo sobre materia de su 
competencia.  
12. Nombrar y remover, de conformidad con la ley, los funcionarios y 
empleados de su dependencia.  
13. Defender el patrimonio público interponiendo las acciones 
judiciales y administrativas pertinentes.  
14. Interponer la acción popular para el resarcimiento de los daños y 
perjuicios causados por el hecho punible, cuando se afecten 
intereses de la comunidad, constituyéndose como parte del proceso 
penal o ante la jurisdicción civil.  
15. <Numeral modificado por el artículo 38 de la Ley 1551 de 2012. 
El nuevo texto es el siguiente:> Divulgar, coordinar y apoyar el 
diseño, implementación y evaluación de políticas públicas 
relacionadas con la protección de los derechos humanos en su 
municipio; promover y apoyar en la respectiva jurisdicción los 
programas adelantados por el Gobierno Nacional o Departamental 
para la protección de los Derechos Humanos, y orientar e instruir a 
los habitantes del municipio en el ejercicio de sus derechos ante las 
autoridades públicas o privadas competentes. 
16. Cooperar en el desarrollo de las políticas y orientaciones 
propuestas por el Defensor del Pueblo en el territorio municipal.  
17. Interponer por delegación del Defensor del Pueblo las acciones 
de tutela en nombre de cualquier persona que lo solicite o se 
encuentre en situación de indefensión.  
18. Defender los intereses colectivos en especial el ambiente, 
interponiendo e interviniendo en las acciones judiciales, populares, 
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de cumplimiento y gubernativas que sean procedentes ante las 
autoridades.  
El poder disciplinario del personero no se ejercerá respecto del 
alcalde, de los concejales y del contralor.  
Tal competencia corresponde a la Procuraduría General de la 
Nación, la cual discrecionalmente, puede delegarla en los 
personeros.  
La Procuraduría General de la Nación, a su juicio, podrá delegar en 
las personerías la competencia a que se refiere este artículo con 
respecto a los empleados públicos del orden nacional o 
departamental, del sector central o descentralizado, que 
desempeñen sus funciones en el respectivo municipio o distrito.  
19. Velar porque se dé adecuado cumplimiento en el municipio a la 
participación de las asociaciones profesionales, cívicas, sindicales, 
comunitarias, juveniles, benéficas o de utilidad común no 
gubernamentales sin detrimento de su autonomía, con el objeto de 
que constituyan mecanismos democráticos de representación en las 
diferentes instancias de participación, control y vigilancia de la 
gestión pública municipal que establezca la ley.  
20. Apoyar y colaborar en forma diligente con las funciones que 
ejerce la Dirección Nacional de Atención y Trámite de Quejas.  
21. Vigilar la distribución de recursos provenientes de las 
transferencias de los ingresos corrientes de la Nación al municipio o 
distrito y la puntual y exacta recaudación e inversión de las rentas 
municipales e instaurar las acciones correspondientes en caso de 
incumplimiento de las disposiciones legales pertinentes.  
22. Promover la creación y funcionamiento de las veedurías 
ciudadanas y comunitarias.  
23. Todas las demás que le sean delegadas por el Procurador 
General de la Nación y por el Defensor del Pueblo.  
24. <Numeral adicionado por el artículo 38 de la Ley 1551 de 2012. 
El nuevo texto es el siguiente:> Velar por el goce efectivo de los 
derechos de la población víctima del desplazamiento forzado, 
teniendo en cuenta los principios de coordinación, concurrencia, 
complementariedad y subsidiariedad, así como las normas jurídicas 
vigentes. 
25. <Numeral adicionado por el artículo 38 de la Ley 1551 de 2012. 
El nuevo texto es el siguiente:> Coadyuvar en la defensa y 
protección de los recursos naturales y del ambiente, así como ejercer 
las acciones constitucionales y legales correspondientes con el fin de 
garantizar su efectivo cuidado. 
26. <Numeral adicionado por el artículo 38 de la Ley 1551 de 2012. 
El nuevo texto es el siguiente:> Delegar en los judicantes adscritos a 
su despacho, temas relacionados con: derechos humanos y víctimas 
del conflicto conforme a la ley 1448 de 2011 y su intervención en 
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procesos especiales de saneamiento de títulos que conlleven la 
llamada falsa tradición y titulación de la posesión material de 
inmuebles. 
PARÁGRAFO 1o. <Parágrafo derogado por el artículo 203 de la Ley 
201 de 1995 
PARÁGRAFO 2o. <Parágrafo fue derogado por el artículo 203 de la 
Ley 201 de 1995.>  
PARÁGRAFO 3o. Así mismo, para los efectos del numeral 4o. del 
presente artículo, el poder disciplinario del personero no se ejercerá 
respecto del alcalde, los concejales y el contralor municipal. Tal 
competencia corresponde a la Procuraduría General de la Nación 
que discrecionalmente la puede delegar en los personeros.” 
 
Cuya consagración también tiene desarrollo en la Ley 1551 de 
201233, de los artículos 35 a 38, en los siguientes términos: 
 
“Artículo 35. El artículo 170 de la Ley 136 de 1994 quedará así:  
 
Artículo 170. Elección. Los Concejos Municipales o distritales según 
el caso, elegirán personeros para periodos institucionales de cuatro 
(4) años, dentro de los diez (10) primeros días del mes de enero del 
año en que inicia su periodo constitucional, previo concurso público 
de méritos que realizará la Procuraduría General de la Nación, de 
conformidad con la ley vigente. Los personeros así elegidos, iniciarán 
su periodo el primero de marzo siguiente a su elección y lo concluirán 
el último día del mes de febrero del cuarto año.  
Corresponde a la Procuraduría General de la Nación comunicar a los 
Concejos Municipales y Distritales los resultados del concurso 
público de méritos, indicando los respectivos puntajes en estricto 
orden numérico, hasta agotar la lista de elegibles que tendrá vigencia 
por el periodo institucional.  
Para ser elegido personero municipal se requiere: En los municipios 
de categorías especial, primera y segunda títulos de abogado y de 
postgrado. En los municipios de tercera, cuarta y quinta categorías, 
título de abogado. En las demás categorías podrán participar en el 
concurso egresados de facultades de derecho, sin embargo, en la 
calificación del concurso se dará prelación al título de abogado.  
Si en un municipio no se presentan candidatos al concurso de 
méritos, o ninguno de ellos lo hubiere superado, el Procurador 
General de la Nación elaborará la lista con los candidatos de los 
municipios vecinos que figuren en la lista de elegibles de acuerdo al 
puntaje, siempre y cuando los municipios pertenezcan a la misma 
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  Ley 1551 de Julio 6 de 2012 “Por la cual se dictan normas para modernizar la organización 
y el funcionamiento de los municipios”. 
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categoría. De esa lista, el Concejo municipal o distrital respectivo 
elegirá personero.  
 
En caso de falta absoluta de personero municipal o distrital, el 
respectivo Concejo designará como tal a la persona que siga en lista, 
y si no hubiere lista para hacerlo, designará un personero encargado, 
quien desempeñará el cargo hasta tanto la Procuraduría General de 
la Nación realice el concurso correspondiente.  
Para optar al título de abogado, los egresados de las facultades de 
Derecho, podrán prestar el servicio de práctica jurídica (judicatura) en 
las personerías municipales o distritales, previa designación que 
deberá hacer el respectivo decano.  
 
Igualmente, para optar al título profesional de carreras afines a la 
Administración Pública, se podrá realizar en las personerías 
municipales o distritales prácticas profesionales o laborales previa 
designación de su respectivo decano.  
 
Artículo 36. En los municipios de categoría tercera, cuarta, quinta y 
sexta, cada personero municipal al inicio de su periodo y por una sola 
vez, tendrá derecho a un subsidio de seis salarios mínimos 
mensuales legales, otorgado por la Nación, para garantizar la 
movilización del personero.  
Artículo 37. Los gastos de las personerías de municipios de 
categorías tercera (3a), cuarta (4a), quinta (5a) y sexta (6a), siempre 
se fijarán por el aporte máximo que en salarios mínimos legales 
mensuales fija la ley para cada vigencia.  
 
Artículo 38. Sustitúyase el numeral 15 del artículo 178 de la Ley 136 
de 1994 y adiciónensele unos numerales, así:  
 
15. Divulgar, coordinar y apoyar el diseño, implementación y 
evaluación de políticas públicas relacionadas con la protección de los 
derechos humanos en su municipio; promover y apoyar en la 
respectiva jurisdicción los programas adelantados por el Gobierno 
Nacional o Departamental para la protección de los Derechos 
Humanos, y orientar e instruir a los habitantes del municipio en el 
ejercicio de sus derechos ante las autoridades públicas o privadas 
competentes.  
24. Velar por el goce efectivo de los derechos de la población víctima 
del desplazamiento forzado, teniendo en cuenta los principios de 
coordinación, concurrencia, complementariedad y subsidiariedad, así 
como las normas jurídicas vigentes.  
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25. Coadyuvar en la defensa y protección de los recursos naturales y 
del ambiente, así como ejercer las acciones constitucionales y 
legales correspondientes con el fin de garantizar su efectivo cuidado.  
26. Delegar en los judicantes adscritos a su despacho, temas 
relacionados con: derechos humanos y víctimas del conflicto 
conforme a la ley 1448 de 2011 y su intervención en procesos 
especiales de saneamiento de títulos que conlleven la llamada falsa 
tradición y titulación de la posesión material de inmuebles.” 
 
Normas que deben concordarse con las establecidas en la Ley 1551 de 2012, en 
los siguientes términos, de acuerdo a sus artículos 35 a 38: 
 
“Artículo 35. 
El artículo 170 de la Ley 136 de 1994 quedará así:  
Artículo 170. Elección.  
Los Concejos Municipales o distritales según el caso, elegirán 
personeros para periodos institucionales de cuatro (4) años, dentro 
de los diez (10) primeros días del mes de enero del año en que inicia 
su periodo constitucional, previo concurso público de méritos que 
realizará la Procuraduría General de la Nación, de conformidad con 
la ley vigente. Los personeros así elegidos, iniciarán su periodo el 
primero de marzo siguiente a su elección y lo concluirán el último día 
del mes de febrero del cuarto año.  
Corresponde a la Procuraduría General de la Nación comunicar a los 
Concejos Municipales y Distritales los resultados del concurso 
público de méritos, indicando los respectivos puntajes en estricto 
orden numérico, hasta agotar la lista de elegibles que tendrá vigencia 
por el periodo institucional.  
Para ser elegido personero municipal se requiere: En los municipios 
de categorías especial, primera y segunda títulos de abogado y de 
postgrado. En los municipios de tercera, cuarta y quinta categorías, 
título de abogado. En las demás categorías podrán participar en el 
concurso egresados de facultades de derecho, sin embargo, en la 
calificación del concurso se dará prelación al título de abogado.  
Si en un municipio no se presentan candidatos al concurso de 
méritos, o ninguno de ellos lo hubiere superado, el Procurador 
General de la Nación elaborará la lista con los candidatos de los 
municipios vecinos que figuren en la lista de elegibles de acuerdo al 
puntaje, siempre y cuando los municipios pertenezcan a la misma 
categoría. De esa lista, el Concejo municipal o distrital respectivo 
elegirá personero.  
En caso de falta absoluta de personero municipal o distrital, el 
respectivo Concejo designará como tal a la persona que siga en lista, 
y si no hubiere lista para hacerlo, designará un personero encargado, 
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quien desempeñará el cargo hasta tanto la Procuraduría General de 
la Nación realice el concurso correspondiente.  
Para optar al título de abogado, los egresados de las facultades de 
Derecho, podrán prestar el servicio de práctica jurídica (judicatura) en 
las personerías municipales o distritales, previa designación que 
deberá hacer el respectivo decano.  
Igualmente, para optar al título profesional de carreras afines a la 
Administración Pública, se podrá realizar en las personerías 
municipales o distritales prácticas profesionales o laborales previa 
designación de su respectivo decano.  
Artículo 36. 
En los municipios de categoría tercera, cuarta, quinta y sexta, cada 
personero municipal al inicio de su periodo y por una sola vez, tendrá 
derecho a un subsidio de seis salarios mínimos mensuales legales, 
otorgado por la Nación, para garantizar la movilización del personero.  
Artículo 37. 
Los gastos de las personerías de municipios de categorías tercera 
(3a), cuarta (4a), quinta (5a) y sexta (6a), siempre se fijarán por el 
aporte máximo que en salarios mínimos legales mensuales fija la ley 
para cada vigencia.  
Artículo 38 
. Sustitúyase el numeral 15 del artículo 178 de la Ley 136 de 1994 y 
adiciónensele unos numerales, así:  
15.  
Divulgar, coordinar y apoyar el diseño, implementación y evaluación 
de políticas públicas relacionadas con la protección de los derechos 
humanos en su municipio; promover y apoyar en la respectiva 
jurisdicción los programas adelantados por el Gobierno Nacional o 
Departamental para la protección de los Derechos Humanos, y 
orientar e instruir a los habitantes del municipio en el ejercicio de sus 
derechos ante las autoridades públicas o privadas competentes.  
24. Velar por el goce efectivo de los derechos de la población víctima 
del desplazamiento forzado, teniendo en cuenta los principios de 
coordinación, concurrencia, complementariedad y subsidiariedad, así 
como las normas jurídicas vigentes.  
25. Coadyuvar en la defensa y protección de los recursos naturales y 
del ambiente, así como ejercer las acciones constitucionales y 
legales correspondientes con el fin de garantizar su efectivo cuidado.  
26. Delegar en los judicantes adscritos a su despacho, temas 
relacionados con: derechos humanos y víctimas del conflicto 
conforme a la ley 1448 de 2011 y su intervención en procesos 
especiales de saneamiento de títulos que conlleven la llamada falsa 
tradición y titulación de la posesión material de inmuebles.”34 
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  http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=48267 
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6.4. FUNCIONES Y COMPETENCIAS DE LAS PERSONERÍAS MUNICIPALES 
 
 
La Ley 136 de 1994, como marco regulatorio de las Personerías Municipales, se 
ha encargado de consagrar en su contendido las funciones y competencias de los 
Personeros Municipales, sin que en ella se haga una clasificación apropiada de la 
naturaleza que cada uno desarrolla, ya que “El personero municipal, como 
representante del pueblo y fiscalizador de la gestión administrativa en el nivel 
local, debe cumplir grandes responsabilidades en el transcurso de los próximos 
años, su eficiente desempeño es de vital importancia como garantía de la 
eficiencia municipal y del proceso de descentralización, para la gestión de nuevos 
procesos sociales que involucren la modernización del Estado y la transformación 
y eliminen las situaciones de injusticias y privilegios, que agobian a nuestra 
población y que limitan la plena vigencia de los derechos humanos.”35 
 
Responsabilidad que deberá ejercer con base en los principios orientadores del 
ejercicio de la competencia contemplados tanto en la citada normatividad, como 
en la Ley 1551 de julio 6 de 2012, lo que permite diferenciar y otorgar una 
naturaleza a cada una de las funciones o competencias asignadas, para efectos 
de resaltar su importancia, y el trámite de los mecanismos legales que puedan 
llegar a utilizarse, es así, como puede encontrarse que las Personerías 
Municipales, cuentan con una capacidad misional, que les permite actuar como 
Agentes del Ministerio Público, como Veedoras Ciudadanas y como Defensoras 
de los Derechos Humanos, y para lo cual pueden describirse las funciones de 
manera específica, en los siguientes términos descritos en el Plan Estratégico36 de 
la Personería Municipal de Pereira:  
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a. Como agente del Ministerio Público 
 
- Actuar en los procesos civiles, contenciosos, laborales, de familia, 
penales, agrarios y en los demás en que deba intervenir por mandato 
de la ley.  
 
- Intervenir en los procesos y ante las autoridades judiciales o 
administrativas cuando lo considere necesario para la defensa del 
orden jurídico, el patrimonio público o los derechos y garantías 
fundamentales.  
 
- Defender los derechos e intereses colectivos, adelantando las 
acciones populares que para su protección se requieran.  
 
- Con base en el artículo 282 de la Constitución, interponer acciones 
de tutela.  
 
b. Como Veedor ciudadano. 
 
- Velar por el cumplimiento de la Constitución, las leyes, los acuerdos 
y las sentencias judiciales.  
 
- Recibir quejas y reclamos sobre el funcionamiento de la 
administración y procurar la efectividad de los derechos e intereses 
de los asociados.  
 
-  Orientar a los ciudadanos en sus relaciones con la administración, 
indicándoles la autoridad a la que deben dirigirse para la solución de 
sus problemas.  
 
- Velar por la efectividad del derecho de petición. Con tal fin, debe 
instruir debidamente a quienes deseen presentar una petición; 
escribir las de quienes no pudieren o supieren hacerlo; y recibir y 
solicitar que se tramiten las peticiones y recursos de que tratan los 
Títulos I y II del Código Contencioso Administrativo y la Constitución 
Nacional  
 
- Poner en conocimiento de las autoridades competentes los hechos 
que considere irregulares, a fin de que sean corregidos y 
sancionados.  
 
- Velar por la defensa de los bienes del Municipio y las entidades 
descentralizadas y demandar de las autoridades competentes las 
medidas necesarias para impedir la perturbación y ocupación de los 
bienes fiscales y de uso público.  
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-  Exigir de las autoridades Distritales y Municipales las medidas 
necesarias para impedir la propagación de epidemias y asegurar la 
protección de la diversidad e integridad del medio ambiente y la 
conservación de áreas de especial importancia ecológica.  
 
-  Vigilar la conducta oficial de los empleados y trabajadores del 
Municipio, verificar que desempeñen cumplidamente sus deberes, 
adelantar las investigaciones disciplinarias e imponer las sanciones 
que fueren del caso, todo de conformidad con las disposiciones 
vigentes.  
-  Vigilar de oficio o a petición de parte los procesos disciplinarios que 
se adelanten en el sector central y descentralizado  
 
c. Como Defensor de los Derechos Humanos. 
 
- Coordinar la defensoría pública en los términos que señale la ley 
bajo la coordinación de la Defensoría del Pueblo.  
 
- Cooperar con el defensor del pueblo en la implantación de las 
políticas que éste fije. 
 
- Divulgar la Constitución y en coordinación con otras autoridades, 
adelantar programas de educación y concientización sobre los 
derechos humanos y los deberes fundamentales del hombre.  
 
- Recibir y tramitar quejas y reclamos sobre la violación de los 
derechos humanos, civiles y políticos y las garantías sociales.  
 
- Solicitar de los funcionarios de la rama judicial, los informes que 
considere necesarios sobre hechos que se relacionen con la 
violación de los derechos humanos.  
 
- Velar por el respeto de los derechos humanos de las personas 
recluidas en establecimientos carcelarios, hospitales, clínicas y 
centros de reeducación”.  
 
 
6.5. LA PERSONERÌA MUNICIPAL DE PEREIRA. 
 
Con ocasión de lo anterior, puede avizorarse en la investigación que se desarrolla, 
la naturaleza, definición y funciones que ejecuta una entidad de control como lo es 
la Personerìa Municipal, cuyo rango constitucional le permite intervenir, participar y 
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coadyuvar en la gestión y cumplimiento cabal de todos los asuntos que se 
desarrollen a nivel local, y cuya titularidad se encuentra en mayor parte en cabeza 
de las Alcaldías Municipales y sus entidades descentralizadas; de esta manera, es 
pertinente para la investigación hacer referencia a la Personería Municipal de 
Pereira, la cual tiene como Misión “Velar por la Promoción, Protección y Defensa 
de los Derechos Humanos según lo establecido en la Constitución Política, la ley y 
las normas del Derecho Internacional Humanitario. Vigilar y controlar la gestión 
que cumplen las autoridades administrativas de carácter local y los funcionarios 
del orden Municipal ejercitando los Principios y valores Institucionales para mediar 
y ser garantes en las peticiones de la población vulnerada del Municipio de 
Pereira, fomentando la cultura de participación ciudadana.”37, y como Visión: “Ser 
reconocida por la comunidad como defensora de los derechos constitucionales y 
legales, afianzando la participación ciudadana y comprometida con el actuar 
eficiente y ético de los servidores públicos”38. Lo cual debe tener presente de 
manera vital al ser la línea de acción bajo la cual debe ejercer sus funciones y 
competencias, sin olvidar que al igual que todas las entidades públicas, deben 
ejercer la función administrativa con base en los principios que la Constitución 
Nacional le ha establecido, además de los principios rectores y orientadores de la 
competencia consagrados en las leyes 136 de 1994 y 1551 de 2012, como 
resultado directo de la obligación de ser eficientes en el ejercicio de la función 
frente al ciudadano, siendo esta una postura que se ve coadyuvada con la Política 
de Calidad, que para la citada institución contempló: “En la Personería Municipal 
de Pereira estamos comprometidos con la ciudadanía a promover, proteger, 
orientar y defender los derechos Constitucionales y Legales, así como vigilar y 
controlar las actuaciones de los Servidores Públicos del orden Municipal, mediante 
la integración de un equipo humano competente y el uso transparente de nuestros 
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  http://personeriapereira.gov.co/quienes-somos/mision/ 
38
  http://personeriapereira.gov.co/quienes-somos/vision/ 
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recursos financieros y físicos, a través del mejoramiento continuo de la eficiencia, 
eficacia y efectividad de nuestro Sistema de Gestión de Calidad.”39 
 
 
6.5.1. ESTRUCTURA DE LA PERSONERÍA MUNICIPAL DE PEREIRA 
 
La Personería Municipal de Pereira, en razón de su actuar como agente del 
Ministerio Público, veedora ciudadana y entidad defensora de los dderechos 
humanos, cuenta con un nivel funcional y competencial amplio y diverso, el cual 
debe ejercer de manera directa, eficaz y eficiente, lo que ha conllevado a que 
debe desarrollar su atención y función de manera estratégica, para lo cual se 
encuentra dividida en áreas de atención, como las que a continuación se citan: 
Área Civil, Urbanismo y Medio Ambiente, Área de Derechos Humanos, Área de 
Vigilancia Administrativa y Contratación Estatal y Área en lo penal, las cuales 
desarrollan labores y funciones como las siguientes: 
 
 
6.5.1.1. Área Civil, Urbanismo y Medio Ambiente. 
 
“La Personería delegada en lo civil, medio ambiente y urbanismo vela 
por el cumplimiento de las normas jurídicas relacionadas con el 
espacio público, por la eficacia y continuidad en la prestación de los 
servicios públicos, por la defensa y protección del medio ambiente 
además de brindar asesoría en los asuntos civiles a la comunidad.”40 
 
De esta manera la Personería Delegada en lo Civil, Urbanismo y Medio Ambiente, 
tiene como funciones: 
 
“Derechos de Petición 
Asistencia y elaboración de Derechos de Petición. 
Seguimiento al derecho de Petición 
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Reclamación ante las Empresas de Servicios Públicos y recursos 
contra las decisiones emitidas por éstas 
Intervención dentro de los procesos de restitución de bienes de uso 
público 
Elaboración de acciones de cumplimiento, acciones populares, 
acciones de nulidad y tutelas. 
Registro de Veedurías Ciudadanas 
Asesoría para la conformación de veedurías ciudadanas 
Asistencia a los comités de estratificación y comité de Defensa del 
Consumidor 
Actuaciones en Querellas Policivas. 
Asesoría en derecho civil, familia, comercial y asuntos similares de 
aquellas personas que no cuentan con los recursos para contratar un 
Abogado particular. 
Elaboración de amparos de pobreza para asignación de Abogados 
gratuitos 
Acompañamiento de procesos electorales.”41 
 
 
6.5.1.2. Área de Derechos Humanos. 
 
“La Personería delegada para los derechos humanos, la mujer, el 
menor, la familia y el derecho de petición vela por la guarda, 
promoción y realización de los derechos humanos y responde ante el 
Personero Municipal por el cumplimiento de las labores 
encomendadas.”42 
 
De esta manera la Personería Delegada en Derechos Humanos, tiene como 
funciones: 
 
“Atención en las instalaciones de la Personería. 
Atención al usuario en las instalaciones de la personería. Solicitudes 
ante el Sisben: Visitas a las viviendas para determinar puntaje; 
trámite para disminución de puntaje; vinculación usuarios; vinculación 
y desvinculación al Fosyga; solicitudes para atención en eps del 
régimen de salud subsidiado y contributivo (medicamentos, 
procedimientos, citas médicas, urgencias, cirugías); Atención a 
solicitud de victimas del desplazamiento forzado; Información sobre 
prorrogas de ayuda humanitaria; información sobre indemnizaciones; 
solicitudes de atención en centros de salud; transporte para otras 
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ciudades; albergues; entrega de respuestas del departamento para la 
prosperidad social y de la unidad de atención y reparación de 
víctimas; diligenciamiento de formatos para protección de tierras; 
envío a Incoder de las solicitudes de protección de tierras; entrega de 
respuestas de Incoder; entrega de respuestas de las oficinas de 
registro de instrumentos públicos; expedición de certificados de 
oriundez con destino a la Registraduria. 
Asistencia a casas de justicia 
Asistencia a casas de justicia de villa santa y cuba: Atención público 
de lunes a jueves; asistencia a diligencias de las comisarias; 
elaboración de derechos de petición 
 
Divulgación y promoción de los derechos humanos. Asesoría en 
temas de debido proceso a rectores y coordinadores instituciones 
educativas; visitas técnicas a las instituciones educativas de 
capacitación de derechos humanos y valores democráticos; control 
social juvenil territorial – veedores restaurantes escolares; red 
municipal de personeros estudiantiles: asesorías, acompañamientos 
y capacitación. 
 
Mesa de participaciòn de víctimas 
Mesa de participación de victimas ley 1448 de 2011 y decretos 
complementarios. Ejercer la secretaria técnica de la mesa”43 
 
 
6.5.1.3. Área de Vigilancia Administrativa y Contratación Estatal. 
 
“La Personería delegada para la vigilancia administrativa y control 
estatal es la directamente responsable ante el Personero Municipal 
de la efectiva vigilancia administrativa y gestión contractual de las 
entidades públicas del orden municipal y descentralizado.”44 
 
De esta manera la personería delegada para la vigilancia administrativa y control 
estatal, tiene como funciones: 
 
“Tramites en primera instancia 
Tramitar en primera instancia los procesos disciplinarios por: Quejas 
formuladas por la ciudadanía; informes y quejas remitidas por las distintas 
entidades municipales que toda persona haga llegar, relacionados con el 
funcionamiento de la Administración Municipal; informes y quejas a través 
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de recorte de prensa remitidos por el Despacho del señor personero; 
quejas formuladas a través de anónimos que cumplan con los requisitos 
consagrados en los artículos 38 de la ley 190 de 1995 y 27 de la Ley 24 
de 1992 (que existan medios probatorios suficientes sobre la comisión de 
la infracción disciplinaria); de oficio. 
 
Tramitar despachos comisarios 
Tramitar los despachos comisorios que se alleguen al Despacho por otra 
Autoridad Competente. 
 
Realizar visitas e inspecciones a los expedientes de la Oficina de Asuntos 
Disciplinarios de la Alcaldía Municipal, de la Secretaría de Educación, 
Instituto Municipal de Tránsito, Aeropuerto Internacional Matecaña, 
Concejo Municipal, E.S.E. Salud Pereira, Multiservicios, Aseo, Instituto 
Municipal de Cultura y Fomento al Turismo y Mega bus. 
 
Seguimiento a las distintas dependencias del municipio de Pereira y las 
entidades descentralizadas en lo relacionado con la parte contractual, a 
través de visitas mensuales a cada una de ellas o por solicitud de la 
ciudadanía. 
 
Asesorías a la comunidad en disciplinario y a las oficinas de control 
interno disciplinario. 
 
Tramitar en primera instancia los procesos disciplinarios en contra de los 
funcionarios adscritos a la Personería Municipal.”45 
 
 
6.5.1.4. En lo penal. 
 
“El Personero delegado en lo penal y vigilancia judicial asesora al 
Personero Municipal en los asuntos referentes a la Ley sustancial y 
procedimental penal y administrativa y demás normas concordantes 
integrales, profiriendo los conceptos pertinentes al igual que dirige, 
coordina y orienta la delegada, ejerce funciones del Ministerio 
Público ante los Juzgados Penales Municipales y de descongestión y 
ante la Unidad de Reacción Inmediata, URI, inspecciones 
municipales de Policía y corregidurías.”46 
 
De esta manera, la Personería Delegada en lo penal, tiene como funciones: 
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“Atención en asuntos Penales 
Atención a los usuarios en asuntos penales, definición libretas 
militares, detenidos y condenados con diferentes dificultades al 
interior del centro carcelario, de acuerdo a lo siguiente: 
Presencia en audiencias 
Presencia permanente de los profesionales universitarios de la 
delegada en lo penal en las audiencias ante los juzgados penales 
municipales y fiscalías locales, garantizando el debido proceso e 
imparcialidad en los procesos. 
 
Acompañamiento personas detenidas 
Acompañamiento permanente de las personas detenidas en la upv, 
detenidos en flagrancia o por delitos, a efectos de garantizar la 
legalización de la captura conforme a la ley penal. 
 
Permanencia en las audiencias 
Permanencia en las audiencias en las diferentes etapas procesales 
en los juzgados de familia, ley de infancia y adolescencia. 
 
Derechos de Petición 
Elaboración y recepción de derechos de petición en asuntos 
relacionados con la parte penal. 
 
Presencia en los turnos URI 
Presencia en los turnos uri, en reemplazo de las procuradurías, para 
asistir a audiencias de imputación de cargos, destrucciones, 
reconocimientos en fila, reconocimientos fotográficos y pesajes. 
 
Consejos de disciplina de la cárcel 
Permanencia en los consejos de disciplina de la cárcel, una vez por 
semana para definir calificaciones de conducta, redención de penas 
o permisos o traslados de cárcel. 
 
Asistencia reuniones de Derechos Humanos 
Asistencia a las reuniones de derechos humanos de la cárcel, dos 
veces por mes con los delegados de cada patio. 
 
Notificaciones de tutelas 
Notificaciones de tutelas y audiencias de las fiscalías de cuba, Villa 
santana y palacio nacional. 
 
Asesorías permanentes 
Asesorías permanentes a usuarios que no saben el 





Control y seguimiento de procesos  
Control y seguimiento a los procesos penales  
Control y seguimiento a los procesos penales y querellas que se 
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7. CAPITULO III 
CAUSAS QUE ORIGINARON EL DERECHO DE PETICIÒN EN EL PRIMER 
SEMESTRE DEL AÑO 2011 EN LA PERSONERIA MUNICIPAL DE PEREIRA 
 
 
Una vez revisados dos elementos de tan vital importancia en el ejercicio de los 
derechos por parte de los ciudadanos, constituidos el primero por la estructura 
general y práctica del derecho fundamental de petición y el segundo por la 
potestad de intervención de una entidad de raigambre constitucional como la 
Personería Municipal de Pereira, es preciso identificar y reconocer los asuntos en 
los cuales se requiere el mayor grado de utilización del primer elemento y la mayor 
intervención del segundo elemento, siendo pertinente citar lo correspondiente a la 
utilización del derecho fundamental de petición en interés particular en cada una 
de las áreas que integran la Personería Municipal de Pereira durante el primer 
semestre del año 2011, como periodo que en razón de su vigencia, ya pudo ser 
objeto de evaluación y calificación por parte del mismo despacho, y sobre el cual 
se concluyó que “este periodo de labores 2008-2011 trae evidente satisfacción 
tanto en la parte de cifras ejecutadas, como de labores desempeñadas, pero en 
especial debido a la labor social que ha redundado en cada uno de los usuarios de 
nuestra entidad. Las cifras arrojan un evidente balance positivo al tener una 
calificación de cumplimiento del Plan de Estratégico del 90.4% de marzo de 2008 
a junio 30 de 2011 y del Sistema de Control Interno del 91,82% del periodo 2008 al 
2011 puesto que este se evalúa anualmente.”48  
 
De esta manera, se identifica tal y como se desarrollo anteriormente, cada una de 
las áreas de la Personería Municipal de Pereira, calificadas como Personerías 
Delegadas, en las cuales se dio utilización al derecho de petición en interés 
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particular y sobre él cual se desplegó una actuación, teniendo en cuenta que los 
nombrados despachos tienen injerencia e intervención en todas las comunas y 
barrios de la ciudad, a través de las instalaciones ubicadas en el edificio de la 
Alcaldía Municipal de Pereira (Carrera 7 No. 18 – 55 Piso 2), la Casa de Justicia 
de Villasantana, la Casa de Justicia de Cuba, la Unidad Permanente de Protección 
a la Vida U.P.P.V. (Centro de Conciliación) y la Unidad de Atención y Orientación 
a la Población Desplazada U.A.O.  
 
 
7.1. PERSONERÍA DELEGADA EN CIVIL, URBANISMO Y MEDIO AMBIENTE. 
 
Siendo el área de intervención de la Personería Delegada en lo Civil, Medio 
Ambiente y Urbanismo, todos los asuntos atinentes a asistencia, elaboración y 
seguimiento de derechos de petición, espacio público, servicios públicos 
domiciliarios, defensa y protección del medio ambiente en los términos expuestos 
en el capitulo anterior, es pertinente hacer referencia con base en el Informe de 
Gestión generado por la Personería Municipal de Pereira, para la vigencia 2008 – 
2011, a que “Durante el primer semestre del año 2011 se realizaron 518 Derechos 
de Petición por parte de la Personería Delegada en lo Civil, medio Ambiente y 
Urbanismo con una efectividad del 72.2% es decir, 374 de las peticiones 
realizadas fueron resueltas de manera favorable o definitiva a los peticionarios y 
del total de las realizadas 499 se tramitaron en un plazo inferior a diez (10) días 
reduciendo el término establecido por la ley, que representa una eficiencia del 
90%”.49 
 
De esta manera, en materia de servicios públicos domiciliarios, fueron 
presentados un alto porcentaje de derecho de petición respecto de las quejas 
informadas por parte de los ciudadanos, respecto al proceso de cambio de 
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medidores de energía por parte de la Empresa de Energía de Pereira. 
En materia de medio ambiente, las peticiones en interés particular hicieron 
referencia a los altos niveles de intensidad auditiva generada en la ciudad de 
Pereira, y el ineficiente control desarrollado por parte de la autoridad competente, 
constituida por la Secretaría de Gobierno Municipal. 
 
En materia de ocupación de ocupación del espacio público, fueron tramitados 
asuntos referentes a los usos y ocupaciones generados por parte de vendedores 
informales, así como los usos y ocupaciones en materia de querellas civiles de 
policía y procesos de desalojo. 
 
En materia de contratación, fueron tramitadas solicitudes a titulo de quejas 
respecto de los procesos de contratación desarrollados por la Alcaldía de Pereira, 
específicamente. 
  
Así, puede notarse también como en el área de la Personería Delegada en lo Civil, 
Medio Ambiente y Urbanismo, durante el primer semestre del año 2011 y según el 
Informe de Gestión Consolidado Periodo marzo 2008 a junio 30 de 2011, una 
intervención ante las autoridades de la ciudad respecto de los derechos de 
petición más representativos, en números como se citan a continuación: 49 ante la 
Empresa de Energía, 48 ante Secretaría de Gobierno Municipal, 42 ante el 
Despacho del Alcalde, 33 ante Aguas y Aguas de Pereira, 20 ante la Dirección 
Operativa de Control Físico, 18 ante la Secretaría de Gestión Inmobiliaria 
Municipal, 15 ante la Secretaría de Infraestructura Municipal, 15 ante la Secretaría 
de Planeación Municipal, 12 ante la Secretaría de Hacienda y Finanzas Públicas 







7.2. PERSONERÍA DELEGADA EN DERECHOS HUMANOS 
 
Siendo el área de intervención de la Personería Delegada para los derechos 
humanos, todos los asuntos atinentes a la mujer, el menor, la familia, y el derecho 
de petición, en los términos expuestos en el capitulo anterior, es pertinente hacer 
referencia con base en el Informe de Gestión generado por la Personería 
Municipal de Pereira, para la vigencia 2008 – 2011, al desarrollo de la labor y la 
gestión pública, específicamente en los asuntos que a continuación se citan: “En el 
ejercicio de sus funciones, la Personería Delegada para los Derechos Humanos 
ha venido fortaleciendo su acompañamiento a diversos sectores de poblaciones 
consideradas como vulnerables frente a la realización de sus derechos, tales 
como Desplazados, población LGBT, Líderes Comunales, Niños, Niñas y 
Adolescentes, Población Carcelaria y jóvenes procesados y sancionados dentro 
del Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes, personas 
aprehendidas en la Unidad de Protección de Vida (UPV), Discapacitados, Adultos 
Mayores y Familias de niveles del SISBÉN I y II.”50 
 
De esta manera, en materia de población desplazada durante el primer semestre 
del año 2011 fueron recepcionadas declaraciones y tramitadas diversas solicitudes 
en un número equivalente a 15851, siendo la Personería Delegada el puente para 
con la Unidad de Atención y Orientación a la Población Desplazada. De las cuales 
es importante citar que por parte de la Delegada se viene haciendo “seguimiento y 
exigencia en la oportuna atención de las peticiones que las personas en situación 
de desplazamiento presentan ante las entidades”.52 
 
En materia de población recluida en los Centros Carcelarios, específicamente en 
la Cárcel de Varones La 40), se realizó por parte de la Delegada, intervención y 
mediación ante las autoridades competentes respecto de las inquietudes, 
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  Ibídem. Página 45. 
51
  Ibídem. Página 46. 
52
  Ibídem. Página 46. 
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necesidades y requerimientos por parte de los internos, lo que constituye un 
ejercicio directo del derecho de petición en interés particular, sea este utilizado de 
manera escrita o verbal. Siendo esta una actuación que fue objeto de igual 
realización pero en beneficio de los jóvenes infractores sancionados con medidas 
de internamiento que se encuentran en el Centro de Reeducación del Menor 
(CREEME). 
 
En materia de adultos mayores de niveles I y II del SISBEN, la delegada intervino 
en cuanto a las solicitudes presentadas por esta población buscando el acceso a 
los programas sociales brindados por las autoridades competentes. 
 
En materia de intervención directa ante el SISBEN, la delegada sirvió como 
vinculo para efectos de atender a los ciudadanos interesados en realizar trámites 
ante esta entidad. 
Así, en el área de la Personería Delegada para los derechos humanos, se 
consolido durante el primer semestre del año 2011 y según el Informe de Gestión 
Consolidado Periodo marzo 2008 a junio 30 de 2011, una intervención en 605 
casos por asesorías en Derechos de Petición, 907 casos de intervenciones y 




7.3. PERSONERÍA DELEGADA EN VIGILANCIA ADMINISTRATIVA Y 
CONTRATACIÓN ESTATAL 
 
Siendo el área de intervención de la Personería Delegada en Vigilancia 
Administrativa y Contratación Estatal, lo atinente a efectiva vigilancia 
administrativa y gestión contractual de las entidades públicas del orden municipal 
y descentralizado en los términos expuestos en el capitulo anterior, siendo estos 
asuntos eminentemente disciplinarios, es pertinente hacer referencia con base en 
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el Informe de Gestión generado por la Personería Municipal de Pereira, para la 
vigencia 2008 – 2011, a que “Para adelantar las diligencias disciplinarias, la 
Delegada realiza actividades propias como son el tramitar las quejas, anónimos e 
informes de servidores públicos, radica en libros de control, realiza el reparto 
entre los profesionales; estudia, analiza y evalúa las decisiones que conforme a 
criterio legal y jurídico sean procedentes, recibe declaraciones, versiones de los 
presuntos infractores, solicita informes y documentos escritos o en medio 
magnético, practica visitas especiales, registra sanciones disciplinarias con 
destino a la Procuraduría General de la Nación y a jefes nominadores para su 
ejecución.”53 
 
De esta manera, en materia disciplinaria y durante el primer semestre del año 
2011, fue presentado un número de quejas y solicitudes equivalente a 168, cuyos 
objetos principales consistieron en cuestionar las actuaciones de servidores 
públicos, en especial de entidades como: la Secretaría de Gobierno Municipal, la 
Secretaría de Educación Municipal, la Secretaría de Desarrollo Social, Económico 
y Político y el Instituto Municipal de Transito de Pereira. 
 
 
7.4. PERSONERÍA DELEGADA EN LO PENAL Y VIGILANCIA JUDICIAL 
 
Siendo el área de intervención de la Personería Delegada en lo Penal y Vigilancia 
Judicial, todos los asuntos atinentes a la ley sustancial y procedimental penal y 
administrativa en los términos expuestos en el capitulo anterior, es pertinente 
hacer referencia con base en el Informe de Gestión generado por la Personería 
Municipal de Pereira, para la vigencia 2008 – 2011, a que por parte de este 
despacho “Se presta apoyo y asesoría no solo en penal sino en las distintas 
aéreas del derecho en esta delegada y en las demás delegadas y a la ciudadanía 
                                                 
53




en general, dando trámite a las peticiones escritas y verbales y haciéndose las 
mediaciones a que haya lugar para hacer efectivos sus derechos.”54 
 
De igual manera, las solicitudes o peticiones de interés particular que ante esta 
delegada fueron presentados y/o tramitados, tuvieron como objeto el 
acompañamiento o intervención en asuntos como expedición de certificados de 
oriundez con destino a la Registraduría Nacional del Estado Civil, solicitudes 
valoración de la edad por Medicina Legal, realización de visitas domiciliarias, 
ubicación de estudiante en instituciones educativas, elaboración de acciones de 
tutela y desacatos con ocasión de la vulneración del derecho de petición. 
 
Así, durante el primer semestre del año 2011 y según el Informe de Gestión 
Consolidado Periodo marzo 2008 a junio 30 de 2011, las diligencias desarrolladas 
en materia de derechos de petición fueron equivalentes a 72 tramites, al igual que 
asesorías a la comunidad en un número equivalente a 220. 
 
 
7.5. IDENTIFICACIÓN DE CAUSAS QUE ORIGINARON EL DERECHO DE 
PETICIÓN 
 
Con base en lo anterior, es menester pasar a describir las causas y/o asuntos que 
dieron lugar a que durante el primer semestre del año 2011, la Personería 
Municipal de Pereira, a través de sus personerías delegadas, desarrollara su 
función pública y administrativa, en pro del ciudadano y del ejercicio de los 
derechos y las libertades, siendo pertinente concluir en las siguientes:  
 
• Vida y Salud   
                                                 
54




• Protección de poblaciones vulnerables (Desplazados, población LGBT, 
líderes comunales, niños, niñas y adolescentes, población carcelaria, 
discapacitados, adultos mayores, Familias en SISBEN) 
• Servicios Públicos Domiciliarios 
• Niveles de Intensidad Auditiva en la ciudad (Medio Ambiente) 
• Ocupación de Espacio Público por vendedores informales 
• Ocupación de Espacio Público por construcciones e invasiones 
• Procesos contractuales 
• Quejas disciplinarias 














METODO DE INVESTIGACIÒN 
 
Fue de análisis y síntesis. 
 
 




POBLACIÒN Y MUESTRA  
 




























9. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 
 
Con base en lo desarrollado en el presente trabajo de investigación, es propósito 
del grupo de investigación, sugerir las siguientes medidas con respecto al ejercicio 
de la función pública por parte de las Personerías Municipales, en materia del 
derecho de petición en interés particular: 
 
1. Que la labor preventiva y de seguimiento se desarrolle de manera amplia, en 
pro de lograr el cumplimiento del núcleo esencial y de la eficacia del trámite que se 
solicite. 
 
2. Que se asigne a las Personerías Municipales, un mayor nivel de presupuesto, 
para efectos de ser destinado a la disposición de acciones y medidas para la 
protección y promoción del derecho fundamental de petición. 
 
3. Que las Personerías Municipal, en uso de su potestad y función constitucional, 
exijan de manera continua un informe ejecutivo a las autoridades y particulares, de 
los derechos de petición que les son presentados y que con ocasión de ello fueron 
tramitados y contestados.  
 
4. Que por parte de las Personerías Municipales, se realicen capacitaciones 
constantes a los servidores públicos y ciudadanos, respecto al manejo del derecho 
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En la Personería Municipal de Pereira, fueron presentados por parte de 
ciudadanos en el año 2011, derechos de petición en diversos sentidos, así, con 
ocasión de ello, cuáles fueron las causas que originaron el Derecho de Petición en 
la entidad de control en el primer semestre de 2011. 
 
 
1.1. DEFINICIÒN DEL TEMA 
 
 
QUE: Derecho de Petición en interés particular 
DONDE: Personería Municipal de Pereira 
CUANDO: Primer Semestre de 2011 
TITULO: Derecho de Petición en interés particular en la Personería Municipal de 


















2. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
 
Identificar las causas que originaron el Derecho de Petición en interés particular en 






• Alto número de presentación de Derechos de petición 
• Ausencia de contestación de los Derechos de Petición 
• Desconocimiento de los términos de contestación  
• Desconocimiento de derechos y deberes por parte de las autoridades 







• Congestión Administrativa de la entidad de control 
• Inadecuada confección de los Derechos de Petición 
• Inefectividad del mecanismo constitucional de petición 
• Ineficiencia en el ejercicio de la función pública 






2.3. ARTICULACIÒN DE LAS CAUSAS Y SINTOMAS DEL PROBLEMA 
 
 
El Derecho de Petición, considerado como la garantía constitucional que el 
ciudadano tiene para desarrollar canales de comunicación con el estado, en 
cabeza de sus autoridades a nivel nacional, departamental, distrital o municipal, y 
en casos excepcionales ante particulares, viene gozando de un alto nivel de 
relevancia y sostenibilidad mediante el desarrollo legal y jurisprudencial, lo que 
conlleva a que investigaciones como la que se desarrolla se encuentren 
orientadas a reiterar y resaltar su importancia, mucho más si se tiene en cuenta el 
aumento en su utilización por parte de los ciudadanos, quienes a pesar de 
desconocer su estructura, su naturaleza y forma de elaboración, buscan la 
participación ante las autoridades, lo que ha generado a su vez el incremento 
exagerado de la congestión administrativa tanto en las entidades que recepcionan, 
como en aquellas que son competentes en el ejercicio del control y que ha 
permitido encontrar ausencia de contestación, desconocimiento de los términos 
legalmente establecidos, así como expedición y elaboración de respuestas que no 
se encuentran acorde con el núcleo esencial que la normatividad legal vigente y la 
jurisprudencia le han definido, causando la inefectividad del mecanismo 
constitucional, ineficiencia en el ejercicio de la función administrativa y la amenaza 
del derecho constitucional fundamental, lo que ha llevado a que sea importante 
analizar el ámbito de intervención de una entidad de control como la Personería 
Municipal de Pereira, para efectos de conocer las causas por las cuales los 









2.4. FORMULACIÒN DEL PROBLEMA 
 
¿Cuáles fueron las causas que originaron el Derecho de Petición en interés 




2.5. SISTEMATIZACIÒN DEL PROBLEMA 
 
 
• Cuál es el fundamento del Derecho de Petición. 
• Cuál es el núcleo esencial del Derecho de Petición. 
• Cuáles son las funciones y competencias de la Personería Municipal de 
Pereira, en materia de Derechos de Petición. 























2.6. OBJETIVOS DE LA INVESTIGACION 
 
 
2.6.1. OBJETIVO GENERAL 
 
 
Identificar cuáles fueron las causas que originaron el Derecho de Petición en 
interés particular en la Personería Municipal de Pereira en el primer semestre del 
año 2011.  
 
 
2.6.2. OBJETIVOS ESPECIFICOS 
 
 
• Determinar el fundamento del Derecho de Petición. 
• Individualizar el núcleo esencial del Derecho de Petición. 
• Socializar las funciones y competencias de la Personería Municipal de 
Pereira, en materia de Derecho de Petición. 


















Con ocasión de la problemática expuesta, de la cual se delimitaron sus causas y 
síntomas, puede constatarse la importancia de investigar un instrumento 
constitucional de protección como lo es el derecho de petición, que además de ser 
un derecho de naturaleza fundamental constituye el mecanismo a través del cual 
el ciudadano puede comunicarse con el estado, siendo este el punto donde radica 
la importancia de considerar el derecho de petición como un instrumento 
constitucional y fundamental, cuyo desarrollo y continua utilización ha conllevado a 
la intervención y participación de entidades que con el ejercicio de su competencia 
a la luz de los principios de la función administrativa y los principios del ejercicio de 
la competencia, puede coadyuvar en su uso adecuado, así como en el ejercicio 
eficiente en la gestión por parte del estado, de esta manera, y para el caso que 
ocupa en la investigación, interviene la Personería Municipal de Pereira, como una 
entidad que hace parte del Ministerio Público, a quien corresponde la guarda y 
promoción de los derechos humanos, la protección del interés público y la 
vigilancia de la conducta oficial de quienes desempeñan funciones públicas según 
la Constitución Nacional, siendo ella la autoridad ante quien comparecen todos los 
ciudadanos y habitantes de la ciudad de Pereira, en aras de buscar la protección 
de sus derechos y el correcto ejercicio de ellos ante la Administración Municipal, lo 
que permite al verificarse cuáles fueron las causas que originaron el derecho de 
petición en interés particular en la entidad de control, coadyuvar en la aplicabilidad 









4. DESARROLLLO TEÓRICO 
 
 
4.1. FUNDAMENTOS DEL DERECHO DE PETICIÓN 
 
a). Fundamento Constitucional 
 
Téngase en cuenta que el instrumento constitucional de petición, en su origen y 
aspectos históricos sobrepasa los límites del desarrollo del estado colombiano y el 
otorgamiento de la Constitución Política de 1991, ya que doctrinariamente cuenta 
con antecedentes que datan desde centenares de años atrás, cuando su 
aplicabilidad y ejercicio no gozaba de la libertad y exigencia que hoy se protege en 
un estado social de derecho como el colombiano, de lo cual es preciso exponer 
que: “la consagración de este derecho en nuestro Estado, viene desde hace más 
de 180 años, cuando aparece por primera vez en la Constitución de Cúcuta en 
1821 en donde se manifestó en su artículo 157: La libertad que tienen los 
ciudadanos de reclamar sus derechos ante los depositarios de la autoridad 
pública, con la moderación y el respeto debidos, en ningún tiempo será impedida 
ni limitada. En la Constitución de 1886 se recogió en su artículo 45 que rezaba: 
Toda persona tiene derecho de presentar peticiones respetuosas a las 
autoridades, ya sea por motivos de interés general, ya de interés particular, y el de 
obtener pronta resolución.”1 
 
Igualmente, una vez desarrollado el proceso constituyente de 1991,  que dio lugar 
a la expedición de una nueva Constitución, y sobre la cual la Honorable Corte 
Constitucional, en sus albores, expreso: “La Asamblea Nacional Constituyente que 
expidió la nueva Constitución Política de Colombia fue un poder comisionado del 
pueblo soberano. Su fuerza jurídica era fáctica, pues provino de un hecho político 
                                                 
1
  El Derecho Fundamental de Petición. Andrés Atahualpa Pérez 
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fundacional, más no jurídico. Ella actuó no por orden de la Constitución de 1886 y 
sus reformas, sino por fuera de ella, contra ella, por disposición directa del pueblo 
en un periodo de anormalidad constitucional. En este sentido la comprensión del 
proceso colombiano de reforma se encuentra en el concepto de anormalidad 
constitucional; y este concepto solo puede ser definido políticamente por ser acto 
fundacional, pues se refiere a un presupuesto del derecho que todavía no es 
jurídico. Cuando una Constitución es reemplazada por otra que termina siendo 
eficaz no tiene sentido cuestionar su validez. En este caso las condiciones de lo 
verdadero y lo falso, de lo valido y lo inválido, de lo legal y lo ilegal, son otras. Por 
lo tanto, carece de razonabilidad todo análisis que suponga una continuidad lógico 
– jurídica”2, se dio inicio a un nuevo estado, caracterizado por la eficacia y 
aplicabilidad de sus derechos, donde la Constitución generó una cantidad de 
herramientas diseñadas para dotar a los ciudadanos de mecanismos de 
protección efectivos a la luz de los principios de la función administrativa, que 
permitieran la resolución de los conflictos y la intervención y participación de la 
comunidad. 
 
Así, la Constitución Política de 1991, consagró en su artículo 23, el Derecho de 
Petición, en los siguientes términos: “Toda persona tiene derecho a presentar 
peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o 
particular y a obtener pronta resolución. El legislador podrá reglamentar su 
ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos 
fundamentales”, siendo este un derecho que obtuvo continuidad desde la vigencia 
de la Constitución de 1886, el cual debía interpretarse y aplicarse con base en dos 
nuevos criterios, el primero caracterizado por ya encontrarse vigente el estado 
social de derecho, donde obtenía prevalencia el ciudadano, y el segundo el hecho 
de encontrarse de manera innovadora la posibilidad de utilizarlo ante 
organizaciones privadas en caso expresamente taxativos, así: “El derecho de 
                                                 
2
  Corte Constitucional. Auto 003 de Marzo de 1992. Citado de Constitución Política de 
Colombia. Temas Fundamentales. Segunda Edición. Octubre 1993. Jorge Mario Eastman.  
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petición, consagrado en el artículo 23 de la Carta Política, conserva -en términos 
generales- la misma fórmula contemplada en el artículo 45 de la Constitución de 
1886. El constituyente de 1991 quiso mantener esa tradición democrática que les 
permitía a los ciudadanos contar con mecanismos ágiles y expeditos para recurrir 
a la administración pública. Sin embargo, hoy en día este derecho fundamental se 
ha convertido en algo más que eso: ha pasado a ser un instrumento que garantiza 
a los particulares obtener una información de las autoridades, conocer la razón de 
sus decisiones e inclusive contar con un sustento jurídico que les permita fiscalizar 
sus actos.”3 
De esta manera, el derecho de petición goza de un sustento constitucional, que le 
asigna la calidad de fundamental, ya que reúne los requisitos esenciales para ser 
calificado como tal, para lo cual es pertinente exponer  que “para que un derecho 
tenga la calidad de fundamental debe reunir unos requisitos esenciales. Para la 
identificación de un derecho de tal naturaleza existen unos criterios que ponen en 
evidencia los requisitos señalados y, de contera, el derecho fundamental mismo: 
1) Conexión directa con los principios constitucionales; 2) Eficacia directa y 3) 
Contenido esencial.”4; adicional a ello es un derecho determinante para la 
efectividad de los mecanismos de la democracia participativa, “cuya efectividad 
resulta indispensable para el logro de los fines esenciales del Estado, 
particularmente el servicio de la comunidad, la promoción de la prosperidad 
general, la garantía de los principios, derechos y deberes consagrados en la 
Constitución y la participación de todos en las decisiones que los afectan, así 
como para asegurar que las autoridades cumplan las funciones para las cuales 
han sido instituidas"5; al igual  que a través de su desarrollo se garantiza la 
protección y aplicabilidad de otros derechos constitucionales como el de 
información, a la participación política y a la libertad de expresión.  
                                                 
3
  Corte Constitucional Sentencia T – 124 de 1993 1992. M.P. Vladimiro Naranjo Mesa 
4
  Corte Constitucional Sentencia T – 406 de 1992. M.P. Ciro Angarita Barón 
5
  Corte Constitucional Sentencia T – 426 de 1992. M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz 
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Gozando este instrumento de una protección de igual nivel en materia 
constitucional, a través de mecanismos directos y eficaces como la Acción de 
Tutela, lo que coadyuva a reiterar y resaltar su importancia, no solo para el 
ciudadano sino para el ejercicio transparente y eficiente de la Administración 
Pública, en todos sus órdenes y niveles.  
 
b). Fundamento Legal 
 
Sobre el particular, debe establecerse que el origen histórico del derecho de 
petición cuenta con suficiente soporte constitucional, ciñéndose la intervención de 
la Ley a un aspecto secundario, encargada de desarrollar y estructurar el 
instrumento constitucional para darle aplicabilidad y sobre el cual es pertinente 
exponer que en Colombia, cuenta actualmente con un tránsito legislativo que pasa 
de la existencia del Decreto 01 de 02 de Enero de 1984 “Por el cual se reforma el 
Código Contencioso Administrativo”, a la Ley 1437 de 18 de Enero de 2011 “Por 
medio de la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo”, y los cuales se pasan a describir: 
 
c). Fundamentación Jurídica 
 
- Constitución Política de Colombia.  
- Código Contencioso Administrativo.  
- Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.  
- Ley 136 de 1994 “Por la cual se dictan normas tendientes a modernizar la 
organización y el funcionamiento de los municipios”. Modificada por la Ley 177 de 
1994, derogada a su vez por el artículo 96 de la Ley 617 de 2000. 
- Ley 1551 de 2012 “Por la cual se dictan normas para modernizar la organización 





Código Contencioso Administrativo.  
 
“ARTICULO 5o. PETICIONES ESCRITAS Y VERBALES: Toda persona podrá 
hacer peticiones respetuosas a las autoridades, verbalmente o por escrito, a 
través de cualquier medio.  
Las escritas deberán contener, por lo menos:  
1. La designación de la autoridad a la que se dirigen.  
2. Los nombres y apellidos completos del solicitante y de su representante o 
apoderado, si es el caso, con indicación del documento de identidad y de la 
dirección.  
3. El objeto de la petición.  
4. Las razones en que se apoya.  
5. La relación de documentos que se acompañan.  
6. La firma del peticionario, cuando fuere el caso.  
Si quien presenta una petición verbal afirma no saber o no poder escribir y pide 
constancia de haberla presentado, el funcionario la expedirá en forma sucinta.  
Las autoridades podrán exigir, en forma general, que ciertas peticiones se 
presenten por escrito. Para algunos de estos casos podrán elaborar formularios 
para que los diligencien los interesados, en todo lo que les sea aplicable, y añadan 
las informaciones o aclaraciones pertinentes.  
 
A la petición escrita se podrá acompañar una copia que, autenticada por el 
funcionario respectivo, con anotación de la fecha de su presentación y del número 
y clase de los documentos anexos, tendrá el mismo valor legal del original y se 
devolverá al interesado. Esta autenticación no causará derecho alguno a cargo del 
peticionario.” 
 
Siendo esta una normatividad, que fue derogada por la Ley 1437 de 2011, y cuya 




Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo: 
 
“Articulo 5. Derechos de las personas ante las autoridades. En sus relaciones con 
las autoridades toda persona tiene derecho a:  
 
1. Presentar peticiones en cualquiera de sus modalidades, verbalmente, o por 
escrito, o por cualquier otro medio idóneo y sin necesidad de apoderado, así como 
a obtener información y orientación acerca de los requisitos que las disposiciones 
vigentes exijan para tal efecto.  
 
Las anteriores actuaciones podrán ser adelantadas o promovidas por cualquier 
medio tecnológico o electrónico disponible en la entidad, aún por fuera de las 
horas de atención al público.” 
 
“Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante autoridades. 
Toda persona tiene derecho de presentar peticiones respetuosas a las 
autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés 
general o particular, y a obtener pronta resolución.  
 
Toda actuación que inicie cualquier persona ante las autoridades implica el 
ejercicio del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución 
Política, sin que sea necesario invocarlo. Mediante él, entre otras actuaciones, se 
podrá solicitar el reconocimiento de un derecho o que se resuelva una situación 
jurídica, que se le preste un servicio, pedir información, consultar, examinar y 
requerir copias de documentos, formular consultas, quejas, denuncias y reclamos 
e interponer recursos.  
 
El ejercicio del derecho de petición es gratuito y puede realizarse sin necesidad de 




Norma que en sus artículos 13 a 33 fue declarada inexequible por parte de la 
Corte Constitucional6, dejando como salvedad que los efectos de la citada 
declaración quedaban diferidos hasta el 31 de Diciembre de 2014, como fecha 
límite en que el Congreso de la República, debe expedir la correspondiente ley 
estatutaria, por tratarse de la regulación de derechos de naturaleza fundamental. 
 
Es así, como a nivel legal se desarrolla el artículo 23 de la Constitución Política de 
Colombia, estructurándose el objeto, las modalidades, los términos para resolver, 
los requisitos para la presentación, su contenido, y como caso novedoso la 
posibilidad de utilizarlo ante organizaciones e instituciones privadas, de acuerdo a 
lo establecido en la Ley 1437 de 2011, constituyendo lo anterior el fundamento 
legal del instrumento constitucional que permite su aplicabilidad en el mundo 
jurídico y que otorga a los ciudadanos su manual de desarrollo y al estado sus 
lineamientos de cumplimiento y protección. 
 
Sin embargo, a pesar de lo anterior, ni el Código Contencioso Administrativo 
(Decreto 01 de 1984), ni el Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo (Ley 1437 de 2011), describen clara y precisamente 
una definición del Derecho Fundamental de Petición, por lo cual, debe acudirse a 
las exposiciones realizadas por los tratadistas a través de la doctrina, y a los 
conceptos emitidos en la jurisprudencia constitucional de la Corte Constitucional. 
 
 
4.2. MARCO TEORICO 
 
PRIMERA VISIÒN. ASPECTOS: 
 
http://personeriapereira.gov.co/quienes-somos/personerias-delegadas/Personerìa  
                                                 
6
  Corte Constitucional Sentencia C – 818 de 2011. M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub 
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“Las personerías son entidades hechas para defender los intereses de la 
comunidad mediante el control de la administración local (de las entidades y 
funcionarios públicos) y la vigilancia del cumplimiento de las leyes y normas que 
garantizan los derechos, libertades y deberes del individuo y de la sociedad en el 
municipio y en los demás ámbitos regionales y nacional. En las ciudades con 
mayor número de habitantes su estructura se especializa en cuanto a funciones y 
a los campos que atiende el Personero, lo cual implica la existencia de unas 
Personerías delegadas encargadas de asuntos penales, policivos, de vigilancia 
administrativa (control sobre entidades y funcionarios públicos), los derechos de 
petición e información, y la defensa de los derechos humanos.” 
 
SEGUNDA VISION. ASPECTOS: 
 
Corte Constitucional Sentencia T – 124 de 1993 1992. M.P. Vladimiro Naranjo 
Mesa. “El derecho de petición, consagrado en el artículo 23 de la Carta Política, 
conserva -en términos generales- la misma fórmula contemplada en el artículo 45 
de la Constitución de 1886. El constituyente de 1991 quiso mantener esa tradición 
democrática que le permitía a los ciudadanos contar con mecanismos ágiles y 
expeditos para recurrir a la administración pública. Sin embargo, hoy en día este 
derecho fundamental se ha convertido en algo más que eso: ha pasado a ser un 
instrumento que garantiza a los particulares obtener una información de las 
autoridades, conocer la razón de sus decisiones e inclusive contar con un sustento 
jurídico que les permita fiscalizar sus actos.” 
 
 
TERCERA VISION. ASPECTOS: 
 
Corte Constitucional Sentencia T – 426 de 1992. M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. 
“En repetidas oportunidades esta Corte ha precisado que el contenido esencial del 
derecho de petición comprende los siguientes elementos: la posibilidad cierta y 
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efectiva de elevar, en términos respetuosos, solicitudes ante las autoridades, sin 
que éstas se nieguen a recibirlas o se abstengan de tramitarlas; la respuesta 
oportuna, es decir, dentro de los términos establecidos en el ordenamiento 
jurídico; la respuesta de fondo o contestación material, lo que supone que la 
autoridad entre en la materia propia de la solicitud, sobre la base de su 
competencia, refiriéndose de manera completa a todos los asuntos planteados 
(plena correspondencia entre la petición y la respuesta), excluyendo fórmulas 
evasivas o elusivas; y la pronta comunicación de lo decidido al peticionario, con 
independencia de que su sentido sea positivo o negativo.” 
 
 
CUARTA VISION. ASPECTOS: 
 
El Personero Municipal y la Protección de los Derechos Humanos y de la 
Población Civil. Programa Presidencial de Derechos Humanos y DIH. Presidencia 
de la República Vicepresidencia. Bogotá, Enero de 2009. “la importancia del 
Ministerio Público para el fortalecimiento y la legitimidad del Sistema Democrático 
Colombiano, hace relación a su cabal funcionamiento como instancia y 
mecanismo de control para vigilar y disciplinar el correcto ejercicio del poder y de 
la función pública. Los organismos de control, son depositarios de una especie de 
corresponsabilidad político – jurídica, para el correcto funcionamiento del Estado, 
en virtud de la vigilancia que les corresponde ejercer. En materia de legitimidad y 
gobernabilidad también es importante anotar, que la Gestión diligente, oportuna y 
eficaz de las instancias y organismos de Control, generan en la sociedad una 
mayor confianza y credibilidad, en la forma como las autoridades y las 
instituciones públicas dirigen los destinos colectivos.” 
 
 
QUINTA VISIÒN. ASPECTOS: 
 
 “Velar por la Promoción, Protección y Defensa de los Derechos 
Humanos según lo establecido en la Constitución Política, la ley y las 
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normas del Derecho Internacional Humanitario. Vigilar y controlar la 
gestión que cumplen las autoridades administrativas de carácter local 
y los funcionarios del orden Municipal ejercitando los Principios y 
valores Institucionales para mediar y ser garantes en las peticiones 
de la población vulnerada del Municipio de Pereira, fomentando la 
cultura de participación ciudadana.”7 
 
 
4.3. ARTICULACION DE LOS ASPECTOS TEÓRICOS 
 
El derecho fundamental de petición, consagrado en el artículo 23 de la 
Constitución Nacional, en su esencia y contenido, fue tomado como un 
mecanismo que permitiera al ciudadano un acceso ágil y expedito ante la 
autoridad o administración pública, siendo esta un concepción utilitarista que ha 
sido modificada en términos positivos y que ha permitido lograr su concepción bajo 
fines y propósitos superiores, siendo ya el derecho de petición, además de un 
instrumento constitucional y legal, un arma eficiente para la exigencia, promoción y 
protección de los derechos, la cual cuenta con un ámbito de protección amplia 
constituido por la presencia de un núcleo esencial que lo desarrolla, términos 
perentorios para su trámite, la presencia de la acción de tutela, y la existencia de 
autoridades de control a quienes se ha encargado su protección, siendo ellas 
entidades que tienen la posibilidad de exigir ante las autoridades públicas su 
cumplimiento mediante la adopción de medidas preventivas, correctivas o 
sancionatorias. 
 
Sobre esta postura, nacen a la vida jurídica las Personerías Municipales, 
constituidas como entidades hechas para defender los intereses de la comunidad, 
a nivel individual o colectivo, cuya razón de ser se encuentra justificada en su 
grado de origen constitucional, que le otorga la potestad para exigir de las 
autoridades públicas el cumplimiento, respeto y garantía de los derechos, así 
como la existencia de los deberes, siendo una de las pocas autoridades en el país 





que actúa en calidad de agente del Ministerio Público, veedora ciudadana y 
defensora de los derechos humanos, y que tiene la posibilidad de brindar al 
ciudadano un acceso efectivo los programas y al ejercicio de la competencia 
conforme a los principios que la orientan. 
 
De esta manera, las Personerías Municipales, son autoridades pertinentes en el 
ejercicio de la gestión pública destinada a la protección del derecho fundamental 
de petición en interés particular de los ciudadanos, buscando de las autoridades, 
sea en el nivel central o descentralizado la protección y promoción de su núcleo 
esencial, mediante la existencia de una respuesta oportuna, pronta y de fondo, 
que le permita al ciudadano tener claridad notoria e informada de los asuntos 

























5. CAPITULO I 
DEFINICIÓN Y CARACTERÍSTICAS 
 
 
Téngase en cuenta en primer lugar que el Derecho de Petición, no encuentra 
como tal su definición en la normatividad constitucional y legal vigente, ya que 
pudo verificarse anteriormente que la Constitución Política de 1991, el Código 
Contencioso Administrativo y actualmente el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, hacen referencia a él y 
establecen su desarrollo, pero no aportan una definición precisa que permita 
identificarlo, calificarlo o caracterizarlo. 
 
De esta manera, es pertinente sustentar que el derecho de petición, se presenta 
como un derecho de raigambre constitucional, cuya regulación se desarrolla de 
manera legal mediante leyes estatutarias, cuya definición puede tener como bases 
la jurisprudencia constitucional como mecanismo auxiliar de interpretación, y la 
doctrina expuesta por los autores en aplicación del citado instrumento; siendo 
importante citar las siguientes definiciones: 
 
“El derecho de petición es el derecho que tiene el ciudadano activo 
de expresar sus opiniones al cuerpo legislativo, al rey o a los 
administradores públicos sobre asuntos de administración o de 
organización.”8 
“Este derecho, cuyo propósito es el de buscar un acercamiento entre 
el administrado y el Estado, otorgándole al ciudadano un instrumento 
idóneo con el cual acudir ante él en busca de una información o con 
el fin de que se produzca un pronunciamiento oportuno por parte del 
aparato estatal, es una garantía propia del sistema de gobierno 
democrático y una manifestación de la soberanía popular.”9 
                                                 
8
  El Derecho Fundamental de Petición. Pagina. 22. Universidad Javeriana.  CHAPLIER, 
citado por IBÁÑEZ GARCÍA, ISAAC.  
9
  Corte Constitucional Sentencia T – 567 de 1992. M.P. José Gregorio Hernández Galindo 
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“El derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Carta, es 
un derecho público subjetivo de la persona para acudir ante las 
autoridades, o las organizaciones privadas que establezca la ley, con 
miras a obtener pronta resolución a una solicitud o queja.”10 
“El derecho de petición tiene como titular a toda persona, nacional o 
extranjera. Por medio de él, se permite acudir ante las autoridades o 
ante las organizaciones privadas en los términos que defina la ley, 
con el fin de obtener una pronta resolución a las solicitudes que se 
hayan presentado”11 
 
“El derecho de petición, entonces, se define como aquel que permite 
a las personas presentar solicitudes respetuosas a las autoridades y 
obtener de ellas una respuesta oportuna y completa sobre el 
particular. Al respecto, debe entenderse que tal derecho no implica 
solamente la posibilidad de manifestar una inquietud ante la 
Administración sino que conlleva necesariamente el derecho a 
obtener y a exigir una respuesta clara y definitiva sobre esa 
inquietud. En consecuencia surge el deber correlativo de la 
Administración de contestar la petición del ciudadano dentro de un 
término razonable.”12 
 
“A juicio de ésta Corporación, a través del citado derecho, 
consagrado en el artículo 23 de la Carta Política, se otorga a los 
ciudadanos la facultad de formular solicitudes respetuosas a las 
autoridades públicas y frente a los particulares en los casos 
establecidos por la ley, y a obtener de éstos una resolución de fondo, 
clara, completa y precisa, en los términos previstos en el 
ordenamiento jurídico.”13 
 
Así, con base en las anteriores definiciones citadas, es procedente identificar en 
palabras de la Corte Constitucional, los rasgos distintivos que componen o 
estructuran el Derecho de Petición, los cuales han sido sustentados de manera 
reiterada y de los cuales cada uno es tan importante que sin su cumplimiento, 
puede verse amenazado y desfigurado el instrumento constitucional. De esta 
manera, se exponen los siguientes: 
                                                 
10
  Corte Constitucional Sentencia T – 426 de 1992. M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz 
11
  Corte Constitucional Sentencia T – 124 de 1993. M.P. Vladimiro Naranjo Mesa 
12
  Corte Constitucional Sentencia T – 395 de 1998. M.P. Alejandro Martínez Caballero 
13
  Corte Constitucional Sentencia T – 412 de 2006. M.P. Rodrigo Escobar Gil 
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“(i). se trata de un fundamental, el cual a su vez es determinante para 
la efectividad de otros derechos fundamentales tales como los 
derechos a la información, a la participación política y a la libertad de 
expresión;  
(ii). este derecho se ejerce mediante la presentación de solicitudes a 
las autoridades públicas y a los particulares; 
(iii). el núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución 
pronta y oportuna de la cuestión planteada por el peticionario;  
(iv) la petición debe ser resuelta de fondo, de manera clara, oportuna, 
precisa y congruente con lo solicitado;  
(v) la respuesta debe producirse dentro de un plazo razonable, el 
cual debe ser lo más corto posible;  
(vi) la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se 
concreta siempre en una respuesta escrita;  
(vii) por regla general están vinculadas por este derecho las 
entidades estatales, y en algunos casos a los particulares;  
(viii) el silencio administrativo negativo, entendido como un 
mecanismo para agotar la vía gubernativa y acceder a la vía judicial, 
no satisface el derecho fundamental de petición pues su objeto es 
distinto. Por el contrario, el silencio administrativo es la prueba 
incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición;  
(ix) el derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa;  
(x) la falta de competencia de la entidad ante quien se plantea, no la 
exonera del deber de responder;  
(xi) ante la presentación de una petición, la entidad pública debe 





                                                 
14
  Corte Constitucional Sentencia T – 511 de 2000. M.P. Humberto Sierra Porto 
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5.1. REQUISITOS DEL DERECHO DE PETICIÓN 
 
Sobre este particular, debe considerarse que la Constitución Nacional, califica el 
Derecho de Petición como un derecho, el cual para su ejercicio y aplicabilidad 
genera un sinnúmero de cargas que cuentan con una consagración legal, primero 
en el Código Contencioso Administrativo y actualmente en el Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, y que deben 
cumplirse de manera obligatoria so pena del rechazo en la admisión del 
instrumento constitucional y de la imposibilidad del nacimiento del derecho para su 
correspondiente exigencia legal. Deberes que se encuentran constituidos por el 
contenido de las peticiones como tal, las cuales deberán cumplir como mínimo los 
siguientes requisitos: 
 
1. La designación de la autoridad a la que se dirige.  
2. Los nombres y apellidos completos del solicitante y de su representante y o 
apoderado, si es el caso, con indicación de su documento de identidad y de la 
dirección donde recibirá correspondencia. El peticionario podrá agregar el número 
de fax o la dirección electrónica. Si el peticionario es una persona privada que 
deba estar inscrita en el registro mercantil, estará obligada a indicar su dirección 
electrónica.  
3. El objeto de la petición.  
4. Las razones en las que fundamenta su petición.  
5. La relación de los requisitos exigidos por la ley y de los documentos que desee 
presentar para iniciar el trámite.  
6. La firma del peticionario cuando fuere el caso.  
 
Siendo estos, requisitos obligatorios con miras a lograr la prosperidad del derecho 
de petición, en cuanto a su etapa de admisión, así como lograr en su etapa 
resolutiva una respuesta que satisfaga su núcleo esencial y el interés fundamental 
del peticionario, independientemente de que la respuesta sea positiva o negativa. 
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Requisitos que ante su ausencia, ocasionan la intervención de la entidad que 
recepciona, de orientar su actuar hacia la operancia de diversas situaciones, entre 
ellas: 
 
- Si la petición es incompleta, en el acto de recibo se indicara al peticionario lo 
faltante, para efectos de que este manifieste si desea completarla o radicarla en 
los términos en que se encuentre. 
 
- Si la petición es incompleta, pero la misma ya se encuentra radicada, dentro de 
un término de 10 días posteriores a su recepción requerirá al peticionario para que 
la complete en un término de un mes; en el evento que exista caso omiso del 
requerimiento se entenderá desistida  la petición. (Desistimiento Tácito) 
 
 
5.2. MODALIDADES DEL DERECHO DE PETICIÓN 
 
En materia de modalidades o formas que puede adquirir o en que puede consistir 
un derecho de petición, es procedente manifestar tal y como se hizo 
anteriormente, que la Constitución Política de 1991 e incluso el Código 
Contencioso Administrativo, no consagran una clasificación expresa en cuanto a 
las formas en que puede utilizarse el instrumento constitucional, ya que solo se 
hace referencia a la posibilidad de que el derecho citado pueda ser utilizado en 
interés general o en interés particular, para efectos de solicitar la acción u omisión 
de la entidad que recepciona, o para la obtención de información o documentos, o 
para consultar sobre un asunto determinado, sin que de manera directa y 
completa se especifique bajo que modalidades pueda utilizarse la petición como 
tal. De esta manera, lo referente a las modalidades que puede asumir un derecho 
de petición como tal, dependen de la naturaleza del asunto solicitado, así en la 




- En interés particular: el cual es empleado para efectos de realizar solicitudes 
individuales, en defensa o aplicación de un derecho subjetivo del ciudadano. 
 
- En interés general: el cual es empleado con el propósito de ejercer la 
representación y la defensa del bien común y el interés general, mediante la 
solicitud de un pronunciamiento sobre un asunto que interesa al conglomerado 
social. 
 
- Solicitud de Información: el cual es empleado en aplicación del principio de 
transparencia y publicidad, a través del cual el ciudadano tiene la potestad y 
facultad de conocer todos los asuntos que se encuentran bajo instrucción o 
competencia de las autoridades. Así, la información solicitada puede ser o no 
documental, puede reposar en archivos físicos o magnéticos. 
 
- Solicitud de Documentos: como una de las formas del derecho de petición en la 
modalidad de solicitud de información, es empleada respecto a aquella 
información que existe de manera documental, y sobre la cual puede solicitarle su 
reproducción y entrega. 
 
- Solicitud de Consultas: es empleado con el propósito de que una determinada 
autoridad expida un concepto sobre la interpretación del ordenamiento jurídico. 
 
Siendo las anteriores modalidades, conceptos genéricos que se no se encuentran 
definidos pero si descritos en la normatividad legal vigente y de los cuales se cita 
la manera como deben ser aplicados y bajo que lineamientos deben seguirse, 
siendo importante citar que también a nivel doctrinal e incluso jurisprudencial, las 
modalidades del derecho de petición han sido estudiadas de una manera mas 




“a. QUEJAS: Cuando ponen en conocimiento de las autoridades 
conductas irregulares a quienes se han atribuido o adjudicado la 
prestación de un servicio público. 
 
b. RECLAMOS: Cuando se le da a las autoridades noticia de la 
suspensión injustificada o de la prestación deficiente de un servicio 
público. 
 
c. MANIFESTACIONES: Cuando se hace llegar a las autoridades la 
opinión del peticionario sobre una materia sometida a actuación 
administrativa. 
 
d. PETICIÓN DE INFORMACIÓN: Cuando se formula a las 
autoridades para que éstas: - Den a conocer cómo han actuado en 
un caso concreto – Permitan el examen de documentos públicos que 
tienen en su poder. 
 
e. CONSULTAS: Cuando se presentan a las autoridades para que 
manifiesten su parecer sobre materias relacionadas con sus 
atribuciones.”15  
 
Así, es notoria y necesaria la importancia de determinar e identificar las 
modalidades bajo las cuales opera el derecho fundamental o instrumento 
constitucional de petición, ya que actualmente las entidades encargadas de su 
aplicación a través del desarrollo diario de la función administrativa han hecho a 
un lado las denominaciones expuestas, para concluir que la única categoría 
existente es un derecho de petición genérico sin especificaciones ni 
particularidades, cerrando la entrada a la aplicación distinta de términos y formas 
de respuesta, generando esto además de una vulneración directa del núcleo 
esencial que cobija el derecho fundamental de petición, un desconocimiento del 
mismo, lo que de manera inmediata genera una actuación irregular por parte de 
las entidades y una conducta reprochable y disciplinable por parte de las 




                                                 
15
  Línea Jurisprudencia de Derecho de Petición. Universidad Cooperativa de Colombia. 
Facultad de Derecho. Derecho Administrativo. San Juan de Pasto. 2007. 
29 
 
5.3. NUCLEO ESENCIAL DEL DERECHO DE PETICIÓN 
 
 
Como parte vital en la aplicación y concepción del derecho fundamental de 
petición, nace a la vida jurídica la obligatoriedad de la confección y expedición de 
su resolución, constituida como el elemento central, así como la finalidad concreta 
y especifica del instrumento constitucional, que debe diferenciarse del término 
simple de respuesta, teniendo esta aclaración un sustento constitucional originario 
y amplio, analizado desde los albores de la Constitución Política de 1991, en la 
Asamblea Nacional Constituyente, siendo preciso citar lo siguiente:  
 
“Expresión “obtener pronta resolución”: el primordial objetivo fue 
diferenciarla del término respuesta, pues esta tiene un carácter 
general que no necesariamente resuelve la inquietud. Por el contrario 
resolución hace referencia a la solución del inconveniente 
planteado”16, o en palabras de uno de los constituyentes: “Es que 
respuesta puede ser simplemente decir: recibimos su petición de tal 
fecha y queda radicada etc., eso es una respuesta, pero resolución 
quiere decir resolver sobre la petición (.). Es un término mucho más 
amplio y así lo ha entendido la jurisprudencia”17.  
 
Es así, como la resolución, se convierte en un elemento estructurante del derecho 
de petición, y constituye el fundamento del núcleo esencial, que se genera en 
razón de la naturaleza constitucional fundamental del derecho, y que puede 
definirse como el ámbito intangible del derecho cuyo respeto se impone a las 
autoridades y a los particulares, según la jurisprudencia constitucional de la Corte 
Constitucional, cuya determinación también ha sido establecida en los siguientes 
                                                 
16
  El Derecho Fundamental de Petición. Universidad Javeriana 
17
  Comisión Primera 23 de Abril de 1991. Asamblea Nacional Constituyente. Jaime Arias 
López. 
 Citado por  El Derecho Fundamental de Petición. Universidad Javeriana 
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términos ”Visto desde la perspectiva de los derechos subjetivos, el contenido 
esencial de un derecho fundamental consiste en aquellas facultades o 
posibilidades de actuación necesarias para que el derecho sea reconocible como 
pertinente al tipo descrito y sin las cuales dejaría de adscribirse a ese tipo, 
desnaturalizándose. Por otra parte, la jurisprudencia de intereses ha diseñado una 
fórmula según la cual el núcleo esencial del derecho fundamental es aquella parte 
de su contenido que es absolutamente necesaria para que los intereses 
jurídicamente protegibles, que dan vida al derecho, resulten real, concreta y 
efectivamente protegidos. De este modo, se rebasa o se desconoce el contenido 
esencial cuando el derecho queda sometido a limitaciones que lo hacen 
impracticable, lo dificultan más allá de lo razonable o lo despojan de la necesaria 
protección.”18 
 
De esta manera, concebido el derecho de petición, como un derecho de raigambre 
constitucional fundamental, debe contar en su estructura con un núcleo esencial 
que le da vida y que le permite adquirir los mecanismos necesarios y apropiados 
para ser real, concreta y efectivamente protegido, encontrándose constituido él, 
según la jurisprudencia constitucional, de la siguiente manera: “En repetidas 
oportunidades esta Corte ha precisado que el contenido esencial del derecho de 
petición comprende los siguientes elementos: la posibilidad cierta y efectiva de 
elevar, en términos respetuosos, solicitudes ante las autoridades, sin que éstas se 
nieguen a recibirlas o se abstengan de tramitarlas; la respuesta oportuna, es decir, 
dentro de los términos establecidos en el ordenamiento jurídico; la respuesta de 
fondo o contestación material, lo que supone que la autoridad entre en la materia 
propia de la solicitud, sobre la base de su competencia, refiriéndose de manera 
completa a todos los asuntos planteados (plena correspondencia entre la petición 
y la respuesta), excluyendo fórmulas evasivas o elusivas; y la pronta comunicación 
                                                 
18
  Corte Constitucional Sentencia T – 426 de 1992. M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz 
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de lo decidido al peticionario, con independencia de que su sentido sea positivo o 
negativo.”19 
 
Lo que permite resaltar que el derecho de petición, requiere obligatoriamente de 
una respuesta, que debe ser oportuna, de fondo o material y pronta, para efecto 
de que su núcleo esencial no se vea afectado y la calidad del derecho como tal no 
se vea desconocida, siendo vital tener en cuenta esto ya que fundamentos como 
el anterior, marcan el rumbo de partida de las continuas amenazas y 
vulneraciones que se viven de manera constante en las entidades públicas y 
privadas y que constituyen gran parte del accionar de las entidades de control y 
los despachos judiciales, y que requieren de investigaciones como la que aquí se 
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6. CAPITULO II 
LAS PERSONERÍAS MUNICIPALES 
 
 
6.1. ORIGEN Y DEFINICIÓN 
 
Como parte esencial de la nueva composición del estado, con ocasión de la 
expedición de la Constitución Política de 1991, adquirieron aplicabilidad jurídica y 
adecuada, conceptos constitucionales como el referente al estado social de 
derecho y la primacía social de los derechos, pero también se relevaron conceptos 
como el de la centralización política y la descentralización administrativa, 
catalogada en los siguientes términos: “Esta fórmula jurídico-política quiere decir 
que las funciones políticas quedan centralizadas, mientras que la función 
administrativa es objeto de descentralización. Dicho en otras palabras, el Estado 
se reserva el ejercicio de las funciones constitucional, legislativa y jurisdiccional, 
mientras que la función administrativa la comparte con las secciones o 
provincias“20, lo cual como efecto de su aplicación dio lugar a la presentación de 
dos niveles administrativos en Colombia, uno caracterizado por ser central y el 
otro por ser descentralizado, de lo cual se desprendieron figuras administrativas 
como la asignación específica de competencias, la descentralización, la 
desconcentración, la delegación, entre otras, que tendrían aplicabilidad y 
adecuación fáctica sobre una estructura orgánica presentada desde la misma 
constitución y caracterizada por la existencia de un estado organizado en forma de 
república unitaria, de donde se desprendieron estructuralmente las denominadas 
entidades territoriales, caracterizadas por ser personas jurídicas, de derecho 
público, que componen la división político-administrativa del estado, gozando de 
autonomía en la gestión de sus intereses, calificándose como tales según el 
                                                 
20
  Derecho Administrativo General y Colombiano. Octava Edición. Editorial Temis S.A. Santa 
Fe de Bogotá. 1995. Página 49. Libardo Rodríguez R. 
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artículo 286 de la Constitución Política, a los departamentos, los distritos, los 
municipios, los territorios indígenas, las regiones y las provincias. 
 
Así, dentro de la estructura territorial, tal y como se cita, se encuentra el municipio, 
definido según la Ley 136 de 1994, como “la entidad territorial fundamental de la 
división político administrativa del Estado, con autonomía política, fiscal y 
administrativa dentro de los límites que lo señalen la Constitución y la ley y cuya 
finalidad es el bienestar general y el mejoramiento de la calidad de vida de la 
población en su respectivo territorio”21; el cual, en razón de su naturaleza 
constitucional de entidad territorial, tiene la potestad de gobernarse por sus 
propias autoridades, ejercer las competencias que le correspondan, entre otras 
prerrogativas otorgas por el texto constitucional. 
 
Lo que conlleva a expresar que su composición en materia de autoridades locales, 
se encuentra constituida de una manera central por la Alcaldía Municipal, el 
Concejo y la Personería, y de una manera descentralizada por la empresas 
industriales y comerciales del estado, las empresas de servicios públicos, entre 
otras, interesándole a la presente investigación las Personerías Municipales, de 
las cuales es preciso exponer que su origen “como institución encargada de 
salvaguardar los intereses comunes de una comunidad, es bien incierto. Lo que sí 
es sabido, es que de manera embrionaria, y asumiendo diferentes facetas, se la 
encuentra casi desde el mismo momento en que la humanidad tuvo necesidad de 
organizarse en forma de Estado, es decir, desde cuando sintió la necesidad de 
estructurar la imposición de un aparato coercitivo que salvaguardara determinados 
intereses dentro de una sociedad dividida por sus condiciones de vida 
económica.”22, o sobre lo cual también se expresa que: “La figura del Personero 
surge en América Latina a través de la conquista Española; durante ese periodo 
                                                 
21
  Ley 136 de 1994 “Por la cual se dictan normas tendientes a modernizar la organización y 
el funcionamiento de los municipios”. Modificada por la Ley 177 de 1994, derogada a su vez por el 
artículo 96 de la Ley 617 de 2000. 
22
  Op cit. 
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se denominaba el Síndico Procurador, cuya misión era servir como vocero de los 
ciudadanos e investigar el comportamiento de los diferentes funcionarios públicos, 
pues se ha sabido que habían personas que tenían por tarea denunciar a los 
funcionarios que abusaban de sus cargos. Ya instalados en la época de la colonia, 
aparece la figura del personero, quien se desempeñaba o tenía carácter judicial y 
hacía parte integrante de la jerarquía de los procuradores. Fue entonces el 26 de 
junio de 1776, por orden emanada de la realeza, que se crea la figura del 
personero de manera formal para un periodo de un año.”23 
 
Encontrándose actualmente su consagración en la Constitución Política de 1991, 
tal y como se expondrá posteriormente, siendo ellas definidas como: 
 
“Las personerías municipales y distritales son las entidades 
encargadas de ejercer el control administrativo en el municipio y 
cuentan con autonomía presupuestal y administrativa. Como tales, 
ejercerán las funciones del Ministerio Público que les confiere la 
Constitución Política y la ley, así como las que les delegue la 
Procuraduría General de la Nación.”24 
 
“Es un ente del Ministerio Publico, representa a la comunidad ante la 
Administración Municipal, ejerce, vigila y hace control sobre su 
gestión, vela por la promoción y protección de los Derechos 
Humanos, vigila el debido proceso, la conservación del medio 
ambiente, el patrimonio público y la prestación eficiente de los 
servicios públicos, garantizando a la ciudadanía la defensa de sus 
derechos e intereses”25 
 
“Las personerías son entidades hechas para defender los intereses 
de la comunidad mediante el control de la administración local (de las 
entidades y funcionarios públicos) y la vigilancia del cumplimiento de 
las leyes y normas que garantizan los derechos, libertades y deberes 
del individuo y de la sociedad en el municipio y en los demás ámbitos 
                                                 
23
  Personería Municipal de Pereira. Plan Estratégico Plan de Acción. 2012 – 20156. Néstor 
Javier Arango Arias. 
24
  Ley 136 de 1994 “Por la cual se dictan normas tendientes a modernizar la organización y 
el funcionamiento de los municipios”. Modificada por la Ley 177 de 1994, derogada a su vez por el 
artículo 96 de la Ley 617 de 2000. 
 
25
  Personería Municipal Santiago de Cali. www.personeríacali.gov.co. 
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regionales y nacional. En las ciudades con mayor número de 
habitantes su estructura se especializa en cuanto a funciones y a los 
campos que atiende el Personero, lo cual implica la existencia de 
unas Personerías delegadas encargadas de asuntos penales, 
policivos, de vigilancia administrativa (control sobre entidades y 
funcionarios públicos), los derechos de petición e información, y la 
defensa de los derechos humanos.”26 
 
“Es un ente del Ministerio Público, representa a la comunidad ante la 
Administración Municipal, ejerce, vigila y hace controles sobre su 
gestión, vela por la promoción y protección de los derechos 
humanos, vigila el debido proceso, la conservación del medio 
ambiente, el patrimonio público y la prestación eficiente de los 
servicios públicos, garantizando a la ciudadanía la defensa de sus 
derechos.”27 
 
“Es un Organismo de Control; representa, orienta y asesora los 
ciudadanos en defensa de sus intereses y del Distrito Capital, se 
apersona de los problemas municipales y de la comunidad y asume 
el papel de Defensor de sus derechoS.”28 
 
“La Personería Municipal es un organismo de control y vigilancia que 
desempeña tres (3) funciones importantes: Como Agente del 
Ministerio Público, esto implica la garantía de que se cumpla el orden 
jurídico vigente y la prevalencia del bien común en el actuar de todos 
los servidores públicos de la ciudad, así como la defensa del debido 
proceso y del acceso a la justicia; como Veedor Ciudadano, 
monitoreando el diseño, ejecución y evaluación de las políticas 
públicas y en la Defensa, Promoción y Protección de los Derechos 
Humanos, con especial énfasis en las poblaciones vulnerables como 
los niños, niñas y adolescentes, las personas de la tercera edad, las 
víctimas, las minorías étnicas, las mujeres y las personas privadas de 
la libertad.”29 
 
De esta manera, es de notoria importancia la existencia de las Personerías 
Municipales, siendo preciso exponer que: “El personero se levanta hoy como una 
institución de amplio arraigo democrático, responsable del bienestar ciudadano y 
de la guarda de la Constitución y las leyes en procura de alcanzar una real y 
                                                 
26
  http://personeriapereira.gov.co/quienes-somos/personerias-delegadas/ 
27
  Personería Municipal de Villavicencio. www.personeríavillavicencio.gov.co. 
28
  www.sogamoso-boyaca.gov.co 
29
  Informe de Gestión 2012. Enero – Agosto. Personería Municipal de Pereira. 
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verdadera democracia local, en paz, con igualdad y con justicia social. La 
contribución del personero a la búsqueda de la paz y de la reconciliación, debe 
tener en cuenta que la paz no puede entenderse ni definirse como la ausencia de 
conflictos o de toda protesta, como la callada resignación de una masa de 
esclavos sujetos a oprobiosas condiciones. La paz que debe procurar el personero 
es la que se edifica sobre la justicia social y no sobre el orden establecido, que es 
injusto; es la que se deriva de un uso transparente y eficiente de los recursos 
públicos y del ejercicio ejemplarmente responsable de las funciones de los 
servidores públicos; es la que se desprende del ejercicio y cumplimiento de los 
deberes ciudadanos y del respeto de los derechos humanos. Las contribuciones 
que en esta materia puede liderar el personero, hacen que la entidad a su cargo 
sea una de las entidades llamadas a construir el país que todos queremos.”30 
 
 
6.2. FUNDAMENTO CONSTITUCIONAL 
 
Consideradas las Personerías Municipales, como parte integrante del Ministerio 
Público, de acuerdo a la estructura orgánica del estado colombiano, no era menos, 
que su consagración se hiciera a nivel constitucional, en afán de resaltar la 
importancia de su existencia en el control al ejercicio de la función administrativa, 
ya que como se expresa a continuación: “Al fijar la estructura que debe dar plena 
realización al Estado social de derecho y a la democracia constitucional en 
Colombia, al Artículo 113 de la Constitución política establece que junto a las 
ramas legislativa, ejecutiva y judicial del Poder Público, y de los órganos que las 
integran, existen otros autónomos e independientes, que dan cumplimiento a las 
                                                 
30





demás funciones del Estado, desarrollando funciones separadas y colaborando de 
manera armónica a la realización de sus fines.”31 
 
Adicionalmente, los artículos 117 y 118 de la Constitución Política de Colombia, se 
encargan de contemplar lo atinente al Ministerio Público, en los siguientes 
términos: 
 
“Articulo 117. El Ministerio Público y la Contraloría General de la 
República son órganos de control. “ 
 
“Articulo 118. El Ministerio Público será ejercido por el Procurador 
General de la Nación, por el Defensor del Pueblo, por los 
procuradores delegados y los agentes del ministerio público, ante las 
autoridades jurisdiccionales, por los personeros municipales y por los 
demás funcionarios que determine la ley. Al Ministerio Público 
corresponde la guarda y promoción de los derechos humanos, la 
protección del interés público y la vigilancia de la conducta oficial de 
quienes desempeñan funciones públicas” 
 
Lo que permite resolver en primera instancia que las Personerías Municipales, 
hacen parte integrante del Ministerio Público, pero gozan de una autonomía que 
las aparta del resto de los integrantes, y para lo cual se hace referencia a la 
Procuraduría General de la Nación y la Defensoría del Pueblo, coadyuvando igual 
que las citadas, y para lo cual se informa que “la importancia del Ministerio Público 
para el fortalecimiento y la legitimidad del Sistema Democrático Colombiano, hace 
relación a su cabal funcionamiento como instancia y mecanismo de control para 
vigilar y disciplinar el correcto ejercicio del poder y de la función pública. Los 
organismos de control, son depositarios de una especie de corresponsabilidad 
político – jurídica, para el correcto funcionamiento del Estado, en virtud de la 
vigilancia que les corresponde ejercer. En materia de legitimidad y gobernabilidad 
también es importante anotar, que la Gestión diligente, oportuna y eficaz de las 
instancias y organismos de Control, generan en la sociedad una mayor confianza 
                                                 
31
  El Personero Municipal y la Protección de los Derechos Humanos y de la Población Civil. 
Programa Presidencial de Derechos Humanos y DIH. Presidencia de la República Vicepresidencia. 
Bogotá, Enero de 2009. 
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y credibilidad, en la forma como las autoridades y las instituciones públicas dirigen 
los destinos colectivos.”32 
 
 
6.3. FUNDAMENTO LEGAL 
 
De esta manera, puede evidenciarse tal y como se hizo anteriormente, a pesar de 
que existen fundamentos constitucionales respecto de las Personerías 
Municipales, su consagración y caracterización tiene mayor amplitud a nivel legal, 
específicamente en lo que tiene que ver con el Personero Municipal, su posesión, 
las calidades para su elección, los salarios, las prestaciones, sus funciones, 
siendo así como la Ley 136 de 1994, en sus artículos 169 a 182 consagra: 
 
“Articulo 169. NATURALEZA DEL CARGO. Corresponde al 
personero municipal o distrital en cumplimiento de sus funciones de 
Ministerio Público la guarda y promoción de los derechos humanos, 
la protección del interés público y la vigilancia de la conducta de 
quienes desempeñan funciones públicas.  
 
Articulo 170. ELECCIÓN. <Artículo modificado por el artículo 35 de la 
Ley 1551 de 2012. El nuevo texto es el siguiente:>  
<Aparte tachado INEXEQUIBLE> Los Concejos Municipales o 
distritales según el caso, elegirán personeros para periodos 
institucionales de cuatro (4) años, dentro de los diez (10) primeros 
días del mes de enero del año en que inicia su periodo constitucional, 
previo concurso público de méritos que realizará la Procuraduría 
General de la Nación, de conformidad con la ley vigente. Los 
personeros así elegidos, iniciarán su periodo el primero de marzo 
siguiente a su elección y lo concluirán el último día del mes de 
febrero del cuarto año. 
<Inciso 2. INEXEQUIBLE>  
Para ser elegido personero municipal se requiere: En los municipios 
de categorías especial, primera y segunda títulos de abogado y de 
postgrado. En los municipios de tercera, cuarta y quinta categorías, 
título de abogado. En las demás categorías podrán participar en el 
concurso egresados de facultades de derecho, sin embargo, en la 
calificación del concurso se dará prelación al título de abogado. 
                                                 
32
  Ibídem. 
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<Incisos 4o. y 5o. INEXEQUIBLES> 
Para optar al título de abogado, los egresados de las facultades de 
Derecho, podrán prestar el servicio de práctica jurídica (judicatura) en 
las personerías municipales o distritales, previa designación que 
deberá hacer el respectivo decano. 
Igualmente, para optar al título profesional de carreras afines a la 
Administración Pública, se podrá realizar en las personerías 
municipales o distritales prácticas profesionales o laborales previa 
designación de su respectivo decano. 
 
Articulo 171. POSESIÓN. Los personeros tomarán posesión de su 
cargo ante el Concejo o en su defecto ante el juez civil o promiscuo 
municipal, primero o único del lugar.  
 
Articulo 173. CALIDADES. <Ver Notas del Editor> Para ser elegido 
personero en los municipios y distritos de las categoría especial, 
primera y segunda se requiere ser colombiano por nacimiento, 
ciudadano en ejercicio y ser abogado titulado.  
En los demás municipios se podrán elegir personeros quienes hayan 
terminado estudios de derecho.  
 
Articulo 174. INHABILIDADES. No podrá ser elegido personero 
quien:  
a) Esté incurso en las causales de inhabilidad establecidas para el 
alcalde municipal, en lo que le sea aplicable;  
b) Haya ocupado durante el año anterior, cargo o empleo público en 
la administración central o descentralizada del distrito o municipio;  
c) Haya sido condenado, en cualquier época, a pena privativa de la 
libertad excepto por delitos políticos o culposos; 
d) Haya sido sancionado disciplinariamente por faltas a la ética 
profesional en cualquier tiempo;  
e) Se halle en interdicción judicial;  
f) Sea pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo 
de afinidad o primero civil o tenga vínculos por matrimonio o unión 
permanente con los concejales que intervienen en su elección, con el 
alcalde o con el procurador departamental;  
g) Durante el año anterior a su elección, haya intervenido en la 
celebración de contratos con entidades públicas en interés propio o 
en el de terceros o haya celebrado por sí o por interpuesta persona 
contrato de cualquier naturaleza con entidades u organismos del 
sector central o descentralizado de cualquier nivel administrativo que 
deba ejecutarse o cumplirse en el respectivo municipio;  
h) Haya sido representante legal de entidades que administren 
tributos o contribuciones parafiscales en el municipio dentro de los 
tres meses anteriores a su elección.  
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ARTÍCULO 175. INCOMPATIBILIDADES. Además de las 
incompatibilidades y prohibiciones previstas para los alcaldes en la 
presente Ley en lo que corresponda a su investidura, los personeros 
no podrán:  
a) Ejercer otro cargo público o privado diferente;  
b) Ejercer su profesión, con excepción de la cátedra universitaria.  
PARÁGRAFO. Las incompatibilidades de que trata este artículo se 
entienden sin perjuicio de las actuaciones que deba cumplir el 
personero por razón del ejercicio de sus funciones.  
 
ARTÍCULO 176. FALTAS ABSOLUTAS Y TEMPORALES. Son faltas 
absolutas y temporales del personero las previstas en la presente 
Ley para el alcalde en lo que corresponda a la naturaleza de su 
investidura.  
ARTÍCULO 177. SALARIOS, PRESTACIONES Y SEGUROS. 
<Apartes tachados declarados INEXEQUIBLES> Los salarios y 
prestaciones de los personeros, como empleados de los municipios, 
se pagarán con cargo al presupuesto del municipio. La asignación 
mensual de los personeros, en los municipios y distritos de las 
categorías especial, primera y segunda será igual al cien por ciento 
(100%) del salario mensual aprobado por el Concejo para el alcalde. 
En los demás municipios será igual al setenta por ciento (70%) del 
salario mensual aprobado por el Concejo para el alcalde.  
Los personeros tendrán derecho a un seguro por muerte violenta, el 
cual debe ser contratado por el alcalde respectivo.  
 
ARTÍCULO 178. FUNCIONES. El Personero ejercerá en el municipio, 
bajo la dirección suprema del Procurador General de la Nación, las 
funciones del Ministerio Público, además de las que determine la 
Constitución, la Ley, los Acuerdos y las siguientes:  
1. Vigilar el cumplimiento de la Constitución, las leyes, las 
ordenanzas, las decisiones judiciales y los actos administrativos, 
promoviendo las acciones a que hubiere lugar, en especial las 
previstas en el artículo 87 de la Constitución.  
2. Defender los intereses de la sociedad.  
3. Vigilar el ejercicio eficiente y diligente de las funciones 
administrativas municipales.  
4. <Aparte tachado DEROGADO> Ejercer vigilancia de la conducta 
oficial de quienes desempeñan funciones públicas municipales; 
ejercer preferentemente la función disciplinaria respecto de los 
servidores públicos municipales; adelantar las investigaciones 
correspondientes acogiéndose a los procedimientos establecidos 
para tal fin por la Procuraduría General de la Nación, bajo la 
supervigilancia de los procuradores provinciales a los cuales deberán 
informar de las Investigaciones.  
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Las apelaciones contra las decisiones del personero en ejercicio de 
la función disciplinaria, serán competencia de los procuradores 
departamentales.  
5. Intervenir eventualmente y por delegación del Procurador General 
de la Nación en los procesos y ante las autoridades judiciales o 
administrativas cuando sea necesario en defensa del orden jurídico, 
del patrimonio público o de los derechos y garantías fundamentales.  
6. Intervenir en los procesos civiles y penales en la forma prevista por 
las respectivas disposiciones procedimentales.  
7. Intervenir en los procesos de policía, cuando lo considere 
conveniente o cuando lo solicite el contraventor o el perjudicado con 
la contravención.  
8. Velar por la efectividad del derecho de petición con arreglo a la ley.  
9. Rendir anualmente informe de su gestión al Concejo.  
10. Exigir a los funcionarios públicos municipales la información 
necesaria y oportuna para el cumplimiento de sus funciones, sin que 
pueda oponérsele reserva alguna, salvo la excepción prevista por la 
Constitución o la ley.  
11. Presentar al Concejo proyectos de acuerdo sobre materia de su 
competencia.  
12. Nombrar y remover, de conformidad con la ley, los funcionarios y 
empleados de su dependencia.  
13. Defender el patrimonio público interponiendo las acciones 
judiciales y administrativas pertinentes.  
14. Interponer la acción popular para el resarcimiento de los daños y 
perjuicios causados por el hecho punible, cuando se afecten 
intereses de la comunidad, constituyéndose como parte del proceso 
penal o ante la jurisdicción civil.  
15. <Numeral modificado por el artículo 38 de la Ley 1551 de 2012. 
El nuevo texto es el siguiente:> Divulgar, coordinar y apoyar el 
diseño, implementación y evaluación de políticas públicas 
relacionadas con la protección de los derechos humanos en su 
municipio; promover y apoyar en la respectiva jurisdicción los 
programas adelantados por el Gobierno Nacional o Departamental 
para la protección de los Derechos Humanos, y orientar e instruir a 
los habitantes del municipio en el ejercicio de sus derechos ante las 
autoridades públicas o privadas competentes. 
16. Cooperar en el desarrollo de las políticas y orientaciones 
propuestas por el Defensor del Pueblo en el territorio municipal.  
17. Interponer por delegación del Defensor del Pueblo las acciones 
de tutela en nombre de cualquier persona que lo solicite o se 
encuentre en situación de indefensión.  
18. Defender los intereses colectivos en especial el ambiente, 
interponiendo e interviniendo en las acciones judiciales, populares, 
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de cumplimiento y gubernativas que sean procedentes ante las 
autoridades.  
El poder disciplinario del personero no se ejercerá respecto del 
alcalde, de los concejales y del contralor.  
Tal competencia corresponde a la Procuraduría General de la 
Nación, la cual discrecionalmente, puede delegarla en los 
personeros.  
La Procuraduría General de la Nación, a su juicio, podrá delegar en 
las personerías la competencia a que se refiere este artículo con 
respecto a los empleados públicos del orden nacional o 
departamental, del sector central o descentralizado, que 
desempeñen sus funciones en el respectivo municipio o distrito.  
19. Velar porque se dé adecuado cumplimiento en el municipio a la 
participación de las asociaciones profesionales, cívicas, sindicales, 
comunitarias, juveniles, benéficas o de utilidad común no 
gubernamentales sin detrimento de su autonomía, con el objeto de 
que constituyan mecanismos democráticos de representación en las 
diferentes instancias de participación, control y vigilancia de la 
gestión pública municipal que establezca la ley.  
20. Apoyar y colaborar en forma diligente con las funciones que 
ejerce la Dirección Nacional de Atención y Trámite de Quejas.  
21. Vigilar la distribución de recursos provenientes de las 
transferencias de los ingresos corrientes de la Nación al municipio o 
distrito y la puntual y exacta recaudación e inversión de las rentas 
municipales e instaurar las acciones correspondientes en caso de 
incumplimiento de las disposiciones legales pertinentes.  
22. Promover la creación y funcionamiento de las veedurías 
ciudadanas y comunitarias.  
23. Todas las demás que le sean delegadas por el Procurador 
General de la Nación y por el Defensor del Pueblo.  
24. <Numeral adicionado por el artículo 38 de la Ley 1551 de 2012. 
El nuevo texto es el siguiente:> Velar por el goce efectivo de los 
derechos de la población víctima del desplazamiento forzado, 
teniendo en cuenta los principios de coordinación, concurrencia, 
complementariedad y subsidiariedad, así como las normas jurídicas 
vigentes. 
25. <Numeral adicionado por el artículo 38 de la Ley 1551 de 2012. 
El nuevo texto es el siguiente:> Coadyuvar en la defensa y 
protección de los recursos naturales y del ambiente, así como ejercer 
las acciones constitucionales y legales correspondientes con el fin de 
garantizar su efectivo cuidado. 
26. <Numeral adicionado por el artículo 38 de la Ley 1551 de 2012. 
El nuevo texto es el siguiente:> Delegar en los judicantes adscritos a 
su despacho, temas relacionados con: derechos humanos y víctimas 
del conflicto conforme a la ley 1448 de 2011 y su intervención en 
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procesos especiales de saneamiento de títulos que conlleven la 
llamada falsa tradición y titulación de la posesión material de 
inmuebles. 
PARÁGRAFO 1o. <Parágrafo derogado por el artículo 203 de la Ley 
201 de 1995 
PARÁGRAFO 2o. <Parágrafo fue derogado por el artículo 203 de la 
Ley 201 de 1995.>  
PARÁGRAFO 3o. Así mismo, para los efectos del numeral 4o. del 
presente artículo, el poder disciplinario del personero no se ejercerá 
respecto del alcalde, los concejales y el contralor municipal. Tal 
competencia corresponde a la Procuraduría General de la Nación 
que discrecionalmente la puede delegar en los personeros.” 
 
Cuya consagración también tiene desarrollo en la Ley 1551 de 
201233, de los artículos 35 a 38, en los siguientes términos: 
 
“Artículo 35. El artículo 170 de la Ley 136 de 1994 quedará así:  
 
Artículo 170. Elección. Los Concejos Municipales o distritales según 
el caso, elegirán personeros para periodos institucionales de cuatro 
(4) años, dentro de los diez (10) primeros días del mes de enero del 
año en que inicia su periodo constitucional, previo concurso público 
de méritos que realizará la Procuraduría General de la Nación, de 
conformidad con la ley vigente. Los personeros así elegidos, iniciarán 
su periodo el primero de marzo siguiente a su elección y lo concluirán 
el último día del mes de febrero del cuarto año.  
Corresponde a la Procuraduría General de la Nación comunicar a los 
Concejos Municipales y Distritales los resultados del concurso 
público de méritos, indicando los respectivos puntajes en estricto 
orden numérico, hasta agotar la lista de elegibles que tendrá vigencia 
por el periodo institucional.  
Para ser elegido personero municipal se requiere: En los municipios 
de categorías especial, primera y segunda títulos de abogado y de 
postgrado. En los municipios de tercera, cuarta y quinta categorías, 
título de abogado. En las demás categorías podrán participar en el 
concurso egresados de facultades de derecho, sin embargo, en la 
calificación del concurso se dará prelación al título de abogado.  
Si en un municipio no se presentan candidatos al concurso de 
méritos, o ninguno de ellos lo hubiere superado, el Procurador 
General de la Nación elaborará la lista con los candidatos de los 
municipios vecinos que figuren en la lista de elegibles de acuerdo al 
puntaje, siempre y cuando los municipios pertenezcan a la misma 
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  Ley 1551 de Julio 6 de 2012 “Por la cual se dictan normas para modernizar la organización 
y el funcionamiento de los municipios”. 
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categoría. De esa lista, el Concejo municipal o distrital respectivo 
elegirá personero.  
 
En caso de falta absoluta de personero municipal o distrital, el 
respectivo Concejo designará como tal a la persona que siga en lista, 
y si no hubiere lista para hacerlo, designará un personero encargado, 
quien desempeñará el cargo hasta tanto la Procuraduría General de 
la Nación realice el concurso correspondiente.  
Para optar al título de abogado, los egresados de las facultades de 
Derecho, podrán prestar el servicio de práctica jurídica (judicatura) en 
las personerías municipales o distritales, previa designación que 
deberá hacer el respectivo decano.  
 
Igualmente, para optar al título profesional de carreras afines a la 
Administración Pública, se podrá realizar en las personerías 
municipales o distritales prácticas profesionales o laborales previa 
designación de su respectivo decano.  
 
Artículo 36. En los municipios de categoría tercera, cuarta, quinta y 
sexta, cada personero municipal al inicio de su periodo y por una sola 
vez, tendrá derecho a un subsidio de seis salarios mínimos 
mensuales legales, otorgado por la Nación, para garantizar la 
movilización del personero.  
Artículo 37. Los gastos de las personerías de municipios de 
categorías tercera (3a), cuarta (4a), quinta (5a) y sexta (6a), siempre 
se fijarán por el aporte máximo que en salarios mínimos legales 
mensuales fija la ley para cada vigencia.  
 
Artículo 38. Sustitúyase el numeral 15 del artículo 178 de la Ley 136 
de 1994 y adiciónensele unos numerales, así:  
 
15. Divulgar, coordinar y apoyar el diseño, implementación y 
evaluación de políticas públicas relacionadas con la protección de los 
derechos humanos en su municipio; promover y apoyar en la 
respectiva jurisdicción los programas adelantados por el Gobierno 
Nacional o Departamental para la protección de los Derechos 
Humanos, y orientar e instruir a los habitantes del municipio en el 
ejercicio de sus derechos ante las autoridades públicas o privadas 
competentes.  
24. Velar por el goce efectivo de los derechos de la población víctima 
del desplazamiento forzado, teniendo en cuenta los principios de 
coordinación, concurrencia, complementariedad y subsidiariedad, así 
como las normas jurídicas vigentes.  
45 
 
25. Coadyuvar en la defensa y protección de los recursos naturales y 
del ambiente, así como ejercer las acciones constitucionales y 
legales correspondientes con el fin de garantizar su efectivo cuidado.  
26. Delegar en los judicantes adscritos a su despacho, temas 
relacionados con: derechos humanos y víctimas del conflicto 
conforme a la ley 1448 de 2011 y su intervención en procesos 
especiales de saneamiento de títulos que conlleven la llamada falsa 
tradición y titulación de la posesión material de inmuebles.” 
 
Normas que deben concordarse con las establecidas en la Ley 1551 de 2012, en 
los siguientes términos, de acuerdo a sus artículos 35 a 38: 
 
“Artículo 35. 
El artículo 170 de la Ley 136 de 1994 quedará así:  
Artículo 170. Elección.  
Los Concejos Municipales o distritales según el caso, elegirán 
personeros para periodos institucionales de cuatro (4) años, dentro 
de los diez (10) primeros días del mes de enero del año en que inicia 
su periodo constitucional, previo concurso público de méritos que 
realizará la Procuraduría General de la Nación, de conformidad con 
la ley vigente. Los personeros así elegidos, iniciarán su periodo el 
primero de marzo siguiente a su elección y lo concluirán el último día 
del mes de febrero del cuarto año.  
Corresponde a la Procuraduría General de la Nación comunicar a los 
Concejos Municipales y Distritales los resultados del concurso 
público de méritos, indicando los respectivos puntajes en estricto 
orden numérico, hasta agotar la lista de elegibles que tendrá vigencia 
por el periodo institucional.  
Para ser elegido personero municipal se requiere: En los municipios 
de categorías especial, primera y segunda títulos de abogado y de 
postgrado. En los municipios de tercera, cuarta y quinta categorías, 
título de abogado. En las demás categorías podrán participar en el 
concurso egresados de facultades de derecho, sin embargo, en la 
calificación del concurso se dará prelación al título de abogado.  
Si en un municipio no se presentan candidatos al concurso de 
méritos, o ninguno de ellos lo hubiere superado, el Procurador 
General de la Nación elaborará la lista con los candidatos de los 
municipios vecinos que figuren en la lista de elegibles de acuerdo al 
puntaje, siempre y cuando los municipios pertenezcan a la misma 
categoría. De esa lista, el Concejo municipal o distrital respectivo 
elegirá personero.  
En caso de falta absoluta de personero municipal o distrital, el 
respectivo Concejo designará como tal a la persona que siga en lista, 
y si no hubiere lista para hacerlo, designará un personero encargado, 
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quien desempeñará el cargo hasta tanto la Procuraduría General de 
la Nación realice el concurso correspondiente.  
Para optar al título de abogado, los egresados de las facultades de 
Derecho, podrán prestar el servicio de práctica jurídica (judicatura) en 
las personerías municipales o distritales, previa designación que 
deberá hacer el respectivo decano.  
Igualmente, para optar al título profesional de carreras afines a la 
Administración Pública, se podrá realizar en las personerías 
municipales o distritales prácticas profesionales o laborales previa 
designación de su respectivo decano.  
Artículo 36. 
En los municipios de categoría tercera, cuarta, quinta y sexta, cada 
personero municipal al inicio de su periodo y por una sola vez, tendrá 
derecho a un subsidio de seis salarios mínimos mensuales legales, 
otorgado por la Nación, para garantizar la movilización del personero.  
Artículo 37. 
Los gastos de las personerías de municipios de categorías tercera 
(3a), cuarta (4a), quinta (5a) y sexta (6a), siempre se fijarán por el 
aporte máximo que en salarios mínimos legales mensuales fija la ley 
para cada vigencia.  
Artículo 38 
. Sustitúyase el numeral 15 del artículo 178 de la Ley 136 de 1994 y 
adiciónensele unos numerales, así:  
15.  
Divulgar, coordinar y apoyar el diseño, implementación y evaluación 
de políticas públicas relacionadas con la protección de los derechos 
humanos en su municipio; promover y apoyar en la respectiva 
jurisdicción los programas adelantados por el Gobierno Nacional o 
Departamental para la protección de los Derechos Humanos, y 
orientar e instruir a los habitantes del municipio en el ejercicio de sus 
derechos ante las autoridades públicas o privadas competentes.  
24. Velar por el goce efectivo de los derechos de la población víctima 
del desplazamiento forzado, teniendo en cuenta los principios de 
coordinación, concurrencia, complementariedad y subsidiariedad, así 
como las normas jurídicas vigentes.  
25. Coadyuvar en la defensa y protección de los recursos naturales y 
del ambiente, así como ejercer las acciones constitucionales y 
legales correspondientes con el fin de garantizar su efectivo cuidado.  
26. Delegar en los judicantes adscritos a su despacho, temas 
relacionados con: derechos humanos y víctimas del conflicto 
conforme a la ley 1448 de 2011 y su intervención en procesos 
especiales de saneamiento de títulos que conlleven la llamada falsa 
tradición y titulación de la posesión material de inmuebles.”34 
                                                 
34
  http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=48267 
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6.4. FUNCIONES Y COMPETENCIAS DE LAS PERSONERÍAS MUNICIPALES 
 
 
La Ley 136 de 1994, como marco regulatorio de las Personerías Municipales, se 
ha encargado de consagrar en su contendido las funciones y competencias de los 
Personeros Municipales, sin que en ella se haga una clasificación apropiada de la 
naturaleza que cada uno desarrolla, ya que “El personero municipal, como 
representante del pueblo y fiscalizador de la gestión administrativa en el nivel 
local, debe cumplir grandes responsabilidades en el transcurso de los próximos 
años, su eficiente desempeño es de vital importancia como garantía de la 
eficiencia municipal y del proceso de descentralización, para la gestión de nuevos 
procesos sociales que involucren la modernización del Estado y la transformación 
y eliminen las situaciones de injusticias y privilegios, que agobian a nuestra 
población y que limitan la plena vigencia de los derechos humanos.”35 
 
Responsabilidad que deberá ejercer con base en los principios orientadores del 
ejercicio de la competencia contemplados tanto en la citada normatividad, como 
en la Ley 1551 de julio 6 de 2012, lo que permite diferenciar y otorgar una 
naturaleza a cada una de las funciones o competencias asignadas, para efectos 
de resaltar su importancia, y el trámite de los mecanismos legales que puedan 
llegar a utilizarse, es así, como puede encontrarse que las Personerías 
Municipales, cuentan con una capacidad misional, que les permite actuar como 
Agentes del Ministerio Público, como Veedoras Ciudadanas y como Defensoras 
de los Derechos Humanos, y para lo cual pueden describirse las funciones de 
manera específica, en los siguientes términos descritos en el Plan Estratégico36 de 
la Personería Municipal de Pereira:  
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  Personería Municipal de Pereira. Plan Estratégico Plan de Acción. 2012 – 20156. Néstor 




a. Como agente del Ministerio Público 
 
- Actuar en los procesos civiles, contenciosos, laborales, de familia, 
penales, agrarios y en los demás en que deba intervenir por mandato 
de la ley.  
 
- Intervenir en los procesos y ante las autoridades judiciales o 
administrativas cuando lo considere necesario para la defensa del 
orden jurídico, el patrimonio público o los derechos y garantías 
fundamentales.  
 
- Defender los derechos e intereses colectivos, adelantando las 
acciones populares que para su protección se requieran.  
 
- Con base en el artículo 282 de la Constitución, interponer acciones 
de tutela.  
 
b. Como Veedor ciudadano. 
 
- Velar por el cumplimiento de la Constitución, las leyes, los acuerdos 
y las sentencias judiciales.  
 
- Recibir quejas y reclamos sobre el funcionamiento de la 
administración y procurar la efectividad de los derechos e intereses 
de los asociados.  
 
-  Orientar a los ciudadanos en sus relaciones con la administración, 
indicándoles la autoridad a la que deben dirigirse para la solución de 
sus problemas.  
 
- Velar por la efectividad del derecho de petición. Con tal fin, debe 
instruir debidamente a quienes deseen presentar una petición; 
escribir las de quienes no pudieren o supieren hacerlo; y recibir y 
solicitar que se tramiten las peticiones y recursos de que tratan los 
Títulos I y II del Código Contencioso Administrativo y la Constitución 
Nacional  
 
- Poner en conocimiento de las autoridades competentes los hechos 
que considere irregulares, a fin de que sean corregidos y 
sancionados.  
 
- Velar por la defensa de los bienes del Municipio y las entidades 
descentralizadas y demandar de las autoridades competentes las 
medidas necesarias para impedir la perturbación y ocupación de los 
bienes fiscales y de uso público.  
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-  Exigir de las autoridades Distritales y Municipales las medidas 
necesarias para impedir la propagación de epidemias y asegurar la 
protección de la diversidad e integridad del medio ambiente y la 
conservación de áreas de especial importancia ecológica.  
 
-  Vigilar la conducta oficial de los empleados y trabajadores del 
Municipio, verificar que desempeñen cumplidamente sus deberes, 
adelantar las investigaciones disciplinarias e imponer las sanciones 
que fueren del caso, todo de conformidad con las disposiciones 
vigentes.  
-  Vigilar de oficio o a petición de parte los procesos disciplinarios que 
se adelanten en el sector central y descentralizado  
 
c. Como Defensor de los Derechos Humanos. 
 
- Coordinar la defensoría pública en los términos que señale la ley 
bajo la coordinación de la Defensoría del Pueblo.  
 
- Cooperar con el defensor del pueblo en la implantación de las 
políticas que éste fije. 
 
- Divulgar la Constitución y en coordinación con otras autoridades, 
adelantar programas de educación y concientización sobre los 
derechos humanos y los deberes fundamentales del hombre.  
 
- Recibir y tramitar quejas y reclamos sobre la violación de los 
derechos humanos, civiles y políticos y las garantías sociales.  
 
- Solicitar de los funcionarios de la rama judicial, los informes que 
considere necesarios sobre hechos que se relacionen con la 
violación de los derechos humanos.  
 
- Velar por el respeto de los derechos humanos de las personas 
recluidas en establecimientos carcelarios, hospitales, clínicas y 
centros de reeducación”.  
 
 
6.5. LA PERSONERÌA MUNICIPAL DE PEREIRA. 
 
Con ocasión de lo anterior, puede avizorarse en la investigación que se desarrolla, 
la naturaleza, definición y funciones que ejecuta una entidad de control como lo es 
la Personerìa Municipal, cuyo rango constitucional le permite intervenir, participar y 
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coadyuvar en la gestión y cumplimiento cabal de todos los asuntos que se 
desarrollen a nivel local, y cuya titularidad se encuentra en mayor parte en cabeza 
de las Alcaldías Municipales y sus entidades descentralizadas; de esta manera, es 
pertinente para la investigación hacer referencia a la Personería Municipal de 
Pereira, la cual tiene como Misión “Velar por la Promoción, Protección y Defensa 
de los Derechos Humanos según lo establecido en la Constitución Política, la ley y 
las normas del Derecho Internacional Humanitario. Vigilar y controlar la gestión 
que cumplen las autoridades administrativas de carácter local y los funcionarios 
del orden Municipal ejercitando los Principios y valores Institucionales para mediar 
y ser garantes en las peticiones de la población vulnerada del Municipio de 
Pereira, fomentando la cultura de participación ciudadana.”37, y como Visión: “Ser 
reconocida por la comunidad como defensora de los derechos constitucionales y 
legales, afianzando la participación ciudadana y comprometida con el actuar 
eficiente y ético de los servidores públicos”38. Lo cual debe tener presente de 
manera vital al ser la línea de acción bajo la cual debe ejercer sus funciones y 
competencias, sin olvidar que al igual que todas las entidades públicas, deben 
ejercer la función administrativa con base en los principios que la Constitución 
Nacional le ha establecido, además de los principios rectores y orientadores de la 
competencia consagrados en las leyes 136 de 1994 y 1551 de 2012, como 
resultado directo de la obligación de ser eficientes en el ejercicio de la función 
frente al ciudadano, siendo esta una postura que se ve coadyuvada con la Política 
de Calidad, que para la citada institución contempló: “En la Personería Municipal 
de Pereira estamos comprometidos con la ciudadanía a promover, proteger, 
orientar y defender los derechos Constitucionales y Legales, así como vigilar y 
controlar las actuaciones de los Servidores Públicos del orden Municipal, mediante 
la integración de un equipo humano competente y el uso transparente de nuestros 
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recursos financieros y físicos, a través del mejoramiento continuo de la eficiencia, 
eficacia y efectividad de nuestro Sistema de Gestión de Calidad.”39 
 
 
6.5.1. ESTRUCTURA DE LA PERSONERÍA MUNICIPAL DE PEREIRA 
 
La Personería Municipal de Pereira, en razón de su actuar como agente del 
Ministerio Público, veedora ciudadana y entidad defensora de los dderechos 
humanos, cuenta con un nivel funcional y competencial amplio y diverso, el cual 
debe ejercer de manera directa, eficaz y eficiente, lo que ha conllevado a que 
debe desarrollar su atención y función de manera estratégica, para lo cual se 
encuentra dividida en áreas de atención, como las que a continuación se citan: 
Área Civil, Urbanismo y Medio Ambiente, Área de Derechos Humanos, Área de 
Vigilancia Administrativa y Contratación Estatal y Área en lo penal, las cuales 
desarrollan labores y funciones como las siguientes: 
 
 
6.5.1.1. Área Civil, Urbanismo y Medio Ambiente. 
 
“La Personería delegada en lo civil, medio ambiente y urbanismo vela 
por el cumplimiento de las normas jurídicas relacionadas con el 
espacio público, por la eficacia y continuidad en la prestación de los 
servicios públicos, por la defensa y protección del medio ambiente 
además de brindar asesoría en los asuntos civiles a la comunidad.”40 
 
De esta manera la Personería Delegada en lo Civil, Urbanismo y Medio Ambiente, 
tiene como funciones: 
 
“Derechos de Petición 
Asistencia y elaboración de Derechos de Petición. 
Seguimiento al derecho de Petición 
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Reclamación ante las Empresas de Servicios Públicos y recursos 
contra las decisiones emitidas por éstas 
Intervención dentro de los procesos de restitución de bienes de uso 
público 
Elaboración de acciones de cumplimiento, acciones populares, 
acciones de nulidad y tutelas. 
Registro de Veedurías Ciudadanas 
Asesoría para la conformación de veedurías ciudadanas 
Asistencia a los comités de estratificación y comité de Defensa del 
Consumidor 
Actuaciones en Querellas Policivas. 
Asesoría en derecho civil, familia, comercial y asuntos similares de 
aquellas personas que no cuentan con los recursos para contratar un 
Abogado particular. 
Elaboración de amparos de pobreza para asignación de Abogados 
gratuitos 
Acompañamiento de procesos electorales.”41 
 
 
6.5.1.2. Área de Derechos Humanos. 
 
“La Personería delegada para los derechos humanos, la mujer, el 
menor, la familia y el derecho de petición vela por la guarda, 
promoción y realización de los derechos humanos y responde ante el 
Personero Municipal por el cumplimiento de las labores 
encomendadas.”42 
 
De esta manera la Personería Delegada en Derechos Humanos, tiene como 
funciones: 
 
“Atención en las instalaciones de la Personería. 
Atención al usuario en las instalaciones de la personería. Solicitudes 
ante el Sisben: Visitas a las viviendas para determinar puntaje; 
trámite para disminución de puntaje; vinculación usuarios; vinculación 
y desvinculación al Fosyga; solicitudes para atención en eps del 
régimen de salud subsidiado y contributivo (medicamentos, 
procedimientos, citas médicas, urgencias, cirugías); Atención a 
solicitud de victimas del desplazamiento forzado; Información sobre 
prorrogas de ayuda humanitaria; información sobre indemnizaciones; 
solicitudes de atención en centros de salud; transporte para otras 
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ciudades; albergues; entrega de respuestas del departamento para la 
prosperidad social y de la unidad de atención y reparación de 
víctimas; diligenciamiento de formatos para protección de tierras; 
envío a Incoder de las solicitudes de protección de tierras; entrega de 
respuestas de Incoder; entrega de respuestas de las oficinas de 
registro de instrumentos públicos; expedición de certificados de 
oriundez con destino a la Registraduria. 
Asistencia a casas de justicia 
Asistencia a casas de justicia de villa santa y cuba: Atención público 
de lunes a jueves; asistencia a diligencias de las comisarias; 
elaboración de derechos de petición 
 
Divulgación y promoción de los derechos humanos. Asesoría en 
temas de debido proceso a rectores y coordinadores instituciones 
educativas; visitas técnicas a las instituciones educativas de 
capacitación de derechos humanos y valores democráticos; control 
social juvenil territorial – veedores restaurantes escolares; red 
municipal de personeros estudiantiles: asesorías, acompañamientos 
y capacitación. 
 
Mesa de participaciòn de víctimas 
Mesa de participación de victimas ley 1448 de 2011 y decretos 
complementarios. Ejercer la secretaria técnica de la mesa”43 
 
 
6.5.1.3. Área de Vigilancia Administrativa y Contratación Estatal. 
 
“La Personería delegada para la vigilancia administrativa y control 
estatal es la directamente responsable ante el Personero Municipal 
de la efectiva vigilancia administrativa y gestión contractual de las 
entidades públicas del orden municipal y descentralizado.”44 
 
De esta manera la personería delegada para la vigilancia administrativa y control 
estatal, tiene como funciones: 
 
“Tramites en primera instancia 
Tramitar en primera instancia los procesos disciplinarios por: Quejas 
formuladas por la ciudadanía; informes y quejas remitidas por las distintas 
entidades municipales que toda persona haga llegar, relacionados con el 
funcionamiento de la Administración Municipal; informes y quejas a través 
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de recorte de prensa remitidos por el Despacho del señor personero; 
quejas formuladas a través de anónimos que cumplan con los requisitos 
consagrados en los artículos 38 de la ley 190 de 1995 y 27 de la Ley 24 
de 1992 (que existan medios probatorios suficientes sobre la comisión de 
la infracción disciplinaria); de oficio. 
 
Tramitar despachos comisarios 
Tramitar los despachos comisorios que se alleguen al Despacho por otra 
Autoridad Competente. 
 
Realizar visitas e inspecciones a los expedientes de la Oficina de Asuntos 
Disciplinarios de la Alcaldía Municipal, de la Secretaría de Educación, 
Instituto Municipal de Tránsito, Aeropuerto Internacional Matecaña, 
Concejo Municipal, E.S.E. Salud Pereira, Multiservicios, Aseo, Instituto 
Municipal de Cultura y Fomento al Turismo y Mega bus. 
 
Seguimiento a las distintas dependencias del municipio de Pereira y las 
entidades descentralizadas en lo relacionado con la parte contractual, a 
través de visitas mensuales a cada una de ellas o por solicitud de la 
ciudadanía. 
 
Asesorías a la comunidad en disciplinario y a las oficinas de control 
interno disciplinario. 
 
Tramitar en primera instancia los procesos disciplinarios en contra de los 
funcionarios adscritos a la Personería Municipal.”45 
 
 
6.5.1.4. En lo penal. 
 
“El Personero delegado en lo penal y vigilancia judicial asesora al 
Personero Municipal en los asuntos referentes a la Ley sustancial y 
procedimental penal y administrativa y demás normas concordantes 
integrales, profiriendo los conceptos pertinentes al igual que dirige, 
coordina y orienta la delegada, ejerce funciones del Ministerio 
Público ante los Juzgados Penales Municipales y de descongestión y 
ante la Unidad de Reacción Inmediata, URI, inspecciones 
municipales de Policía y corregidurías.”46 
 
De esta manera, la Personería Delegada en lo penal, tiene como funciones: 
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“Atención en asuntos Penales 
Atención a los usuarios en asuntos penales, definición libretas 
militares, detenidos y condenados con diferentes dificultades al 
interior del centro carcelario, de acuerdo a lo siguiente: 
Presencia en audiencias 
Presencia permanente de los profesionales universitarios de la 
delegada en lo penal en las audiencias ante los juzgados penales 
municipales y fiscalías locales, garantizando el debido proceso e 
imparcialidad en los procesos. 
 
Acompañamiento personas detenidas 
Acompañamiento permanente de las personas detenidas en la upv, 
detenidos en flagrancia o por delitos, a efectos de garantizar la 
legalización de la captura conforme a la ley penal. 
 
Permanencia en las audiencias 
Permanencia en las audiencias en las diferentes etapas procesales 
en los juzgados de familia, ley de infancia y adolescencia. 
 
Derechos de Petición 
Elaboración y recepción de derechos de petición en asuntos 
relacionados con la parte penal. 
 
Presencia en los turnos URI 
Presencia en los turnos uri, en reemplazo de las procuradurías, para 
asistir a audiencias de imputación de cargos, destrucciones, 
reconocimientos en fila, reconocimientos fotográficos y pesajes. 
 
Consejos de disciplina de la cárcel 
Permanencia en los consejos de disciplina de la cárcel, una vez por 
semana para definir calificaciones de conducta, redención de penas 
o permisos o traslados de cárcel. 
 
Asistencia reuniones de Derechos Humanos 
Asistencia a las reuniones de derechos humanos de la cárcel, dos 
veces por mes con los delegados de cada patio. 
 
Notificaciones de tutelas 
Notificaciones de tutelas y audiencias de las fiscalías de cuba, Villa 
santana y palacio nacional. 
 
Asesorías permanentes 
Asesorías permanentes a usuarios que no saben el 





Control y seguimiento de procesos  
Control y seguimiento a los procesos penales  
Control y seguimiento a los procesos penales y querellas que se 
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7. CAPITULO III 
CAUSAS QUE ORIGINARON EL DERECHO DE PETICIÒN EN EL PRIMER 
SEMESTRE DEL AÑO 2011 EN LA PERSONERIA MUNICIPAL DE PEREIRA 
 
 
Una vez revisados dos elementos de tan vital importancia en el ejercicio de los 
derechos por parte de los ciudadanos, constituidos el primero por la estructura 
general y práctica del derecho fundamental de petición y el segundo por la 
potestad de intervención de una entidad de raigambre constitucional como la 
Personería Municipal de Pereira, es preciso identificar y reconocer los asuntos en 
los cuales se requiere el mayor grado de utilización del primer elemento y la mayor 
intervención del segundo elemento, siendo pertinente citar lo correspondiente a la 
utilización del derecho fundamental de petición en interés particular en cada una 
de las áreas que integran la Personería Municipal de Pereira durante el primer 
semestre del año 2011, como periodo que en razón de su vigencia, ya pudo ser 
objeto de evaluación y calificación por parte del mismo despacho, y sobre el cual 
se concluyó que “este periodo de labores 2008-2011 trae evidente satisfacción 
tanto en la parte de cifras ejecutadas, como de labores desempeñadas, pero en 
especial debido a la labor social que ha redundado en cada uno de los usuarios de 
nuestra entidad. Las cifras arrojan un evidente balance positivo al tener una 
calificación de cumplimiento del Plan de Estratégico del 90.4% de marzo de 2008 
a junio 30 de 2011 y del Sistema de Control Interno del 91,82% del periodo 2008 al 
2011 puesto que este se evalúa anualmente.”48  
 
De esta manera, se identifica tal y como se desarrollo anteriormente, cada una de 
las áreas de la Personería Municipal de Pereira, calificadas como Personerías 
Delegadas, en las cuales se dio utilización al derecho de petición en interés 
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particular y sobre él cual se desplegó una actuación, teniendo en cuenta que los 
nombrados despachos tienen injerencia e intervención en todas las comunas y 
barrios de la ciudad, a través de las instalaciones ubicadas en el edificio de la 
Alcaldía Municipal de Pereira (Carrera 7 No. 18 – 55 Piso 2), la Casa de Justicia 
de Villasantana, la Casa de Justicia de Cuba, la Unidad Permanente de Protección 
a la Vida U.P.P.V. (Centro de Conciliación) y la Unidad de Atención y Orientación 
a la Población Desplazada U.A.O.  
 
 
7.1. PERSONERÍA DELEGADA EN CIVIL, URBANISMO Y MEDIO AMBIENTE. 
 
Siendo el área de intervención de la Personería Delegada en lo Civil, Medio 
Ambiente y Urbanismo, todos los asuntos atinentes a asistencia, elaboración y 
seguimiento de derechos de petición, espacio público, servicios públicos 
domiciliarios, defensa y protección del medio ambiente en los términos expuestos 
en el capitulo anterior, es pertinente hacer referencia con base en el Informe de 
Gestión generado por la Personería Municipal de Pereira, para la vigencia 2008 – 
2011, a que “Durante el primer semestre del año 2011 se realizaron 518 Derechos 
de Petición por parte de la Personería Delegada en lo Civil, medio Ambiente y 
Urbanismo con una efectividad del 72.2% es decir, 374 de las peticiones 
realizadas fueron resueltas de manera favorable o definitiva a los peticionarios y 
del total de las realizadas 499 se tramitaron en un plazo inferior a diez (10) días 
reduciendo el término establecido por la ley, que representa una eficiencia del 
90%”.49 
 
De esta manera, en materia de servicios públicos domiciliarios, fueron 
presentados un alto porcentaje de derecho de petición respecto de las quejas 
informadas por parte de los ciudadanos, respecto al proceso de cambio de 
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medidores de energía por parte de la Empresa de Energía de Pereira. 
En materia de medio ambiente, las peticiones en interés particular hicieron 
referencia a los altos niveles de intensidad auditiva generada en la ciudad de 
Pereira, y el ineficiente control desarrollado por parte de la autoridad competente, 
constituida por la Secretaría de Gobierno Municipal. 
 
En materia de ocupación de ocupación del espacio público, fueron tramitados 
asuntos referentes a los usos y ocupaciones generados por parte de vendedores 
informales, así como los usos y ocupaciones en materia de querellas civiles de 
policía y procesos de desalojo. 
 
En materia de contratación, fueron tramitadas solicitudes a titulo de quejas 
respecto de los procesos de contratación desarrollados por la Alcaldía de Pereira, 
específicamente. 
  
Así, puede notarse también como en el área de la Personería Delegada en lo Civil, 
Medio Ambiente y Urbanismo, durante el primer semestre del año 2011 y según el 
Informe de Gestión Consolidado Periodo marzo 2008 a junio 30 de 2011, una 
intervención ante las autoridades de la ciudad respecto de los derechos de 
petición más representativos, en números como se citan a continuación: 49 ante la 
Empresa de Energía, 48 ante Secretaría de Gobierno Municipal, 42 ante el 
Despacho del Alcalde, 33 ante Aguas y Aguas de Pereira, 20 ante la Dirección 
Operativa de Control Físico, 18 ante la Secretaría de Gestión Inmobiliaria 
Municipal, 15 ante la Secretaría de Infraestructura Municipal, 15 ante la Secretaría 
de Planeación Municipal, 12 ante la Secretaría de Hacienda y Finanzas Públicas 







7.2. PERSONERÍA DELEGADA EN DERECHOS HUMANOS 
 
Siendo el área de intervención de la Personería Delegada para los derechos 
humanos, todos los asuntos atinentes a la mujer, el menor, la familia, y el derecho 
de petición, en los términos expuestos en el capitulo anterior, es pertinente hacer 
referencia con base en el Informe de Gestión generado por la Personería 
Municipal de Pereira, para la vigencia 2008 – 2011, al desarrollo de la labor y la 
gestión pública, específicamente en los asuntos que a continuación se citan: “En el 
ejercicio de sus funciones, la Personería Delegada para los Derechos Humanos 
ha venido fortaleciendo su acompañamiento a diversos sectores de poblaciones 
consideradas como vulnerables frente a la realización de sus derechos, tales 
como Desplazados, población LGBT, Líderes Comunales, Niños, Niñas y 
Adolescentes, Población Carcelaria y jóvenes procesados y sancionados dentro 
del Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes, personas 
aprehendidas en la Unidad de Protección de Vida (UPV), Discapacitados, Adultos 
Mayores y Familias de niveles del SISBÉN I y II.”50 
 
De esta manera, en materia de población desplazada durante el primer semestre 
del año 2011 fueron recepcionadas declaraciones y tramitadas diversas solicitudes 
en un número equivalente a 15851, siendo la Personería Delegada el puente para 
con la Unidad de Atención y Orientación a la Población Desplazada. De las cuales 
es importante citar que por parte de la Delegada se viene haciendo “seguimiento y 
exigencia en la oportuna atención de las peticiones que las personas en situación 
de desplazamiento presentan ante las entidades”.52 
 
En materia de población recluida en los Centros Carcelarios, específicamente en 
la Cárcel de Varones La 40), se realizó por parte de la Delegada, intervención y 
mediación ante las autoridades competentes respecto de las inquietudes, 
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necesidades y requerimientos por parte de los internos, lo que constituye un 
ejercicio directo del derecho de petición en interés particular, sea este utilizado de 
manera escrita o verbal. Siendo esta una actuación que fue objeto de igual 
realización pero en beneficio de los jóvenes infractores sancionados con medidas 
de internamiento que se encuentran en el Centro de Reeducación del Menor 
(CREEME). 
 
En materia de adultos mayores de niveles I y II del SISBEN, la delegada intervino 
en cuanto a las solicitudes presentadas por esta población buscando el acceso a 
los programas sociales brindados por las autoridades competentes. 
 
En materia de intervención directa ante el SISBEN, la delegada sirvió como 
vinculo para efectos de atender a los ciudadanos interesados en realizar trámites 
ante esta entidad. 
Así, en el área de la Personería Delegada para los derechos humanos, se 
consolido durante el primer semestre del año 2011 y según el Informe de Gestión 
Consolidado Periodo marzo 2008 a junio 30 de 2011, una intervención en 605 
casos por asesorías en Derechos de Petición, 907 casos de intervenciones y 




7.3. PERSONERÍA DELEGADA EN VIGILANCIA ADMINISTRATIVA Y 
CONTRATACIÓN ESTATAL 
 
Siendo el área de intervención de la Personería Delegada en Vigilancia 
Administrativa y Contratación Estatal, lo atinente a efectiva vigilancia 
administrativa y gestión contractual de las entidades públicas del orden municipal 
y descentralizado en los términos expuestos en el capitulo anterior, siendo estos 
asuntos eminentemente disciplinarios, es pertinente hacer referencia con base en 
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el Informe de Gestión generado por la Personería Municipal de Pereira, para la 
vigencia 2008 – 2011, a que “Para adelantar las diligencias disciplinarias, la 
Delegada realiza actividades propias como son el tramitar las quejas, anónimos e 
informes de servidores públicos, radica en libros de control, realiza el reparto 
entre los profesionales; estudia, analiza y evalúa las decisiones que conforme a 
criterio legal y jurídico sean procedentes, recibe declaraciones, versiones de los 
presuntos infractores, solicita informes y documentos escritos o en medio 
magnético, practica visitas especiales, registra sanciones disciplinarias con 
destino a la Procuraduría General de la Nación y a jefes nominadores para su 
ejecución.”53 
 
De esta manera, en materia disciplinaria y durante el primer semestre del año 
2011, fue presentado un número de quejas y solicitudes equivalente a 168, cuyos 
objetos principales consistieron en cuestionar las actuaciones de servidores 
públicos, en especial de entidades como: la Secretaría de Gobierno Municipal, la 
Secretaría de Educación Municipal, la Secretaría de Desarrollo Social, Económico 
y Político y el Instituto Municipal de Transito de Pereira. 
 
 
7.4. PERSONERÍA DELEGADA EN LO PENAL Y VIGILANCIA JUDICIAL 
 
Siendo el área de intervención de la Personería Delegada en lo Penal y Vigilancia 
Judicial, todos los asuntos atinentes a la ley sustancial y procedimental penal y 
administrativa en los términos expuestos en el capitulo anterior, es pertinente 
hacer referencia con base en el Informe de Gestión generado por la Personería 
Municipal de Pereira, para la vigencia 2008 – 2011, a que por parte de este 
despacho “Se presta apoyo y asesoría no solo en penal sino en las distintas 
aéreas del derecho en esta delegada y en las demás delegadas y a la ciudadanía 
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en general, dando trámite a las peticiones escritas y verbales y haciéndose las 
mediaciones a que haya lugar para hacer efectivos sus derechos.”54 
 
De igual manera, las solicitudes o peticiones de interés particular que ante esta 
delegada fueron presentados y/o tramitados, tuvieron como objeto el 
acompañamiento o intervención en asuntos como expedición de certificados de 
oriundez con destino a la Registraduría Nacional del Estado Civil, solicitudes 
valoración de la edad por Medicina Legal, realización de visitas domiciliarias, 
ubicación de estudiante en instituciones educativas, elaboración de acciones de 
tutela y desacatos con ocasión de la vulneración del derecho de petición. 
 
Así, durante el primer semestre del año 2011 y según el Informe de Gestión 
Consolidado Periodo marzo 2008 a junio 30 de 2011, las diligencias desarrolladas 
en materia de derechos de petición fueron equivalentes a 72 tramites, al igual que 
asesorías a la comunidad en un número equivalente a 220. 
 
 
7.5. IDENTIFICACIÓN DE CAUSAS QUE ORIGINARON EL DERECHO DE 
PETICIÓN 
 
Con base en lo anterior, es menester pasar a describir las causas y/o asuntos que 
dieron lugar a que durante el primer semestre del año 2011, la Personería 
Municipal de Pereira, a través de sus personerías delegadas, desarrollara su 
función pública y administrativa, en pro del ciudadano y del ejercicio de los 
derechos y las libertades, siendo pertinente concluir en las siguientes:  
 
• Vida y Salud   
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• Protección de poblaciones vulnerables (Desplazados, población LGBT, 
líderes comunales, niños, niñas y adolescentes, población carcelaria, 
discapacitados, adultos mayores, Familias en SISBEN) 
• Servicios Públicos Domiciliarios 
• Niveles de Intensidad Auditiva en la ciudad (Medio Ambiente) 
• Ocupación de Espacio Público por vendedores informales 
• Ocupación de Espacio Público por construcciones e invasiones 
• Procesos contractuales 
• Quejas disciplinarias 














METODO DE INVESTIGACIÒN 
 
Fue de análisis y síntesis. 
 
 




POBLACIÒN Y MUESTRA  
 




























9. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 
 
Con base en lo desarrollado en el presente trabajo de investigación, es propósito 
del grupo de investigación, sugerir las siguientes medidas con respecto al ejercicio 
de la función pública por parte de las Personerías Municipales, en materia del 
derecho de petición en interés particular: 
 
1. Que la labor preventiva y de seguimiento se desarrolle de manera amplia, en 
pro de lograr el cumplimiento del núcleo esencial y de la eficacia del trámite que se 
solicite. 
 
2. Que se asigne a las Personerías Municipales, un mayor nivel de presupuesto, 
para efectos de ser destinado a la disposición de acciones y medidas para la 
protección y promoción del derecho fundamental de petición. 
 
3. Que las Personerías Municipal, en uso de su potestad y función constitucional, 
exijan de manera continua un informe ejecutivo a las autoridades y particulares, de 
los derechos de petición que les son presentados y que con ocasión de ello fueron 
tramitados y contestados.  
 
4. Que por parte de las Personerías Municipales, se realicen capacitaciones 
constantes a los servidores públicos y ciudadanos, respecto al manejo del derecho 
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